
Año XXII  |  nº 176  |  Diciembre 2013 - Enero 2014 www.economistjurist.es

Civil
Contencioso-Administrativo
Penal 
Laboral

Especial sobre el
Recurso de Casación



ORGANIZACIÓN
DE EVENTOS

Oficina:  +34 91 577 78 06

Email:  info@cimapublicidad

C/ Recoletos 6 

28001 Madrid

http://cimapublicidad.es

Contacto



   Economist & Jurist   1

editorial

Si como suscriptor tiene interés en que tratemos algún tema,

escríbanos a economist@difusionjuridica.es

En el próximo número de Economist & Jurist del mes de febrero, les informaremos de las particularidades del recurso de casación 

en aquellas CCAA que lo regulan. Concretamente, sobre el recurso de casación en materia de derecho especial de Galicia, el recurso 

de casación en materia de derecho civil de Cataluña, y sobre la casación foral aragonesa.

Una herramienta útil 

Decía Montesquieu que “el Juez no es más que la boca por la que se aplican las 
palabras de la ley”. En la revolución francesa, para que los jueces no vulneraran 
las normas dictadas por la Asamblea, se crea el Tribunal de Casación. Pero no 
será objeto de nuestro estudio el origen de la casación, sino que en este número, 
entre otros temas, nos centraremos en el análisis práctico y actual del recurso 
de casación en las distintas ramas del derecho, efectuado por juristas de primer 
nivel.

Este número, por ser el último del año 2013 y el primero del 2014, también 
se convierte en portavoz de toda la Redacción de esta publicación para trans-
mitir a nuestros suscriptores y lectores de España y resto del mundo, nuestros 
mejores deseos de felicidad para las fiestas navideñas y el nuevo año. Iniciare-
mos el XXII año de vida de Economist& Jurist, estando atentos al derecho, y a 
su aplicación real, queriendo ser, como siempre, una herramienta útil para los 
abogados, jueces, procuradores, fiscales, notarios, registradores, legisladores y 
profesionales vinculados al derecho.    

direccioncontenidos@difusionjuridica.es
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04       información al día
Selección de novedades Legislativas y Jurisprudenciales a modo de flash informativo, sin ánimo de exhausti-
vidad.
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14 – El recurso de casación en la jurisdicción civil. Por Fernando María Alejandre García-Cerezo.
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Recomendaciones para evitar riesgos laborales derivados del outsourcing: especial atención a la cesión 
ilegal. Por Antonio Pedrajas Quiles.

72       dErEcho procEsal
Los fueros territoriales: en qué casos se rompe la autonomía de la voluntad de las partes. Por Carlos Pavón 
Neira.
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Edita: Difusión Jurídica y Temas de Actualidad, S.A.

La editorial Difusión Jurídica y temas de actualidad S.A., a los 
efectos previstos en el artículo 32.1, párrafo segundo del vigente 
TRLPI, se opone expresamente a que cualquiera de las páginas 
de Economist&Jurist, o partes de ellas, sean utilizada para la 
realización de resúmenes de prensa.
Cualquier acto de explotación (reproducción, distribución, co-
municaciónpública, puesta a disposición, etc.) de la totalidad o 
parte de las páginas de Economist&Jurist, precisará de la opor-
tuna autorización, que será concedida por CEDRO mediante 
licencia dentro de los límites establecidos en ella.
Difusión Jurídica y Temas de Actualidad, SA. no comparte ne-
cesariamente las opiniones vertidas por sus colaboradores en 
los artículos publicados. El uso del contenido de esta revista no 
sustituye en ningún caso la consulta de la normativa vigente ni a 
un profesional especialista en la materia.

92       noticias jurídicas y actualidad dE los dEspachos

94       novEdadEs EditorialEs

95       al sErvicio dE los abogados

14       En portada
 El recurso de casación en la jurisdicción civil

La Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de Enero (en ade-
lante, LEC), previó dos modalidades de recurso extraordinario 
de configuración autónoma y tramitación separada: el recurso 
de casación y el recurso extraordinario por infracción procesal. 
Y si bien el conocimiento del primero por parte del Tribunal 
Supremo nunca planteó problemas, la competencia funcional 
de los Tribunales Superiores de Justicia para permitirles cono-
cer del segundo debería de haberles sido atribuida en virtud de 
una reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, paralela a 
la promulgación de la nueva Ley Procesal, que nunca llegó a 
aprobarse por falta de la mayoría necesaria en el Congreso de 
los Diputados.
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al día administrativo
legislación

Se modifica el Reglamento SobRe 
deRechoS y libeRtadeS de loS 
extRanjeRoS en eSpaña
Real Decreto 844/2013, de 31 de octubre, por el que se 
modifica el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social, aprobado por el Real De-
creto 557/2011, de 20 de abril. (BOE núm. 262, de 1 de 
noviembre de 2013).

El presente real decreto se dirige a completar, vía regla-
mentaria, la transposición de la Directiva 2011/51/UE, de 
11 de mayo, con objeto de desarrollar el contenido de la 
Disposición final segunda de la Ley Orgánica 4/2013, de 
28 de junio, de reforma del Consejo General del Poder Ju-
dicial, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 
1 de julio, del Poder Judicial («Boletín Oficial del Estado» 
de 29 de junio de 2013).

INFORMACIóN al día

SUMARIO
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– Subvenciones a empresarios extremeños 
para conciliar vida laboral y familiar 
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Ello implica la necesidad de proceder a la adapta-
ción reglamentaria de la modificación citada, por afec-
tar al contenido del Reglamento de la Ley Orgánica 
4/2000, de 11 de enero, aprobado por el Real Decreto 
557/2011, y para completar, en el ámbito de extranje-
ría e inmigración, la transposición que ha de realizarse 
del contenido de la Directiva en su totalidad a dere-
cho interno, sin perjuicio de lo que se disponga en la 
normativa española reguladora del derecho de asilo y 
protección subsidiaria.

al día civil
jurisprudencia

ReSponSabilidad contRactUal.
Se deteRmina la ReSponSabilidad 
del abogado poR no inclUiR en la 
demanda loS factoReS de coRRección 
RefeRidoS a dañoS moRaleS 
Tribunal Supremo Sala Primera – 14/10/2013.

Se desestiman los recursos por infracción procesal y de 
casación formulados por los demandados contra senten-
cia parcialmente estimatoria de la Sección primera de la 
Audiencia Provincial de Palencia, sobre reclamación de 
cantidad.

La Sala declara que se han incumplido en el caso las 
reglas del oficio, y se ha causado un daño, causalmen-
te vinculado a la conducta del abogado demandado, y 
así queda acreditado, pues no fueron reclamados en la 
demanda aquellos factores de corrección referidos a da-
ños morales complementarios, adecuación de vivienda, 
invalidez, y perjuicios morales para la madre, sin que los 
mismos, como dice la sentencia, se pudieran deducir de 
la documentación presentada, ni tampoco de la Audien-
cia previa, en la que se limitó a ratificarse en el aludido 
escrito de demanda sin aclaración alguna, cuando era el 
trámite adecuado para hacerlo, por lo que de haber re-
suelto sobre los mismos, la sentencia dictada en el P.O. 

del Juzgado de 1ª Instancia num. 5, habría de entenderse 
incongruente; congruencia, por otra parte, que viene de-
terminada por cada una de las partidas que se reclaman, 
y no de forma global.

Puede leer el texto completo de la sentencia en  
www.bdifusion.es. Marginal: 2440815.

al día comunitario
legislación

Se apRUeba la diRectiva eURopea 
SobRe el acceSo a Un abogado en 
pRoceSoS penaleS
Directiva 2013/48/UE del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 22 de octubre de 2013, sobre el derecho a la asisten-
cia de letrado en los procesos penales y en los procedimientos 
relativos a la orden de detención europea, y sobre el derecho 
a que se informe a un tercero en el momento de la privación 
de libertad y a comunicarse con terceros y con autoridades 
consulares durante la privación de libertad. (DOUEL núm. 
294, de 6 de noviembre de 2013).

Esta Directiva establece una serie de normas míni-
mas para el acceso a un abogado en procesos penales y 
de Orden de Detención Europea, así como el derecho de 
informar a un tercero sobre la privación de libertad, y el 
derecho de comunicarse bajo arresto con terceras perso-
nas o autoridades consulares.

La Directiva aborda también cuestiones como:

 – El derecho de acceso a un abogado para sospechosos y 
acusados (cuando y en qué condiciones).

 – El principio de confidencialidad de las comunicaciones 
entre el abogado y el sospechoso o acusado.

 – El derecho del sospechoso o acusado a informar a una 
tercera persona de su falta de libertad.
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 – El derecho del sospechoso o acusado privado de liber-
tad a comunicarse con terceras personas y con las au-
toridades consulares de su país de origen.

 – El derecho de derogar temporalmente ciertos derechos 
en circunstancias excepcionales y solo bajo condicio-
nes estrictas.

 – El derecho de las personas reclamadas por una Orden 
de Detención Europea a acceder a un abogado en el 
Estado ejecutor de la orden y a nombrar un abogado en 
el Estado emisor de la Orden.

Los Estados miembros dispondrán ahora de 3 años tras 
su entrada en vigor  para incorporarla a sus ordenamientos 
jurídicos nacionales.

al día fiscal
legislación

la eliminación de la pRoviSión de 
caRteRa y SU efecto en el Régimen de 
conSolidación fiScal
Ley 16/2013, de 29 de octubre, por la que se establecen 
determinadas medidas en materia de fiscalidad medioam-
biental y se adoptan otras medidas tributarias y financieras. 
(BOE, núm. 260 del 30 de octubre de 2013).

Entre las medidas tributarias aprobadas en dicha Ley 
cabe destacar en el Impuesto sobre Sociedades que, con 
efectos para los períodos impositivos que se inicien a par-
tir del 1 de enero de 2013, se elimina con carácter inde-
finido la deducibilidad del deterioro de valor de las parti-
cipaciones en el capital o fondos propios de entidades, ya 
sean residentes o no residentes en territorio español regu-
lada en el artículo 12.3 del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades (TRLIS). Adicionalmente  se 
introduce un apartado j al artículo 14 del TRLIS que se-
ñala que tendrán la consideración de gasto no deducible 

las pérdidas por deterioro de los valores representativos 
de la participación en el capital o en los fondos propios 
de entidades.

La derogación del mencionado artículo 12.3 TRLIS ha 
obligado al legislador, por un lado, a derogar el apartado 
3 del artículo 73 del TRLIS y por otro, a incorporar un 
apartado 4º al artículo 71 del TRLIS.

En virtud de este apartado 4º el importe de las rentas 
negativas derivadas de la transmisión de la participación 
de una sociedad del grupo fiscal que deje de formar parte 
del mismo, se minorará en el importe de las bases impo-
nibles negativas generadas dentro del grupo fiscal por la 
entidad transmitida y que hayan sido compensadas por el 
grupo.

El objetivo de este apartado 4º es evitar el doble apro-
vechamiento de las pérdidas de las participadas en el caso 
de que se produzca una transmisión de participaciones 
que genere una renta negativa y la sociedad participada 
deje de formar parte del grupo de consolidación fiscal.

Hasta la fecha, este doble aprovechamiento de pérdi-
das venía limitado por la aplicación conjunta del artículo 
12.3 TRLIS y del artículo 72 y 73 del TRLIS.

En un principio, las provisiones por depreciación de car-
tera que una sociedad perteneciente al grupo fiscal tenía 
en otra sociedad del grupo provocaban un doble aprove-
chamiento de las pérdidas, por una lado, por la dotación a 
la provisión de cartera que hubiera resultado fiscalmente 
deducible en la base imponible individual de la sociedad 
participante y, por otra, por la consideración, a la hora de 
determinar el resultado consolidado, de la pérdida contable 
obtenida por la sociedad participada corregida, en su caso, 
mediantes los correspondientes ajustes extracontables.

No obstante, este doble aprovechamiento de las pérdi-
das, se corregía en el ejercicio de la dotación mediante la 
eliminación, en aplicación del artículo 72 del TRLIS, de 
la provisión de cartera dotada.

nOtA IMpORtAnte

sE modifica la lEy sobrE dErEchos y libErtadEs dE los ExtranjEros En España, favorEciEndo 
a los ExtranjEros a los quE sE lEs ha concEcido asilo o protEcción intErnacional, 
al pErmitirlEs El accEso a la rEsidEncia dE larga duración. más información al día 
administrativo, págs. 4 y 5.
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 Un nuevo doble aprovechamiento de pérdidas podría 
producirse en el momento en el que la sociedad por la 
que se dotó la cartera fuera transmitida a terceros, do-
ble aprovechamiento que de nuevo era evitado mediante 
el, ahora derogado, apartado 3 del artículo 73 del TRLIS 
que establecía la limitación del derecho a incorporar la 
corrección de valor correspondiente a la participación en 
una sociedad que dejaba de formar parte del grupo fiscal, 
siempre y cuando la sociedad que dejara de formar parte 
del grupo asumiera el derecho a la compensación de bases 
imponibles negativas que correspondían a la pérdida que 
determinó la corrección de valor. Es decir, en aquellos ca-
sos en los que la base imponible negativa generada por la 
sociedad transmitida hubiera sido utilizada por el grupo 
fiscal la provisión de cartera eliminada no sería objeto de 
incorporación.

Por tanto y con la norma vigente hasta la Ley 16/2013, 
mediante una aplicación literal de la norma podía produ-
cirse un doble aprovechamiento de pérdidas en aquellos 
casos en los que la compañía participante no hubiera do-
tado la correspondiente provisión de cartera, pues en este 
caso, el grupo se habría tomado la pérdida mediante la 
integración de los resultados negativos de la participada y 
en el momento de la venta al generar una minusvalía

Si bien literalmente esta situación podía producirse, en 
la práctica, la inspección, la administración tributaria, así 
como los tribunales, impedían el doble aprovechamiento 
de las pérdidas al considerar que, en aquellos casos en 
los que debiera haberse provisionado la cartera y no se 
hizo, el importe de la renta negativa generada en la trans-
misión de la participada debía reducirse en el importe de 
las bases imponibles negativas generadas por la sociedad 
participada y que fueron aplicadas por el grupo.

Con la derogación del artículo 12.3 del TRLIS y  la 
introducción del apartado j al artículo 14 del TRLIS y al 
objeto de evitar el doble aprovechamiento de pérdidas, 
que se producía como mencionamos anteriormente en 
los supuestos en los que se no dotaba la cartera, se ha 
introducido en la Ley del impuesto un nuevo apartado 4º 
al artículo 71 que establece que el importe de las rentas 

negativas derivadas de la transmisión de la participación 
de una sociedad del grupo fiscal que deje de formar par-
te del mismo se minorará en el importe de las bases im-
ponibles negativas generadas dentro del grupo fiscal por 
la entidad transmitida y que hayan sido compensadas en 
el mismo.

por itziar galindo. 
Socia del Área de impuesto 

sobre Sociedades de Kpmg abogados.

Se modifica el Reglamento del iva y 
el de la ley geneRal tRibUtaRia
Real Decreto 828/2013, de 25 de octubre, por el que se mo-
difican el Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciem-
bre; el Reglamento General de desarrollo de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de re-
visión en vía administrativa, aprobado por el Real Decreto 
520/2005, de 13 de mayo; el Real Decreto 1065/2007, de 
27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de 
las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección 
tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los pro-
cedimientos de aplicación de los tributos y el Reglamento 
por el que se regulan las obligaciones de facturación, apro-
bado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre. 
(BOE núm. 257, de 26 de octubre de 2013).

El real decreto modifica en el artículo primero el Re-
glamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, en primer 
lugar, para acomodar su contenido a las diversas reformas 
habidas en la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Im-
puesto sobre el Valor Añadido, a la que desarrolla.

Un grupo de modificaciones se produce en el ámbito 
de la modificación de las bases imponibles. Así la modifi-
cación de la base imponible queda condicionada a la ex-
pedición y remisión de la factura rectificativa, exigiendo al 
sujeto pasivo la acreditación de la remisión de la misma al 
destinatario, con libertad de medios, para no obstaculizar 
la facilidad que existe actualmente de utilización de me-
dios electrónicos.

¡AtencIón!

El sujEto pasivo no piErdE El dErEcho a rEcupErar las cuotas soportadas tras El 
transcurso dE cuatro años sin compEnsar la dEuda y sin solicitar su dEvolución. más 
información al día fiscal, págs. 8 y 9.
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En la misma línea, se incorpora la obligación de que 
las facturas rectificativas emitidas al amparo del artículo 
80. tres de la Ley del Impuesto sean también remitidas a 
las administraciones concursales, órganos que en defini-
tiva tienen entre sus funciones el reconocimiento de los 
créditos en el concurso. Por su parte, se elimina de los 
documentos que deben presentarse en la Agencia Tribu-
taria acompañando a la comunicación de modificación de 
base imponible, la copia del auto judicial de declaración 
de concurso.

La obligación de comunicación de las modificaciones 
de bases imponibles, tanto para el acreedor como para 
el deudor de los correspondientes créditos o débitos tri-
butarios, deba realizarse por medios electrónicos, en un 
formulario específico diseñado por la Agencia Tributaria, 
disponible en su sede electrónica.

Otro grupo de modificaciones obedecen al desarrollo 
reglamentario del nuevo régimen especial del criterio de 
caja, cuya regulación legal se ha aprobado recientemente 
en la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 
emprendedores, en lo que respecta al ejercicio de la inclu-
sión y la renuncia al régimen, ésta última con efectos para 
un período mínimo de tres años.

Junto a las modificaciones en el Reglamento del Im-
puesto sobre el Valor Añadido, se incorporan otras modi-
ficaciones:

El artículo tercero, en relación con el Reglamento Ge-
neral de las actuaciones y los procedimientos de gestión 
e inspección tributaria y de desarrollo de las normas co-
munes de los procedimientos de aplicación de los tribu-
tos, modifica la obligación de declaración de operaciones 
con terceras personas como consecuencia de diferentes 
factores.

A este respecto, pasan a incluirse como obligados a 
presentar la declaración las comunidades de bienes en 
régimen de propiedad horizontal así como determinadas 
entidades o establecimientos de carácter social, con de-
terminadas excepciones. Los sujetos pasivos acogidos al 
régimen simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido 
deberán suministrar también información de las operacio-
nes por las que reciban factura y que estén anotadas en el 
Libro Registro de facturas recibidas.

Se establece la sustitución de la obligación de presen-
tar el modelo de declaración de operaciones con terce-
ras personas por parte de la Administración General del 
Estado respecto a las operaciones realizadas con cargo al 

Presupuesto de gastos del Estado por el procedimiento de 
Pago directo por el envío de dicha información de manera 
única y centralizada a través de la Intervención General 
de la Administración del Estado.

Se reduce el ámbito subjetivo de la obligación de infor-
mar sobre operaciones incluidas en los libros registro. De 
forma que, a partir de 1 de enero de 2014, solo se exige 
dicha obligación respecto de aquellos sujetos pasivos del 
IVA o del IGIC que estén incluidos en el registro de de-
volución mensual. 

Se clarifica el régimen jurídico en relación con la de-
terminación de la persona con la que se deben entender 
las actuaciones administrativas en caso de concurso del 
obligado tributario.

Por su parte, el artículo cuarto, en relación con el Re-
glamento por el que se regulan las obligaciones de factu-
ración aprobado por Real Decreto 1619/2012, de 30 de 
noviembre, se incluyen las referencias correspondientes 
derivadas del nuevo régimen especial del criterio de caja 
y se excepciona la no obligación de emitir factura, en los 
casos de prestaciones de servicios definidas en los artí-
culos 20.uno.16.º y 18.º de la Ley del Impuesto sobre el 
Valor Añadido, en los casos de operaciones realizadas en 
el territorio de aplicación del impuesto, Canarias, Ceuta 
o Melilla por empresarios distintos de entidades asegura-
doras y de crédito.

jurisprudencia

iva
el SUjeto paSivo no pieRde el 
deRecho a RecUpeRaR laS cUotaS 
SopoRtadaS tRaS el tRanScURSo de 
cUatRo añoS Sin compenSaR la deUda y 
Sin SolicitaR SU devolUción   

Tribunal Supremo Sala Tercera – 12/09/2013.

Se estima el recurso de casación para la unificación 
de doctrina interpuesto contra sentencia desestimatoria 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Málaga, 
sobre derecho a devolución de IVA.

La Sala declara que la sujeción normativa de la com-
pensación de cuotas soportadas y no deducidas a un pla-
zo de caducidad, no debe enervar la posibilidad de instar 
su devolución, aún más allá de tal lapso temporal, y ello 
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porque la solución contraria haría recaer sobre el empre-
sario o profesional parte de la carga tributaria, perdiendo 
el Impuesto sobre el Valor Añadido su pretendido carácter 
neutral.

Puede leer el texto completo de la sentencia en  
www.bdifusion.es Marginal: 2440403.

al día laboral
legislación

Se RegUla el tablón de edictoS de la 
inSpección de tRabajo y SegURidad 
Social 
Orden ESS/1892/2013, de 8 de octubre. (BOE núm. 248, 
de 16 de octubre de 2013).

La disposición adicional octava de la Ley 42/1997, de 
14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social, prevé que «en los supuestos previstos 
en el artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y Procedimiento Administrativo Común, cuando no 
se hubiese podido practicar la notificación de los actos 
administrativos, en los casos en que sea competente para 
ello la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, dicha 
notificación se hará, exclusivamente, por medio de anun-
cio en el tablón de edictos de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social».

El objetivo de esta orden es hacer efectiva esa previ-
sión y dar cumplimiento al mandato legal, estableciendo 
la gestión y funcionamiento y la publicación en el Tablón 
de Edictos de la Inspección de Trabajo y Seguridad So-
cial, así como los efectos de los actos administrativos y 
comunicaciones emitidos por la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social.

De su contenido cabe destacar la unidad de tablón 
para todo el Sistema de Inspección de Trabajo y Seguri-
dad Social y el carácter universal y gratuito de su consulta, 
mediante su accesibilidad a través de internet, así como 
en las oficinas de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, regulándose tanto el plazo de publicación de los 
edictos como el plazo de exposición de los mismos, in-
cluyéndose la regulación de los denominados «edictos de 
conservación», atendiendo a las distintas notificaciones 
de actos administrativos a las que da lugar y a la duración 
tanto de las actuaciones previas de comprobación como 
del procedimiento administrativo sancionador.

Se pUblica el v convenio colectivo 
eStatal paRa deSpachoS de técnicoS 
tRibUtaRioS y aSeSoReS fiScaleS 
Resolución de 16 de octubre de 2013, de la Dirección Gene-
ral de Empleo. (BOE núm. 261, de 31 de octubre de 2013).

El presente Convenio colectivo regula las condiciones 
mínimas de trabajo en todas las empresas cuya actividad 
principal sea el asesoramiento en materia de tributos y 
gestión de los mismos, y no se encuentren incluidas en el 
ámbito de otro convenio.

Este Convenio es de aplicación obligatoria en todo el 
territorio del estado español para las empresas radicadas 
en el mismo y todos los trabajadores incluidos en su ám-
bito funcional y personal.

La duración de este Convenio colectivo es de tres años, 
iniciándose su vigencia el día 1 de enero de 2013 y finali-
zando el día 31 de diciembre de 2015.

Cualquiera de las partes firmantes de este Convenio 
podrá denunciarlo con tres meses de antelación a su ter-
minación. En el supuesto de que no se produjera ninguna 
denuncia quedará prorrogado automáticamente un año 
natural; en las mismas condiciones en cuanto a su con-

nOtA IMpORtAnte

El rd 828/2013, dE 25 dE octubrE, En cuanto a las modificacionEs dE la basE imponiblE dEl iva 
En matEria concursal, EstablEcE la obligatoriEdad dE rEmitir las facturas rEctificativas a 
la administración concursal, y la ExonEración En la obligación dE prEsEntación dEl auto 
dE dEclaración dE concurso. más información al día fiscal, págs. 7 y 8.
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al día

tenido normativo. Los salarios se ajustarán siguiendo los 
mismos criterios que para los ejercicios 2014 y 2015.

Se pUblican laS inStRUccioneS SobRe 
la lUcha contRa el empleo iRRegUlaR 
y el fRaUde a la SegURidad Social 
Resolución de 4 de noviembre de 2013, de la Subsecretaría, 
por la que se publica el anexo del Convenio de colaboración 
entre el Ministerio de Empleo y Seguridad Social y el Mi-
nisterio del Interior sobre coordinación entre la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social y las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado, en materia de lucha contra el empleo 
irregular y el fraude a la Seguridad Social. (BOE núm. 268, 
de 8 de noviembre de 2013).

La presente instrucción tiene por objeto establecer el 
marco general de la colaboración entre la Inspección de Tra-
bajo y Seguridad Social y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado, especialmente en los siguientes supuestos:

 – Constitución de empresas ficticias sin actividad real, 
que simulan mantener relación laboral con trabajado-
res para la obtención indebida por éstos de prestacio-
nes de la Seguridad Social.

 – Simulación de relaciones laborales, en empresas con 
actividad real, para obtener indebidamente prestacio-
nes de Seguridad Social, incluyendo las prestaciones y 
subsidios de desempleo, así como para la obtención o 
renovación de la autorización de residencia y trabajo de 
ciudadanos extranjeros.

 – Empleo de extranjeros sin autorización de residencia y 
trabajo y demás supuestos de irregularidades graves en 
materia de extranjería.

 – Otros fraudes en relación con el cumplimiento de las 
obligaciones y prestaciones en materia de Seguridad 
Social.

 – Tráfico de personas y trata de seres humanos para su 
explotación laboral.

 – Explotación laboral sin trata y graves discriminaciones 
en el empleo.

 – Cualquier otro supuesto en que sea preciso el auxilio y 
colaboración por los funcionarios integrantes del Siste-
ma de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, para 
el mejor desarrollo de su labor o para la protección de 
su integridad física.

catalUña: Se RegUlan laS fUncioneS 
de la comiSión de convenioS 
colectivoS
DECRETO 245/2013, de 5 de noviembre, de organización 
y funcionamiento de la Comisión de Convenios Colectivos 
del Consejo de Relaciones Laborales. (Diario Oficial de la 
Generalidad de Cataluña de 7 de noviembre de 2013).

La Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para 
la reforma del mercado de trabajo, ha modificado el artículo 
82.3 del Estatuto de los trabajadores, relativo al régimen 
de inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en 
el convenio colectivo aplicable y prevé, a falta de acuerdo 
entre las partes, la intervención de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos o el órgano autonómico 
equivalente, dependiendo de si la inaplicación de las condi-
ciones de trabajo afecta a centros de trabajo de la empresa 
situados en más de una comunidad autónoma o no, siem-
pre y cuando los procedimientos de solución extrajudicial 
de conflictos del Tribunal Laboral de Cataluña no hayan 
solucionado la discrepancia previamente. 

Por tanto, la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas ur-
gentes para la reforma del mercado de trabajo, añade a las 
tradicionales funciones de observatorio de la negociación 
colectiva, de asesoramiento y consulta y de apoyo a la me-
jora de los contenidos negociales de la Comisión, estas 
funciones decisorias. 

La regulación de esta nueva función hace necesario 
publicar un reglamento que proporcione una regulación 
completa de su composición, organización y funciones, 
derogando la sección cuarta del Capítulo II del Decreto 
29/2008, de 29 de enero, de organización y funcionamiento 
del Consejo de Relaciones Laborales, que hasta ahora se 
ocupaba de algunas de las funciones de la Comisión de 
Convenios Colectivos, ejerciendo las competencias organi-
zativas de la Generalidad de Cataluña y ejecutivas en ma-
teria de trabajo.

jurisprudencia 

deSpido
loS deScUentoS SalaRialeS poR 
paRticipación de loS tRabajadoReS 
en hUelga, cUya joRnada Semanal eS 
iRRegUlaR, Se deben RealizaR con 
aRReglo al pRecio de hoRa de tRabajo 
mUltiplicado poR laS hoRaS de 
hUelga
Audiencia Nacional Sala de lo Social – 25/09/2013.
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Se estima parcialmente la demanda de conflicto colec-
tivo, promovida por Sindicatos.

La Sala declara que discutiéndose sobre el modo de 
calcular el descuento de los días de huelga de trabaja-
dores, cuya jornada semanal es irregular, se declara que 
el descuento mensual generalizado, realizado por la em-
presa, no se ajustó a derecho, por cuanto se descontó por 
igual con independencia de las horas de huelga de cada 
trabajador. Se declara que el descuento, en estos supues-
tos, debe realizarse con arreglo al precio de la hora de 
trabajo anual multiplicado por las horas de huelga.

El precio de la hora anual debe obtenerse de dividir el 
salario anual, una vez deducidos los días de vacaciones, 
festivos y la parte proporcional del descanso semanal y 
multiplicarlo por las horas de huelga. 

Por ello, se estima parcialmente la demanda, porque 
la empresa dedujo, además, la parte proporcional de los 
festivos anuales, pero se considera que el descuento de 
los descansos semanales se ajustó a derecho. Y tratándose 
de conceptos litigiosos, se deniega el interés por mora.

Puede leer el texto completo de la sentencia en  
www.bdifusion.es Marginal: 2439791.

al día mErcantil
legislación

Se RegUla el pRocedimiento paRa la 
atención de ReclamacioneS, qUejaS y 
conSUltaS en el Ámbito financieRo
Circular 7/2013, de 25 de septiembre, de la Comisión Na-
cional del Mercado de Valores, por la que se regula el pro-
cedimiento de resolución de reclamaciones y quejas contra 
empresas que prestan servicios de inversión y de atención a 
consultas en el ámbito del mercado de valores. (BOE núm. 
262, de 1 de noviembre de 2013).

La presente Circular viene a concretar el procedimien-
to previsto para la atención de reclamaciones, quejas y 
consultas en el ámbito financiero, adaptándolo al régimen 
de organización y funcionamiento del Servicio de Recla-
maciones de la Comisión Nacional del Mercado de Valo-
res así como al marco regulador del mercado de valores.

El Capítulo I establece una serie de disposiciones 
comunes a las funciones de atención de reclamaciones, 

quejas y consultas en las que se centra el objeto de la nor-
ma, las funciones del servicio de reclamaciones y diversos 
conceptos que se hace necesario definir de conformidad 
con la normativa sectorial del mercado de valores.

El Capítulo II hace referencia al procedimiento al que 
se debe someter la función de atención, trámite y reso-
lución de reclamaciones y quejas presentadas contra en-
tidades que prestan servicios de inversión y gestoras de 
instituciones de inversión colectiva.

Finalmente, el Capítulo III está referido al procedi-
miento a seguir en la tramitación y resolución de con-
sultas que presenten usuarios de servicios financieros 
instrumentadas mediante solicitudes de asesoramiento e 
información, relativas a cuestiones de interés general so-
bre los derechos en materia de normas de transparencia y 
protección de la clientela, o sobre los cauces legales para 
el ejercicio de tales derechos.

al día pEnal
jurisprudencia

apRopiación indebida
no implica RenUncia de la 
ReSponSabilidad civil, la RenUncia 
a la paRte no cobRada del cRédito 
en el convenio de qUiebRa de laS 
accioneS de la Sociedad qUebRada
Tribunal Supremo Sala Segunda – 23/09/2013.

Se desestima el recurso de casación interpuesto con-
tra sentencia condenatoria de la Audiencia Provincial de 
Alicante, Sección 3ª, por delito de apropiación indebida y 
delito de estafa.

La Sala declara que la renuncia se dio frente a la en-
tidad quebrada, y aquí se ventilan las responsabilidades 
personales de su Administrador, al haber actuado como 
lo hizo sirviéndose de la misma, que él gestionaba direc-
tamente.

De ahí que se trate de dos ámbitos de responsabili-
dad plenamente diferenciados, dándose la circunstancia 
de que esas renuncias se produjeron exclusivamente en 
el ámbito civil, y no lo habrían desbordado si no hubiese 
concurrido el carácter delictivo de las acciones descritas 
en los hechos objeto de esta causa, que en ese aspecto no 
fueron juzgadas en el proceso de quiebra.
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Es decir, si la conducta del recurrente, como gestor 
de la entidad quebrada, hubiera sido solo civilmente re-
levante, su responsabilidad frente a los perjudicados por 
la quiebra se habría movido exclusivamente en ese marco, 
esto es, el del contrato con cada uno de los adquirentes 
de las viviendas, como exclusiva fuente de obligaciones. 
Pero al ser también penalmente relevante, por la emer-
gencia en ese contexto de un modo criminal de operar, la 
parte del perjuicio no resarcido se convierte en objeto de 
una responsabilidad ex delicto, ajena al procedimiento de 
quiebra, que, como tal, debe ser indemnizada al amparo 
de lo previsto en los arts. 109 ss. Código penal.

Puede leer el texto completo de la sentencia en  
www.bdifusion.es Marginal: 2437177.

al día procEsal
legislación

Se modifica el Reglamento de 
actUacioneS jUdicialeS
Acuerdo de 15 de octubre de 2013, del Pleno del Consejo 
General del Poder Judicial, por el que se modifica el Regla-
mento 1/2005, de 15 de septiembre, de los aspectos acceso-
rios de las actuaciones judiciales. (BOE núm. 258, de 28 de 
octubre de 2013).

La reforma incorporada en este Acuerdo consiste en 
extender la previsión recogida en el apartado dos del artí-
culo 54, también reformado por este Acuerdo, a todos los 
partidos judiciales cuyos Juzgados de Instrucción se en-
cuentren separados de los de Primer Instancia, así como 
a aquellos otros en los que, sin que exista tal separación, 
haya más de tres Juzgados de Primera Instancia e Instruc-
ción, objetivizando el reconocimiento del descanso pos-
terior a la guardia, en clara sintonía con lo dispuesto en 
esta materia por la normativa equivalente aplicable a los 
funcionarios de la Administración de Justicia.

Por otra parte, el Acuerdo que ahora se aprueba reco-
noce al resto de los órganos judiciales que prestan este 
servicio de guardia, una compensación horaria, que debe 
acordar el Presidente del Tribunal Superior de Justicia co-
rrespondiente, siempre y cuando no existan actuaciones 
judiciales pendientes, ni señalamientos, en suma, cuando 
no se afecte a la prestación de la función jurisdiccional.

De otra parte, la Orden JUS/615/2012, de 1 de marzo, 
por la que se regula la duración de la jornada general de 
trabajo en cómputo anual y de las jornadas en régimen de 
dedicación especial para el personal al personal al servicio 
de la Administración de Justicia, en su artículo 5, relati-
vo al servicio de guardia, remite a la Resolución de 4 de 
junio de 2003, que reconoce a los funcionarios del Juzga-
do que prestan sus servicios de guardia ordinaria, de 24 
horas, o semanal, su derecho al descanso el día de salida 
de la guardia, y si ésta coincidiera en sábado, dispone que 
el descanso se trasladará al lunes, y para el personal que 
prestan sus servicios en guardias de localización, la com-
pensación horaria. Esta Orden del Ministerio de Justicia, 
ha sido modificada recientemente, por Orden de 14 de 
junio de 2013, incluyendo dentro del ámbito de la misma 
a los médicos forenses.

subvEncionEs
Estatales

Se conceden SUbvencioneS al 
vehícUlo eficiente

Real Decreto 830/2013, de 25 de octubre, por el que 
regula la concesión directa de subvenciones del “Progra-
ma de Incentivos al Vehículo Eficiente (PIVE-4)”. (BOE 
núm. 259, de 29 de octubre de 2013).

final de la convocatoria: 30 de abril de 2014.

nOtA IMpORtAnte

los dEscuEntos salarialEs por participación dE los trabajadorEs En huElga, cuya jornada 
sEmanal Es irrEgular, sE dEbEn rEalizar con arrEglo al prEcio dE hora dE trabajo 
multiplicado por las horas dE huElga. al día laboral, págs. 10 y 11.
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Se conceden ayUdaS paRa el deSgUace 
de bUqUeS peSqUeRoS

Orden AAA/2026/2013, de 31 de octubre, por la que se es-
tablecen las bases reguladoras para la concesión de ayudas para 
el desguace de buques pesqueros destinados a la paralización 
definitiva de su actividad pesquera, así como para las medidas 
socioeconómicas de acompañamiento, de las flotas afectadas 
por un plan de ajuste como consecuencia de la no renovación 
o suspensión de un acuerdo de pesca entre la Unión Europea y 
un tercer país o una reducción importante de las posibilidades 
de pesca en virtud de un acuerdo de pesca u otro tipo de acuer-
do o por planes de gestión, recuperación o medidas de urgencia 
sobre una pesquería establecidos por la Unión Europea. (BOE 
núm. 263, de 2 de noviembre de 2013).

final de la convocatoria: El plazo de presentación de 
solicitudes será el que se establezca en cada convocatoria.

apRobada la convocatoRia paRa 
2014 de ayUdaS públicaS emplea 
paRa incentivaR la contRatación de 
tecnólogoS

Resolución de 5 de noviembre de 2013, de la Secretaría de 
Estado de Investigación, Desarrollo e Innovación, por la que 
se aprueba la convocatoria del año 2014 para la concesión de 
ayudas EMPLEA, en las modalidades titulados universitarios 
y titulados no universitarios con formación profesional de gra-
do superior o equivalente, dentro del Programa Estatal de Pro-
moción del Talento y su Empleabilidad en el marco del Plan 
Estatal de Investigación Científica, Técnica y de Innovación 
2013-2016. (BOE núm. 12 de noviembre de 2013).

final de la convocatoria: 20 de enero de 2014.

Se conceden SUbvencioneS en 
el maRco del plan eStatal de 
inveStigación científica y técnica y de 
innovación 2013-2016

Orden ECC/2098/2013, de 8 de noviembre, por la que 
se aprueban las bases reguladoras de la concesión de sub-
venciones del Instituto Nacional de Investigación y Tecno-
logía Agraria y Alimentaria dentro del Programa Estatal de 
I+D+I Orientada a los Retos de la Sociedad y específica-
mente dentro del Reto de Seguridad y Calidad Alimentaria, 
Actividad Agraria Productiva y Sostenible, Sostenibilidad 
de los Recursos Naturales e Investigación Marina y Maríti-
ma en el marco del Plan Estatal de Investigación Científica 

y Técnica y de Innovación 2013-2016. (BOE núm. 273, de 
14 de noviembre de 2013).

final de la convocatoria: 7 de diciembre de 2013.

autonómicas

Se convocan ayUdaS a inveRSioneS 
empReSaRialeS de alto impacto paRa 
2013 en catalUña

Resolución EMO/2232/2013, de 21 de octubre, por la 
que se aprueban las bases reguladoras del programa de ayu-
das a inversiones empresariales de alto impacto, y se hace 
pública la convocatoria para el año 2013. (Diario Oficial 
de la Generalidad de Cataluña de 29 de octubre de 2013).

final de la convocatoria: 19 de diciembre de 2013.

Se conceden ayUdaS paRa la 
Realización de pRogRamaS de 
actividadeS de i+d en madRid 

Orden 3369/2013, de 18 de octubre, de la Consejera de 
Educación, Juventud y Deporte, por la que se establecen 
las bases reguladoras de ayudas a programas de actividades 
de I+D entre grupos de investigación de la Comunidad de 
Madrid y se aprueba la convocatoria en Tecnologías 2013, 
cofinanciada con fondos estructurales. (Boletín Oficial de 
la Comunidad de Madrid de 28 de octubre de 2013).

final de la convocatoria: El plazo de presentación 
de las presolicitudes y solicitudes y la documentación que 
deberá acompañarlas quedará definido en cada una de las 
convocatorias.

Se conceden SUbvencioneS a 
empReSaRioS extRemeñoS paRa 
conciliaR vida laboRal y familiaR en 
extRemadURa 

Decreto 199/2013, de 29 de octubre, por el que se es-
tablecen las bases reguladoras de las subvenciones sobre 
medidas de apoyo a empresarios de la Comunidad Autóno-
ma de Extremadura para la conciliación de su vida laboral 
y familiar y primera convocatoria de las mismas. (Diario 
Oficial de Extremadura de 4 de noviembre de 2013).

final de la convocatoria: 5 de diciembre de 2013.
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en portada

EL RECURSO DE CASACIóN 
EN LA JURISDICCIóN CIVIL 

fernando maría alejandre garcía-cerezo. Abogado de Cuatrecasas, Gonçalves Pereira.

La Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de Enero (en adelante, LEC), previó dos modalidades de 
recurso extraordinario de configuración autónoma y tramitación separada: el recurso de casación y 
el recurso extraordinario por infracción procesal. Y si bien el conocimiento del primero por parte del 
Tribunal Supremo nunca planteó problemas, la competencia funcional de los Tribunales Superiores 
de Justicia para permitirles conocer del segundo debería de haberles sido atribuida en virtud de una 
reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, paralela a la promulgación de la nueva Ley Procesal, 
que nunca llegó a aprobarse por falta de la mayoría necesaria en el Congreso de los Diputados.

Este abrupto alumbramiento del nuevo régimen de recursos extraordinarios bajo el imperio de la LEC fue 
el que motivó la introducción, en su tramitación ante el Senado1, de una Disposición Final 16ª para articu-
lar un régimen transitorio que salvara temporalmente el sistema concebido por el legislador. Sin embargo, 
transcurridos más de trece años desde la aprobación de la LEC, parece ya claro que la provisionalidad de 
la solución dada por su DF 16ª –consistente, en esencia, en conferir la competencia para conocer de los 
recursos extraordinarios por infracción procesal al Tribunal Supremo y permitir su tramitación conjunta con 
el recurso de casación– debe considerarse a todos los efectos como definitiva, prolongando en el tiempo las 
disfunciones que tal “parche” ha generado, a las cuales haremos mención más adelante.

Es en este proceloso contexto don-
de debemos situar el recurso de casa-
ción en la jurisdicción civil, del que 
podemos apuntar las siguientes notas 
caracterizadoras:

a. es un medio de impugnación 
de la sentencia dictada en se-
gunda instancia, no una tercera 
instancia en la que poder plantear 
–y obtener– un nuevo enjuicia-

miento de todo lo debatido en el 
litigio2.

b. es un recurso extraordinario3, 
lo que implica (i) que no exista un 

1 Mediante la aprobación de la enmienda 306 del Grupo Popular.

2 Autos del Tribunal Supremo de 23 de Mayo de 2006, de 17 de Julio de 2007 o de 5 de Febrero de 2008, entre otros muchos.

3 El actual Proyecto de reforma de la LOPJ habla literalmente de recurso “extraordinario” de casación.
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derecho de relevancia constitucio-
nal a recurrir en casación; (ii) que 
su interposición y admisión se rija 
por reglas propias y una técnica es-
pecial; y (iii) que las resoluciones 
recurribles y los motivos de impug-
nación estén tasados legalmente.

c. es un recurso limitado a im-
pugnar cuestiones de derecho, 
pues los hechos –la valoración de 
los medios de prueba, en defini-
tiva– se revelan, en cuanto tales, 
inalterables en sede del recurso 
de casación, el cual debe respetar 
de forma absoluta el juicio fáctico 
efectuado por la Sala de apelación4.

a) rEquisitos

1. Legitimación

Como cualquier otro recurso, se en-
cuentra legitimada para interponer el 
recurso de casación la parte a quien 
haya afectado desfavorablemente 
la sentencia de segunda instancia 
recurrida (artículo 448.1 LEC) por 
haber desestimado total o parcialmen-
te su recurso de apelación contra la 
sentencia de primera instancia.

2. Competencia

La competencia para resolver del 
recurso de casación corresponde a la 

Sala primera del tribunal Supre-
mo, a excepción de los recursos 
fundados en la infracción de nor-
mas de derecho foral, cuyo cono-
cimiento competerá a las Salas 
de lo civil y penal de los tSj si tal 
competencia les ha sido atribuida por 

previsión del correspondiente Estatuto 
de Autonomía (artículo 478.1 LEC).

3. Postulación

Resulta preceptiva para interpo-
ner el recurso la representación de la 

legislación

www.bdifusion.es

•	 Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de Enero. (normas básicas. 
Marginal: 12615). Arts.; 23.1, 31.1, 448.1, 469.1.4º, 477, 477.2, 
478.1, 479.1, 483.3, DF 16.1.3ª, DF 16.1.5ª y 6ª.

•	 Ley orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. (normas 
básicas. Marginal: 44). 

•	 Constitución  española. (normas básicas. Marginal: 1).

•	 Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal. 
(Legislación General. Marginal: 286315).

•	 Convenio relativo a la competencia judicial y la ejecución de resolu-
ciones judiciales en materia civil y mercantil (Legislación General. 
Marginal: 70941).

•	 Convenio de Bruselas relativo a la competencia judicial y a la ejecu-
ción de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, hecho en 
Bruselas el 27 de septiembre de 1968. (Legislación General. Margi-
nal: 55967).

•	 reglamento (CE) n° 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 
2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la eje-
cución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil. (Legis-
lación General. Marginal: 34752).

4 La valoración de la prueba sólo puede ser impugnada, en todo caso y bajo determinadas circunstancias muy concretas, en sede del recurso extraor-
dinario por infracción procesal.
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parte por un procurador (artículo 23.1 
LEC) y la asistencia de abogado (artí-
culo 31.1 LEC).

4. Plazo

Eliminada la fase de preparación 
del recurso por la Ley 37/2011, de 10 
de Octubre, el artículo 479.1 LEC 
prevé ahora su interposición directa-
mente ante el Tribunal que dictó la 
resolución recurrida en los veinte días 
siguientes al de su notificación. 

5. resoluciones susceptibles de 
impugnación

La escueta previsión del artículo 
477.2 LEC disponiendo que son re-
curribles en casación las sentencias 
dictadas en segunda instancia 
por las audiencias provinciales es 
completada por el “Acuerdo sobre cri-
terios de admisión de los recursos de 
casación y extraordinario por infrac-
ción procesal” adoptado por la Sala 
Primera del Tribunal Supremo el 30 
de Diciembre de 2011, el cual aclara 
que quedan excluidos del recurso 
(i) los autos, (ii) las demás resolu-

ciones que no revistan forma de 
sentencia, (iii) las sentencias que 
debieron adoptar forma de auto 
y (iv) las sentencias que resuel-
van cuestiones incidentales –pues 
debe tratarse en todo caso de senten-
cias que resuelvan sobre el fondo del 
asunto–.

Como excepción, no obstante, el 
Acuerdo considera recurribles los 
autos dictados en procesos sobre re-
conocimiento y ejecución de senten-
cias extranjeras resueltos al amparo 
del Convenio de Bruselas o Lugano, 
de los Reglamentos comunitarios 
1347/2000 y 44/2001 o de normas 
similares, si la posibilidad del recur-
so se reconoce en el instrumento de 
ratificación internacional o en el Re-
glamento.

6. Motivos

Según el artículo 477 LEC, única-
mente cabe fundar el recurso de casa-
ción en un motivo, la infracción de 
normas aplicables para resolver 
las cuestiones objeto del proceso 
(artículo 477.1 LEC), dentro del cual 
el artículo 477.2 LEC prevé tres mo-

dalidades distintas. Y si bien sólo se 
puede invocar una modalidad dentro 
de un mismo recurso, nada impide 
alegar cuantas infracciones se entien-
dan cometidas por la sentencia de la 
Audiencia Provincial.

Dichas tres modalidades del re-
curso de casación son:

a. Recurso de casación para la tu-
tela judicial civil de derechos 
fundamentales, excepto los que 
reconoce el artículo 24 CE (que se 
invocan por la vía del recurso ex-
traordinario por infracción proce-
sal, artículo 469.1.4º LEC).

b. Recurso de casación por razón 
de la cuantía, limitado a los pro-
cesos en que la cuantía discutida 
en apelación o summa gravami-
nis (que puede no coincidir con 
la cuantía del procedimiento, en 
casos, por ejemplo, de estimación 
parcial de la demanda) supere los 
600.000 Euros5.

Esta modalidad de recurso está ve-
dada:

 - Si el proceso se tramitó para la 
tutela judicial civil de derechos 
fundamentales o por razón de la 
materia.

 - Si la cuantía discutida es exac-
tamente 600.000 Euros.

 - Si la cuantía es indeterminada 
o inestimable (o relativamente 
indeterminada). 

Este tipo de procesos no pueden 
acceder al recurso de casación 
por esta modalidad (sí por la que 
señalaremos a continuación), con 
independencia de que el interés 
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•	 Auto del tribunal supremo de 23 de Mayo de 2006, nº rec. 
1720/2002, (Marginal: 2441667).

•	 Auto del tribunal supremo de 17 de Julio de 2007, nº rec. 
1485/2004, (Marginal: 2435009).

•	 Auto del tribunal supremo de 5 de Febrero de 2008, nº rec. 
2773/2004, (Marginal: 2441666).

5 La cuantía a tener en cuenta para examinar la admisibilidad del recurso será la verdaderamente discutida en el proceso, por lo que no cabrá aquél 
–por esta modalidad, insistimos– si las partes fijaron erróneamente una cuantía superior a 600.000 Euros cuando en realidad era inferior. Hasta la 
reforma de la Ley 37/2011, el límite de cuantía era 150.000 Euros.



   Economist & Jurist   17

económico litigioso supere los 
600.000 Euros o de que, durante 
la tramitación del procedimiento 
las partes hubieran revisado al alza 
la cuantía fijada inicialmente como 
indeterminada, precisamente con 
el propósito de asegurarse el acce-
so al recurso de casación.

c. Recurso de casación por razón 
de interés casacional.

esta modalidad del recurso, 
que es la elegida por el tribunal 
Supremo para fijar su doctrina 
jurisprudencial, se reservaba has-
ta la reforma introducida por la Ley 
37/2011 a los asuntos tramitados por 
razón de la materia6: tras ella, se ha 
ampliado notablemente su ámbito, pu-
diendo invocarse también en los asun-
tos tramitados por razón de la cuantía 
si ésta no supera los 600.000 Euros o 
es indeterminada o inestimable.

el concepto de “interés casa-
cional” se recoge en el artículo 477.3 
LEC y se desarrolla en el Acuerdo de 
30 de Diciembre de 2011, pudiendo 
basarse en alguno de los tres elemen-
tos siguientes:

 – infracción de la doctrina juris-
prudencial del tribunal Supre-
mo.

Exige citar en el recurso al menos 
dos sentencias de la Sala Primera 
del Tribunal Supremo, o bien una 
sola del Pleno de la Sala Primera o 
que fije doctrina por razón de inte-
rés casacional.

Una vía excepcional para fundar el 
interés casacional consiste en acre-
ditar en el recurso la necesidad de 

modificar la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo sobre un determi-
nado punto por la evolución de la 
realidad social o la común opinión 
de la comunidad jurídica.

 – existencia de jurisprudencia 
contradictoria entre audiencias 
provinciales.

Una exigencia introducida por 
el Acuerdo de 30 de Diciembre 
de 2011 y muy criticada (pues el 
artículo 477.3 LEC no hace refe-
rencia alguna a ello) es la de ci-
tar dos sentencias firmes de una 
misma sección de una Audiencia 
Provincial que resuelvan en senti-
do contrario a otras dos sentencias 
también firmes de una misma sec-
ción (que ha de ser distinta, perte-
nezca o no a la misma Audiencia 
Provincial). Una de las sentencias 
citadas ha de ser la recurrida (a la 
que, obviamente, no se exige el re-
quisito de firmeza).

Ante la previsible imposibilidad de 
cumplir estas condiciones, puede 
excepcionalmente justificarse el 
interés casacional si existe notoria 
jurisprudencia contradictoria entre 
varias Audiencias Provinciales.

 – aplicación por parte de la sen-
tencia recurrida de normas que 
lleven menos de 5 años en vi-

gor, sin que exista jurisprudencia 
del Tribunal Supremo sobre una 
norma anterior de contenido igual 
o semejante.

El plazo de cinco años se cuenta 
desde la entrada en vigor de la nor-
ma invocada hasta la fecha de la 
sentencia recurrida.

b) procEdimiEnto

1. Interposición

El recurso se interpone direc-
tamente ante la audiencia pro-
vincial que dictó la sentencia 
recurrida (artículo 479.1 LEC) sin 
necesidad de preparación, pudien-
do formularse conjuntamente con el 
recurso extraordinario por infracción 
procesal en el mismo escrito7 (DF 
16.1.3ª LEC).

2. Admisión

En el recurso de casación de nues-
tro ordenamiento procesal actual, la 
fase de admisión es probable-
mente el trámite de más difícil 
superación, dificultad que el Acuer-
do de 30 de Diciembre de 2011 ha 
venido a agravar al introducir exi-
gencias no contempladas en la Ley y 
desgranar un prolijo elenco de causas 

6 Hasta la reforma de la Ley 37/2011, el límite de cuantía era 150.000 Euros, por lo que los asuntos tramitados por razón de la cuantía si ésta era 
inferior a esos 150.000 Euros no podían acceder a casación por ninguna vía.

7 En estos casos, por técnica de redacción, se formula primero el recurso extraordinario por infracción procesal por resolverse en primer lugar (aun-
que inexplicablemente para la admisión se analiza primero el recurso de casación, DF 16.1.5ª y 6ª LEC).

 
“El recurso de casación por razón de 
interés casacional es la modalidad elegida 
por el tribunal supremo para fijar su 
doctrina jurisprudencial”
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de inadmisión por los más variados 
motivos8.

Entre las causas de inadmisión 
se encuentra, obviamente, el incum-
plimiento de cualquiera de los 
requisitos que hemos expuesto en 
el Apartado B de este artículo, así 
como el incurrir en algún defecto 
de forma no subsanable o no sub-
sanado9.

más relevantes, no obstante, 
son las causas de inadmisión que 
enumera el acuerdo vinculadas a 
defectos de técnica casacional, 

como son, por ejemplo, no indi-
car en el encabezamiento de cada 
motivo la norma, jurisprudencia 
o principio general del derecho 
que se solicita del Tribunal Su-
premo que fije o declare infringido; 
identificar los preceptos infringi-
dos usando fórmulas como “y si-
guientes” o “y concordantes”; citar 
preceptos heterogéneos en un mismo 
motivo; citar normas genéricas o que 
puedan comportar ambigüedad o in-
definición; alegar varias infracciones 
en un único motivo; invocar infrac-
ciones no relevantes para el fallo de 
la sentencia; introducir cuestiones 

nuevas no alegadas en instancias an-
teriores; fundar el recurso en hechos 
distintos de los declarados probados 
en la instancia; o plantear el recurso 
como una tercera instancia en la que 
revisar todo el caso.

3. subsanación

la subsanación de defectos 
(como, por ejemplo, la falta de firma 
de abogado o procurador, los defectos 
de acreditación de la representación, 
los simples errores materiales, la fal-
ta de aportación de la certificación 
de la sentencia, etc.) se efectuará 
en el trámite de alegaciones que, 
por plazo de diez días, concede 
el tribunal Supremo a las partes 
(artículo 483.3 LEC) cuando aprecie 
alguna posible causa de inadmisión 
del recurso interpuesto –afirmación 
que, en un elevadísimo porcentaje de 
casos, constituye la antesala de la te-
mida inadmisión definitiva del recur-
so, contra la que ya no cabe recurso 
alguno–.

c) conclusionEs

De los trazos introductorios del 
recurso de casación que aquí hemos 
enunciado podría extraer el lector la 
impresión de que, tras la reforma 
introducida por la ley 37/2011 y 
la habilitación de un cauce para 
que los procesos tramitados por 
razón de la cuantía si es inferior 
(o igual) a 600.000 y los tramitados 
por razón de la materia puedan 
acceder al recurso de casación10, 
la admisión –y la consiguiente esti-

en portada

8 De aquí surge una las críticas esenciales al Acuerdo, cual es su velado propósito de reducir el volumen de trabajo de la Sala Primera del Tribunal 
Supremo y acortar los plazos de resolución de los recursos.

9 Tales como, por ejemplo, falta de indicación de la modalidad del recurso, la falta de constitución del depósito para recurrir o la falta de aportación 
de la certificación de la sentencia impugnada o del texto de las sentencias de las Audiencias Provinciales, en los casos en que proceda.

10 Es decir, lo que el Preámbulo del Acuerdo de 30 de Diciembre de 2011 denomina “universalización del recurso de casación por razón del interés 
casacional”.

 
“la competencia para resolver del recurso 
corresponde a la sala primera del ts, a 
excepción de los recursos fundados en la 
infracción de normas de derecho foral, 
cuyo conocimiento competerá a las salas 
de lo civil y penal de los tsj”
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11 En el trámite parlamentario de la reforma introducida por la Ley 37/2011 se barajó la fijación de un límite de 800.000 Euros.

 
“Es causa de inadmisión no indicar en 
el encabezamiento de cada motivo, la 
norma, jurisprudencia o principio general 
del derecho que se solicita del tribunal 
supremo que fije o declare infringido”
 

mación– de éste constituye un trá-
mite más sencillo que antes.

Sería, sin duda, la citada una im-
presión equivocada, ya que la multi-
plicación (¡por cuatro!) de la summa 
gravaminis y la introducción por parte 
del Acuerdo de 30 de diciembre de 
2011 de exigencias no previstas en 
la ley para cumplir el requisito del 
interés casacional han provocado 
que, si bien el número de recursos 
interpuestos desde la reforma se 
ha incrementado sustancialmente, 
el porcentaje de admisiones no ha 
crecido en la misma proporción.

Y lo que es aún más grave, en modo 
alguno cabe descartar que sucesivas 
reformas de la lec hagan aún 
más complicado en el futuro el 

trámite de admisión del recurso 
de casación, ya sea por la vía de in-
crementar aún más la summa gravami-
nis11, ya por la de endurecer el con-
cepto de interés casacional exigiendo, 
por ejemplo, una relevancia en la apli-
cación de la ley por el Tribunal Supre-
mo que trascienda del caso concreto, 
como sucede con la especial trascen-

dencia constitucional requerida para 
interponer los recursos de amparo 
ante el Tribunal Constitucional.

Llegado el caso, resultará proce-
dente –qué duda cabe– explicar en 
un nuevo artículo en qué ha quedado 
convertido nuestro querido y viejo re-
curso de casación. 
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foRmUlaRio

encabezamiento

Indicación de las partes, resolución que se recurre y fecha en que se ha dictado

i. antecedenteS

Indicación breve del objeto de la demanda y sentido del fallo de las sentencias dictadas en las instancias.

ii. jUStificación de concURRencia de loS ReqUiSitoS de admiSibilidad 
del RecURSo

A) LEGITIMACIÓN.
B) COMPETENCIA.
C) RECURRIBILIDAD DE LA RESOLUCIÓN.
D) INDICACIÓN DE LA MODALIDAD DEL RECURSO DE CASACIÓN Y JUSTIFICACIÓN 

DEL SUPUESTO QUE DETERMINA LA ADMISIBILIDAD DE ESA MODALIDAD.

Hay que especificar y justificar si se interpone el recurso en la modalidad de tutela judicial civil de dere-
chos fundamentales salvo los del artículo 24 CE, por razón de la cuantía o por razón de interés casacional.

iii. motivoS del RecURSo de caSación

El recurso de casación sólo puede fundarse en el motivo de la infracción de normas aplicables para resol-
ver las cuestiones objeto del proceso (artículo 477.1 LEC), pero puede denunciarse más de una infracción 
en un mismo recurso, cada una en un motivo separado.

SUplico a la Sección de la aUdiencia pRovincial que se tenga por interpuesto en 
tiempo y forma el recurso de casación, acordando la remisión de todas las actuaciones a la Sala Primera del 
Tribunal Supremo con emplazamiento de las partes.

SUplico a la Sala pRimeRa del tRibUnal SUpRemo la admisión del recurso y su 
estimación.

en portada
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EL RECURSO DE CASACIóN 
EN LA JURISDICCIóN 
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA 

javier gálvez guasp. socio Garrido-Falla y Gálvez abogados.

El recurso de casación en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo aparece caracterizado en 
nuestro sistema jurídico por las notas de especialidad sobre los recursos ordinarios y de especificidad 
con respecto a la regulación general de la casación en el ámbito civil.

Así, el recurso de casación en lo contencioso-administrativo supone, no una segunda instancia donde 
pueda volver a enjuiciarse el mismo objeto procesal desde una perspectiva distinta (o más amplia), sino 
un mecanismo nomofiláctico que permite expulsar del ordenamiento jurídico aquellas sentencias que, 
por una defectuosa o incompleta aplicación de las normas previamente invocadas en anteriores ins-
tancias, vendrían a sancionar una interpretación general del derecho contraria a la ley, tal como ésta 
viene siendo interpretada por el órgano jurisdiccional (bien el Tribunal Supremo o bien los Tribunales 
Superiores de Justicia) situado en la cúspide del sistema judicial.

En esencia, como ha destacado González Pérez en Comentarios a la Jurisdicción Contencioso-adminis-
trativa el recurso de casación viene definido por dos notas esenciales: que ha de fundarse en causas o 
motivos tasados y que ha de ser resuelto por el órgano supremo de la jerarquía judicial.

Según Jaime Guasp, en Derecho Procesal Civil, la casación es definida como aquel proceso de impug-
nación de una resolución judicial, ante el grado supremo de la jerarquía judicial, por razones inmanen-
tes al proceso en que dicha resolución fue dictada.

Así, se atribuye el conocimiento del recurso de casación a un tribunal de justicia inserto en el ámbito 
del poder judicial y ocupando dentro del mismo una jerarquía superior. Se trata además de un recurso 
extraordinario, esto es, con motivos tasados para su interposición, lo cual determina que esté regido por 
un notable rigor formalista. Finalmente y desde una perspectiva estrictamente procesal, lo que en él se 
enjuicia no son las pretensiones de las partes sino el error padecido (o la divergencia con respecto de la 
jurisprudencia dominante) por los Tribunales de Instancia en la aplicación del Derecho.
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En cuanto a la nota de especifici-
dad, viene referida a la modulación que 
se opera en las normas procesales que 
regulan el recurso de casación en el or-
den contencioso-administrativo, sobre 
todo a la hora de adaptarlo y ajustarlo 
al objeto propio de dicho orden juris-
diccional, que no es otro sino el enjui-
ciamiento de pretensiones deducidas 
en relación con actos administrativos 
y, en última instancia, con decisiones 
del poder público. Así, en el orden 
contencioso-administrativo, el recurso 
de casación aparece también carac-
terizado por otra serie de notas como 
son una mayor simplificación procesal; 
la específica regulación de las senten-
cias que tienen permitido el acceso a la 
casación (según el carácter más o me-
nos relevante del acto administrativo 
enjuiciado); o la inexcusable exigencia 
de argumentar suficientemente el lla-
mado juicio de relevancia en la fase de 
presentación inicial del recurso.

a) rEquisitos

los requisitos del recurso de 
casación en el orden jurisdiccio-
nal contencioso-administrativo, 
así como el procedimiento del 
mismo, aparecen regulados en la 
ley 29/1998, de 13 de julio, Re-
guladora de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa, reciente-
mente modificada, entre otras, por la 
Ley 13/2009, de 3 de noviembre, la 
Ley 34/2010, de 5 de agosto y la Ley 
37/2011, de 10 de octubre.

En cuanto a los requisitos subjeti-
vos, están legitimados para inter-
poner el recurso quienes hayan 
sido parte en el mismo (artículo 
89.3 de la LRJCA).

La competencia para conocer del 
recurso se atribuye, bien al tribunal 
Supremo, o bien a los tribunales 
Superiores de justicia (cuando se 
trate del recurso de casación para la 
unificación de la doctrina o de la ca-
sación en interés de ley, regulados, 
respectivamente, en los artículos 99 y 
101 de la LRJCA).

Las reglas de postulación admitían, 
hasta la reforma operada por la Ley 
10/2012, de 20 de noviembre, la repre-
sentación por sí mismos de los funcio-
narios públicos en defensa de sus dere-
chos estatutarios, cuando se refirieran a 
cuestiones de personal que no implica-
sen la separación de empleados públi-
cos inamovibles. Sin embargo, a partir 
de dicha reforma también los expresa-
dos funcionarios públicos han de com-
parecer representados por procurador.

En cuanto a los requisitos tem-
porales, se establece en la ley un 
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•	 Ley 29/1998, de 13 de julio,  reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa. (normas básicas. Marginal: 139). Arts.; 86.2, 
88, 89.1, 89.2, 89.3, 90.1, 90.2, 91, 93.6, 94, 95, 96.3, 99, 100, 
101, 110, 122.

•	 Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación pro-
cesal para la implantación de la nueva oficina judicial. (Legislación 
General. Marginal: 98059).

•	 Ley 34/2010, de 5 de agosto, de modificación de las Leyes 30/2007, 
de 30 de octubre, de Contratos del sector Público, 31/2007, de 30 
de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del 
agua, la energía, los transportes y los servicios postales, y 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva para adaptación a la normativa comunitaria de las dos primeras. 
(Legislación General. Marginal: 110622).

•	 Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal. 
(Legislación General. Marginal: 286315).
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plazo de 10 días para preparar el 
recurso de casación. Dicho plazo 
comenzará a computarse, en aquellos 
casos en los que se haya solicitado 
aclaración o complemento de sen-
tencia, a partir del Auto por el que se 
resuelva dicha aclaración o comple-
mento. 

el plazo de 10 días para prepa-
rar el recurso de casación reviste 
una problemática específica en el 
orden jurisdiccional contencioso-
administrativo, habida cuenta de 
la necesidad de fundamentar en 
la misma el citado juicio de re-
levancia, es decir, la justificación de 

que la infracción de una o algunas 
normas del derecho estatal o comu-
nitario han sido determinantes y rele-
vantes en el fallo de la sentencia. No 
obstante, según el artículo 89.2 de la 
LRJCA dicho juicio de relevancia sólo 
resulta exigible para las sentencias 
dictadas en única instancia por los 
Tribunales Superiores de Justicia.

Por lo que se refiere a los requisi-
tos objetivos, cabe señalar que son 
susceptibles de recurso de casa-
ción las sentencias dictadas en 
primera instancia por los tribu-
nales Superiores de justicia o la 
audiencia nacional, siempre que 

no concurran ninguna de las excep-
ciones señaladas en el artículo 86.2 
de la LRJCA, como son las sentencias 
dictadas en materia de personal que 
no afecten al nacimiento o extinción 
de la relación de servicio de funciona-
rios de carrera, las recaídas, cualquie-
ra que fuera su materia, en asuntos 
cuya cuantía no exceda los 600.000 
euros (excepto cuando se trate del 
procedimiento especial para la defen-
sa de los derechos fundamentales), las 
dictadas en el procedimiento especial 
en materia de reunión al que se refiere 
al artículo 122 de la Ley, así como las 
dictadas en materia electoral. 

también son susceptibles de 
casación los autos que declaren 
la inadmisión del recurso con-
tencioso-administrativo o hagan 
imposible su continuación, los 
que pongan término a una pieza 
separada de suspensión u otras 
medidas cautelares, los recaídos 
en ejecución de sentencia (siem-
pre que resuelvan cuestiones no de-
cididas, directa o indirectamente en 
aquella que contradigan los términos 
del fallo que se ejecuta), los dictados 
en el caso previsto por el artículo 
91 de la lRjca (que se refiere a la 
ejecución provisional de sentencia), 
así como aquellos autos por los 
que se resuelva el procedimiento 
especial en materia de extensión 
de efectos de sentencia que se 
regulan en el artículo 110 de la 
lRjca.

b) procEdimiEnto

El recurso de casación se prepara 
ante la Sala que hubiere dictado la re-
solución recurrida dentro del indicado 
plazo de 10 días desde el siguiente a la 
notificación de la misma (art. 89.1 de 
la LRJCA), mediante escrito en el que 
(además de lo ya señalado en relación 
con el juicio de relevancia) habrá de 
manifestarse la intención de interpo-
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•	 Auto del tribunal supremo de 10 de febrero de 2011, nº rec. 
2927/2010, (Marginal: 2441665).

•	 Auto del tribunal supremo de 3 de febrero de 2011, nº rec. 
5090/2010, (Marginal: 2441664).

•	 Auto del tribunal supremo de 14 de octubre de 2010, nº rec. 
951/2010, (Marginal: 2441663).

 
“son susceptibles de casación los autos 
que declaren la inadmisión del recurso o 
hagan imposible su continuación, los que 
pongan término a una pieza separada de 
suspensión u otras medidas cautelares, 
los recaídos en ejecución de sentencia, los 
dictados en el caso previsto por el artículo 
91 de la lrjca, así como aquellos por los 
que se resuelva el procedimiento especial 
en materia de extensión de efectos de 
sentencia”
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ner el recurso, con sucinta exposición 
de la concurrencia de los requisitos de 
forma exigidos.

Asimismo, en el escrito de pre-
paración habrá de señalarse el 
concreto, o concretos motivos, 
en el que se funde la casación, 
que aparecen enumerados en el 
artículo 88 de la lRjca, siendo 
éstos: a) abuso, exceso o defecto en 
el ejercicio de la jurisdicción; b) in-
competencia o inadecuación del pro-
cedimiento; c) quebrantamiento de 
las formas esenciales del juicio por 
infracción de las normas reguladoras 
de la sentencia o de las que rigen los 
actos y garantías procesales, siempre 
que, en este último caso, se haya pro-
ducido indefensión para la parte; d) 
infracción de las normas del ordena-
miento jurídico o de la jurisprudencia 
que fueran aplicables para resolver las 
cuestiones objeto de debate.

Una vez preparado el recurso 
de casación, y siempre que el escrito 
de preparación cumpla los requisitos 
señalados en la Ley, se tendrá por pre-
parado el recurso, emplazándose a 
las partes para su comparecencia 
e interposición del recurso dentro 
del plazo de 30 días ante la Sala 
de lo contencioso-administrativo 
del tribunal Supremo (art. 90.1 de 
la LRJCA).

En caso de que la Sala de instancia 
considere que no concurren los requi-
sitos que permiten el acceso a la casa-
ción, dictará auto motivado denegan-
do el emplazamiento ante el Tribunal 
Supremo. Dicho auto de inadmisión 
es siempre susceptible de recurso de 
queja, que se sustancia en la forma es-
tablecida por la Ley de Enjuiciamien-
to Civil (art. 90.2 de la LRJCA).

Una vez que por parte de la Sala 
de Instancia no se hayan apreciado 
causas de inadmisibilidad del recurso 
(o bien en caso de que se haya esti-

mado el recurso de queja al que nos 
referíamos anteriormente) la parte 
recurrente ha de formular, en el ex-
presado plazo de 30 días, el escrito de 
interposición del recurso, en el que se 
expresará razonadamente el motivo o 
motivos en que se ampare, citando 
las normas o la jurisprudencia que se 
considere infringida.

Interpuesto el recurso, se pasarán 
las actuaciones al Magistrado Po-
nente para que se instruya y someta 
a deliberación de la Sala la admisión 
o inadmisión del recurso interpuesto. 
Se trata, como puede apreciarse, de 
un segundo filtro de admisibilidad, 
esta vez a cargo del propio Tribunal 
Supremo. Así, la Sala dictará auto de 
inadmisión cuando se apreciare que 
no se han observado los requisitos 
exigidos, que la resolución impugna-
da no es susceptible de recurso de 
casación, los motivos invocados no se 
encuentran entre los relacionados en 
el artículo 88, no se citan las normas 
o la jurisprudencia presuntamente in-
fringida, se hubiesen desestimado en 
cuanto al fondo otros recursos sustan-

cialmente iguales o el recurso carezca 
manifiestamente de fundamento. El 
auto por el que se resuelve la inadmi-
sión no será, en este caso, susceptible 
de ningún recurso (art. 93.6 LRJCA). 

En este punto conviene referirse 
a la restrictiva jurisprudencia recaí-
da recientemente en relación con las 
causas de inadmisibilidad del recurso 
de casación. Así, según el auto del 
tribunal Supremo de 10 de febre-
ro de 2011, no basta con anun-
ciar en el escrito de preparación 
la interposición del recuso ampa-
rándose en los concretos motivos 
enumerados en el artículo 88.1 
de la ley jurisdiccional sino que 
ha de hacerse mención a las con-
cretas infracciones normativas o 
jurisprudenciales que se preten-
dan denunciar y desarrollar en el 
escrito de interposición. La fun-
damentación de dicha exigencia es-
triba en la necesidad de proporcionar 
desde un primer momento a la parte 
recurrida toda la información necesa-
ria acerca de los motivos en los que se 
fundamenta el recurso, como son las 

 
“la competencia para resolver del recurso 
corresponde a la sala de lo contencioso-
administrativo del tribunal supremo”
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normas del derecho estatal y la juris-
prudencia que se considera infringi-
da, así como el juicio de relevancia, en 
el sentido de procederse a un análisis 
global y sistemático de la incidencia 
de dichas infracciones en el fallo de la 
sentencia recurrida.

Por otra parte, la antecitada ju-
risprudencia se refiere también a la 
necesidad de una adecuada articu-
lación de los motivos previstos en 
los diferentes apartados del artículo 
88 de la LRJCA. Si bien se trata de 
una cuestión que no resulta total-
mente incontrovertida, entendemos 
que según el Auto de 10 de febrero 
de 2011 no puede considerarse que, 
en todos los casos, la invocación de 
los motivos; c) quebrantamiento 
de las normas reguladoras de la 
sentencia; e d) infracción de nor-
mas del ordenamiento jurídico o 
de la jurisprudencia, para la fun-
damentación de la casación, re-
sulten en todo caso mútuamente 
excluyentes. Así, es posible que en 
un mismo fallo concurra el quebran-
tamiento de las normas reguladoras 
de la Sentencia y que, a su vez, se 
haya producido una infracción de las 
normas del ordenamiento jurídico o 
de la jurisprudencia. Así por ejemplo, 
en el caso de invocarse la letra c) del 
artículo 88 de la LRJCA por incon-
gruencia omisiva parcial de la sen-
tencia, es posible que en la parte en 
que el fallo no sea incongruente, se 
haya producido también una infrac-

ción de las normas del ordenamiento 
jurídico o de la jurisprudencia, por lo 
que la invocación de ambos motivos 
en el escrito de preparación resulta 
plenamente admisible. 

En este sentido conviene referir-
se al Auto del Tribunal Supremo de 
3 de febrero de 2011 (que a su vez 
confirma otro Auto anterior de 14 de 
octubre de 2010), donde se considera 
labor de las Salas de instancia en la 
fase de preparación, la comprobación 
formal de que efectivamente el recur-
so se anuncia “por alguno o algunos 
de los motivos” del artículo 88.1 de la 
LRJCA.

En todo caso, lo que sí exige 
la citada jurisprudencia es que 
dichos motivos invocados apa-
rezcan debidamente separados 
y sistematizados, en el sentido de 
que las distintas alegaciones del es-
crito de preparación, en el caso de 
invocarse varios motivos, se refieran 
clara y separadamente a cada uno 
de ellos. La omisión de dicho re-
quisito formal, con la consiguiente 
confusión de motivos y alegaciones, 
puede ser causa de inadmisión de la 
casación.

Lo anterior ha de ponerse, asimis-
mo, en conexión con otra de las exi-
gencias derivadas del Auto de 10 de 
febrero de 2011 como es la de que la 
carga añadida consistente, no sólo en 
anunciar, sino también en justificar 

la infracción del derecho aplicable, 
es decir, el juicio de relevancia, sólo 
juega con respecto al motivo d) del 
artículo 88, pero no con respecto de 
los demás.

De admitirse el recurso previa-
mente preparado, por todos o alguno 
de sus motivos, se dará traslado a la 
parte recurrida para que formalice su 
oposición en plazo común de 30 días, 
en el cual se podrán alegar nuevas 
causas de inadmisibilidad del recurso, 
siempre que no hayan sido rechazadas 
por la Sala del Tribunal Supremo (art. 
94.1 de la LRJCA).

En cuanto a la celebración de la 
vista, habrá lugar a ella cuando lo 
soliciten todas las partes o la Sala lo 
estime necesario (art. 94.3 LRJCA) 
y la Sentencia que resuelva el recur-
so podrá declarar bien la inadmisión 
del mismo, bien la desestimación de 
todos los motivos alegados o bien 
la estimación de todos o alguno de 
ellos, en cuyo caso casará la senten-
cia recurrida, con diferentes efec-
tos según el motivo apreciado, tal y 
como se regula en el artículo 95.2 de 
la LRJCA.

Ha de señalarse también la existen-
cia de dos recursos especiales de 
casación, como son la casación 
para la unificación de la doctrina, 
regulado en los artículos 96 y siguien-
tes de la LRJCA y el recurso de ca-
sación en interés de ley, regulado 
en los artículos 100 y 101 de la Ley.

el recurso de casación para la 
unificación de la doctrina permite 
el acceso al mismo en aquellos casos 
de sentencias dictadas en única 
instancia por el tribunal Supre-
mo, los tribunales Superiores de 
justicia o la audiencia nacional, 
siempre y cuando, respecto a los 
mismos litigantes u otros en idéntica 
situación y en mérito a hechos, fun-
damentos o pretensiones fundamen-

en portada

 
“la interpretación casuística de conceptos 
jurídicos indeterminados puede tener un 
peso determinante a la hora de permitir 
la tramitación del recurso de casación 
en el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo”
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talmente iguales, se hubiere llega-
do a pronunciamientos distintos, 
pero sólo en aquellos casos referidos 
a sentencias no recurribles en casa-
ción por ser su cuantía litigiosa infe-
rior a 600.000 euros, aunque siempre 
que dicha cuantía sea en todo caso 
superior a 30.000 euros (art. 96.3 de 
la LRJCA).

El recurso de casación en inte-
rés de la ley está previsto para aque-
llas sentencias dictadas en única 
instancia por los tribunales Su-
periores de justicia o por la au-
diencia nacional que de otra forma 
no serían susceptibles de casación. 
En este caso, el recurso sólo puede 
ser interpuesto por la administra-
ción, el ministerio fiscal o bien 
entidades o corporaciones que 
ostenten la representación de los 
intereses generales o corporativo 
y tuviesen un interés legítimo en 
el asunto siempre que, en todos los 
casos anteriores estimen la resolución 
recurrida gravemente dañosa para el 
interés general además de errónea 
(art. 100.1 de la LRJCA).

c) conclusionEs

Puede concluirse la anterior exposi-
ción sobre el recurso de casación en el 
orden contencioso-administrativo, po-
niendo de relieve que tanto las últimas 
reformas operadas a partir de la entra-
da en vigor de la Ley Reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva como la jurisprudencia recaída en 
torno a los requisitos de admisibilidad 
del recurso, han venido configurando 
un panorama marcadamente restric-
tivo en cuando a las resoluciones así 
como las materias que pueden tener 
acceso a dicho recurso.

Por otra parte, se han introducido 
conceptos que permiten un notable 
margen de apreciación por parte de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo 
a la hora de apreciar la concurrencia de 
los necesarios elementos de admisibili-
dad del recurso. En este sentido frente 
al significativo carácter objetivo del sis-
tema anterior, donde los requisitos esta-
ban rígidamente acotados en forma de 
resoluciones recurribles o materia sobre 
la que recayese el objeto del litigio, la 

forma en que viene interpretándose por 
la jurisprudencia el juicio de relevancia 
o la correcta articulación de los motivos 
de casación (para no hablar de la nece-
saria claridad expositiva que la sistema-
tización de los mismos ha de revestir) 
pone de relieve una incuestionable 
subjetivización de los requisitos de 
admisibilidad del recurso, donde la 
interpretación casuística de con-
ceptos jurídicos indeterminados 
(pues en el fondo no de otra cosa se 
trata) puede tener un peso determi-
nante a la hora de permitir la tra-
mitación del recurso de casación 
en el orden jurisdiccional conten-
cioso-administrativo.

La conclusión de todo ello no es 
otra sino la necesidad de extremar 
las precauciones a la hora de proce-
der a la redacción del escrito inicial 
de preparación, teniendo siempre en 
cuenta las pautas que, en cuanto al 
juicio de relevancia, correcta articu-
lación de los motivos así como siste-
matización de las alegaciones, viene 
sentando la jurisprudencia del Tribu-
nal Supremo. 
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en portada

foRmUlaRio

a la Sala de lo contencioSo-adminiStRativo
del tRibUnal SUpRemo

DON ______, Procurador de los Tribunales, en nombre de _____, cuya representación quedaba acredi-
tada en autos del recurso ordinario Nº _____, que dio lugar a la Sentencia dictada el _____ (notificada el 
siguiente día _____) por la Sección _____ de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de _____, ante la Sala comparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO:

Que con fecha _____, me ha sido notificada Diligencia de Ordenación de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia _____, mediante la cual se otorga a las partes plazo de 
treinta días para que comparezcan a hacer uso de su derecho ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo.

Que, dentro del plazo concedido al efecto, vengo a interponer el presente recurso de casación, que baso 
en los siguientes:

    
i. antecedenteS

primero. El recurso que concluyó mediante la Sentencia ahora impugnada en casación versaba sobre 
_____.

 
Segundo. Agotada la vía administrativa, esta representación procedió a interponer ante la Sala el corres-

pondiente recurso contencioso-administrativo, contra la citada resolución. 

Tras los trámites correspondientes el recurso fue admitido por la Sección _____ de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, y posteriormente resuelto, en sentido 
desestimatorio, mediante Sentencia de _____ (notificada el siguiente día _____), cuyo fallo es del siguiente 
tenor literal: _____. 

tercero. (incluir las incidencias procesales que se hayan podido producir durante la tramitación del 
proceso en primera instancia y que tengan repercusión en el recurso de casación, por ejemplo, la denega-
ción de una prueba de relevante trascendencia).

ii. motivoS de caSación

pRimeR motivo. AL AMPARO DEL ART. 88.1, APARTADO c) DE LA LEY REGULADORA 
DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA, POR CUANTO LA SENTENCIA IN-
CURRE EN QUEBRANTAMIENTO DE LAS NORMAS QUE RIGEN LOS ACTOS Y GARANTÍAS 
PROCESALES CON INDEFENSIÓN PARA LA PARTE

(***).
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SegUndo motivo. AL AMPARO DEL ART. 88.1, APARTADO d) DE LA LEY REGULADO-
RA DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA, POR CUANTO LA SENTENCIA 
INCURRE EN INFRACCIÓN DE LAS NORMAS DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO Y DE LA JU-
RISPRUDENCIA QUE SON APLICABLES PARA RESOLVER LAS CUESTIONES OBJETO DEL 
DEBATE.

(***).

I. VULNERACIÓN POR LA SENTENCIA IMPUGNADA DEL ARTÍCULO (***).

II. VULNERACIÓN POR LA SENTENCIA IMPUGNADA DE LA SIGUIENTE JURISPRUDEN-
CIA (***).

III. CONCLUSIÓN  

(***).

En virtud de lo expuesto, a la Sala

SUplico: tenga por presentado este escrito, se sirva admitirlo y tener por interpuesto, en tiempo y for-
ma, el expresado recurso de Casación contra la Sentencia dictada con fecha _____ (notificada el siguiente 
_____) dictada por la Sección _____ de la Sala de lo Contencioso-Admnistrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de _____ y, admitiéndolo, dar lugar a él, casándola y anulándola, dictando a continuación nueva 
sentencia por la que se declare (adaptar el contenido del suplico a los concretos motivos de casación 
invocados, según lo dispuesto en el artículo 95.2 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, así como a lo solicitado en primera instancia).

 
  Es justicia que pido en Madrid a 15 de noviembre de 2013
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procedimiento nº _____

a la Sala de lo contencioSo-adminiStRativo 
del tRibUnal SUpeRioR de jUSticia de _____

(Sección ______)

paRa ante el tRibUnal SUpRemo

don _____, Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de _____, cuya representación 
tengo acreditada en autos del recurso Nº _____, ante la Sala comparezco y, como mejor proceda en dere-
cho, DIGO

Que con fecha _____ me ha sido notificada Sentencia de esa Ilma. Sala de fecha _____ por la que se 
acuerda desestimar el recurso interpuesto por mi representada contra _____.

Que dentro del plazo establecido en el artículo 89.1 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa vengo a interponer recurso de casación contra dicha Sentencia, que se prepara por medio 
del presente escrito.

1. Que esta parte está legitimada para interponer el recurso, por haber sido parte en el proceso en que se 
dictó la Sentencia recurrida (artículo 89.3 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa).

2. Que la sentencia de _____ es recurrible en casación por haberse dictado en proceso de que conocía la 
Sala en única instancia y no figurar entre las excepciones del artículo 86.2 de la Ley Jurisdiccional.

3. Que este escrito se presenta dentro del plazo de diez días que establece el artículo 89.1 de la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

4. Que con respecto a lo prevenido en los artículos 86.4 y 89.2 de la Ley Jurisdiccional, se fundará el re-
curso en el quebrantamiento de las normas esenciales del juicio y en infracción de normas de derecho 
estatal que son relevantes y han determinado el fallo que ahora se pretende recurrir, interponiéndose, en 
primer lugar, al amparo del artículo 88.1 de la citada Ley Jurisdiccional, y dentro del mismo en cuanto 
a los motivos encuadrados bajo las letras c) y d), es decir, por quebrantamiento de las formas esenciales 
del juicio por infracción de las normas reguladoras de la sentencia o de las que rigen los actos y garantías 
procesales y por infracción de las normas del ordenamiento jurídico o de la jurisprudencia que fueran 
aplicables para resolver las cuestiones objeto de debate. 

Esta representación considera que se ha producido quebrantamiento de las formas esenciales del juicio 
porque _____.

Por otra parte, esta representación estima que se ha producido infracción de normas del Ordenamiento 
Jurídico y de la Jurisprudencia aplicables para resolver las cuestiones objeto de debate, para invocar en di-
cho sentido la vulneración de los artículos _____, así como una numerosa y consolidada jurisprudencia del 

en portada
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Tribunal Supremo; artículos y jurisprudencia invocados todos ellos en el proceso y determinantes del fallo 
que se recurre a efectos de lo dispuesto en el artículo 86.4 de la Ley Jurisdiccional.

(Argumentación del juicio de relevancia, cuando venga exigido por aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 86.4 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa).

En virtud de lo expuesto, a la Sala

SUplico: que mediante el presente escrito tenga por preparado recurso de casación contra la Sen-
tencia dictada por esa Sala el _____, emplazando a las partes para que comparezcan en su momento ante 
la Sala Tercera del Tribunal Supremo.

Es justicia que pido en Madrid a 10 de octubre de 2013.
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EL RECURSO DE CASACIóN 
EN LA JURISDICCIóN PENAL 

ramón gutiérrez del álamo gil. socio. Director Dpto. Procesal de Adarve Abogados.

El artículo se limita al recurso de casación ordinario, regulado en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, si 
bien hay que señalar que también cabe recurso de casación para la unificación de doctrina en materia 
penitenciaria (disposición adicional 5ª.8 de la L.O.P.J) y de menores (art. 42 L.O. 5/2000).

a) rEquisitos

1. resoluciones susceptibles del 
recurso de casación

en el ámbito penal pueden ser 
recurridas en casación por in-
fracción de ley o por quebranta-
miento de forma (art. 847 LECR):

 – Las sentencias dictadas por la 
Sala de lo civil y penal de los 
tribunales Superiores de justi-
cia en única instancia, lo que se 
produce en procedimientos contra 
aforados. 

 – Sentencias de la Sala de lo ci-
vil y penal de los tribunales 
Superiores de justicia en se-
gunda instancia, lo que se produ-
ce en el procedimiento del Jurado. 
En este último caso, el objeto del 
recurso de casación es la sentencia 
del TSJ dictada en apelación y no 
la sentencia de primera instancia 
ni el veredicto del jurado.

 – Las sentencias dictadas por las 
audiencias en juicio oral y en 
única instancia.

También pueden ser recurridos en 
casación, pero solo por infracción 
de ley, algunos autos (art. 848 
LECR).

 – Los dictados en apelación por las 
Salas de lo Civil de los Tribunales 
Superiores de Justicia, cuando la 
Ley lo autorice expresamente. 

 – Los autos definitivos dictados por 
las Audiencias, cuando la Ley lo 
autorice expresamente. A estos 
efectos, los autos de sobreseimien-
to se consideran definitivos solo 
cuando el sobreseimiento sea libre 
por no ser los hechos constitutivos 
de delito y haya alguna persona 
procesada por esos hechos. 

Hay que señalar que, como con-
secuencia de la doctrina emanada 
del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos, la posibilidad de que pros-
pere un recurso de casación frente a 
una sentencia absolutoria es práctica-
mente nula, lo que es también apli-
cable al recurso de apelación. Según 
el TEDH, tanto en vía de apelación 
como de casación, si la resolución 
no depende exclusivamente de cues-
tiones jurídicas, el tribunal que ha 
de resolver debe hacerlo mediante la 
percepción directa de los medios de 
prueba. Y, dado que las normas de 
procedimiento españolas no prevén 
la posibilidad de celebrar una vista 
en apelación ni en casación, la con-
clusión es que no cabe revocar una 
sentencia absolutoria. 

2. Posibles motivos de casación

En la jurisdicción penal continúa 
vigente la diferenciación entre la ca-
sación por infracción de ley y por 
quebrantamiento de forma. Además, 
el recurso puede basarse en infrac-
ción de precepto constitucional. Por 
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lo demás, el tribunal Supremo ha 
desarrollado la doctrina llamada 
de la “voluntad impugnativa”, que 
le permite analizar y decidir cues-
tiones que no han sido plantea-
das expresamente por las partes, 
pero que el Tribunal considera que 
debe abordar (por ejemplo, cuando 
se ha producido en perjuicio del reo 
un error de derecho suficientemente 
constatado, pero que no ha sido ale-
gado; o cuando se utiliza una técnica 
casacional inadecuada, por utilizar un 
cauce procesal improcedente).

 – Supuestos de infracción de ley. 
Se entiende que se ha infringido 
la ley en los siguientes supuestos 
(arts. 849 y 852 LECR): 

 - cuando, dados los hechos 
que se declaren probados, se 
haya infringido un precepto 
penal de carácter sustantivo 
u otra norma jurídica tam-
bién sustantiva que deba ser 
observada en la aplicación 
de la ley penal. La utilización 
de esta vía exige aceptar los he-
chos que se declaran probados, 
ya que no es la vía adecuada 
para denunciar errores de hecho 
sino solamente de derecho.  Sin 
embargo, la concurrencia o no 
de un elemento subjetivo del 
injusto sí puede ser atacada por 
esta vía, pues la jurisprudencia 
considera que estos elementos 
no son propiamente hechos, 
sino que a ellos se llega median-
te un juicio de inferencia.

 - cuando haya existido error 
en la apreciación de la prue-
ba, basado en documentos 
que obren en autos, que de-
muestren la equivocación 
del juzgador sin resultar 
contradichos por otros ele-
mentos probatorios. Esta vía 
es muy limitada, pues solo es 
válida para denunciar errores 
fácticos (no jurídicos); es preci-
so designar con total precisión el 
documento de que se trata y los 
particulares del documento que 
demuestran el error. Además, no 
todo documento puede tener 
“efectos casacionales”, sino sola-
mente los que reúnen determi-
nadas características: (i) que sea 
una verdadera prueba documen-
tal, (ii) de origen extraprocesal, 
(iii) que obre en las actuaciones 
y (iv) que sea literosuficiente, es 

decir que por sí solo demuestre 
el error. 

 -
Es importante, además, que el 
recurrente proponga una nueva 
redacción de los hechos proba-
dos para que sustituya a la im-
pugnada.

 – Supuestos de quebrantamien-
to de forma. Cabe recurso de 
casación por quebrantamiento de 
forma en los siguientes casos (arts. 
850 y 851 LECR):

 - denegación de alguna prue-
ba que, propuesta en tiem-
po y forma por las partes, 
se considere pertinente. Se 
exige que la prueba pueda prac-
ticarse y que se haya formulado 
protesta en el momento de la 
denegación.

legislación

www.bdifusion.es

•	 Ley orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabi-
lidad penal de los menores. (Legislación General. Marginal: 3511).
Art.42.

•	 Ley orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. (normas 
básicas. Marginal: 44). 

•	 real Decreto de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. (Legislación General. Marginal: 3544).
Arts.; 733, 746, 847, 848, 849, 852, 854, 859, 851, 852, 862 y 
ss., 875.
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 - omisión de la citación de 
alguna de las partes para el 
acto del juicio oral, a no ser 
que hubiesen comparecido en 
tiempo, dándose por citadas.

 - denegación de preguntas 
formuladas por las partes a 
un testigo, cuando éstas sean 
pertinentes y de manifiesta in-
fluencia en la causa. Es necesa-
rio que se haya hecho constar la 
pregunta en el acta, lo que de-
berá ser pedido en su momento 
por el abogado. Además, debe-
rá hacerse constar la protesta. 
Faltando alguno de estos dos 
requisitos en el acta, el recurso 
de casación será inviable.

 - desestimación de cualquier 
pregunta por capciosa, su-
gestiva o impertinente, no 
siéndolo en realidad, siempre 
que tuviese verdadera importan-
cia para el resultado del juicio. 
De nuevo es preciso que se haya 
hecho constar en el acta el texto 
de la pregunta y, después, la pro-
testa del letrado que la formuló.

 - no suspensión del juicio 
para los procesados com-
parecidos, en el caso de no 
haber concurrido algún acu-
sado, siempre que no haya re-
caído declaración de rebeldía. 
El art. 746 último párrafo LECR 
permite la celebración del juicio 
solo con respecto a los acusados 
comparecidos, siempre y cuan-
do: (i) los no comparecidos ha-
yan sido citados personalmente; 
(ii) se oiga a las partes; (iii) se 
hagan constar en el acta las ra-
zones de la decisión y (iv) exis-
tan elementos suficientes para 
juzgarles con independencia. El 
recurso de casación por este mo-
tivo exige que haya causa funda-
da que se oponga a juzgarles por 
separado, que la ausencia de un 
acusado produzca indefensión 
al comparecido y que se haya 
hecho constar la protesta en el 
acta. 

 - vicios in iudicando. Se pro-
ducen  estos vicios cuando: (i) 
no se expresa clara y terminan-
temente en la sentencia cuáles 

son los hechos que se consi-
deran probados, (ii) hay mani-
fiesta contradicción entre ellos, 
(iii) se consignan como hechos 
probados conceptos que, por su 
carácter jurídico, impliquen la 
predeterminación del fallo.

 - carencia de hechos proba-
dos, lo que también se produce 
cuando en la sentencia sólo se 
expresa que los hechos alega-
dos por las acusaciones no se 
han probado, sin hacer expresa 
relación de los que sí resultaren 
probados.

 - incongruencia omisiva, por 
no resolver la sentencia to-
dos los puntos que hayan 
sido objeto de la acusación 
y defensa. Esta omisión vulne-
ra el derecho de las partes a ob-
tener una respuesta fundada en 
derecho, que forma parte del de-
recho a la tutela judicial efectiva. 
No se produce la incongruencia 
cuando lo que se deja sin con-
testar son meras alegaciones o 
cuestiones fácticas (no auténti-
cas pretensiones). Además, tie-
ne que tratarse de pretensiones 
deducidas oportunamente. No 
se produce el defecto cuando la 
pretensión ha sido desestimada 
de forma tácita o implícita.

 - condena por delito más 
grave que el que haya sido 
objeto de la acusación, si el 
Tribunal no hubiere procedido 
previamente como determina el 
artículo 733. Este defecto im-
plica una infracción del princi-
pio acusatorio.

 - Sentencia dictada por me-
nor número de magistrados 
que el señalado en la ley 
o sin la concurrencia de votos 
conformes que por la misma se 
exigen.
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 - concurrencia de un ma-
gistrado recusado al dictar 
sentencia.

 – infracción de precepto consti-
tucional. Mediante esta vía, pre-
vista en el art. 852 LECR se amplía 
considerablemente la posibilidad 
de interponer el recurso. Las alega-
ciones más habituales son:

 - derecho a la tutela judicial 
efectiva, con sus vertientes de 
derecho a una resolución mo-
tivada, derecho de acceso a la 
jurisdicción o prohibición de la 
indefensión. En derecho penal 
la motivación de las sentencias 
abarca tanto la explicación de 
por qué se consideran proba-
dos unos determinados hechos, 
como la fundamentación de la 
subsunción de esos hechos en 
el tipo penal aplicable, como, 
por último, la explicación de la 
concreta pena que se impone. 

 - derecho a la presunción de 
inocencia, que se considerará 
respetado siempre que haya exis-
tido prueba legalmente obtenida, 
que haya sido practicada según 
la ley, que haya sido valorada ra-
cionalmente y que sea suficiente 
para desvirtuar la presunción.  

 - derecho al juez ordinario 
predeterminado por la ley.

 - derecho al secreto de las 
comunicaciones, que sola-
mente puede ceder con autori-
zación de juez competente, en 
el marco de un proceso penal 
abierto y con la finalidad de in-
vestigar un delito concreto.

 - derecho a la inviolabilidad 
del domicilio, que no se pro-
duce si la entrada se produce 
con consentimiento del titular, 
mediando mandamiento judicial 
o en caso de delito flagrante. 

3. otros requisitos

 – legitimación. La ley (art. 854 
LECR) legitima para interponer el 
recurso de casación al ministerio 
fiscal, a quienes hayan sido par-
te en el proceso y a quienes, sin 
haberlo sido, resulten conde-
nados en la sentencia. Asimis-
mo, pueden recurrir los herederos 
de las partes y de los condenados.

Los actores civiles solo pueden in-
terponer el recurso en cuanto pue-
da afectar a la restitución de la cosa 
o a la reparación o indemnización 
que hubieran reclamado. 

 – competencia. Corresponde el 
conocimiento y resolución de los 
recursos de casación, en todo caso, 
a la Sala Segunda del tribunal 
Supremo, si bien hay una fase 
previa de preparación del recurso, 
que se desarrolla ante el Tribunal 
que dictó la resolución impugnada.

 – postulación. El recurrente debe 
actuar defendido por abogado y 
representado por procurador au-
torizado con poder bastante, sin que 
en ningún caso pueda admitirse la 
promesa de presentarlo. Esta redac-
ción, que procede de 1949 enlaza 
hoy en día con la reciente reforma 
según la cual el poder apud acta hay 
que otorgarlo antes o simultánea-
mente a la presentación del escrito. 

 – plazos. En el plazo de cinco días 
desde la notificación de la sen-
tencia o del auto debe prepa-
rarse el recurso. Una vez que se 
ha tenido por preparado, hay un 
plazo común para personarse en el 
Tribunal Supremo e interponer el 
recurso, que es variable: 15 días si 
el tribunal que dictó la resolución 
tiene su sede en la península; 20 
días si es un Tribunal de Baleares 
y 30 días si se trata de un tribunal 
de Canarias, Ceuta o Melilla. Si 

el recurrente tiene reconocido el 
derecho de asistencia jurídica gra-
tuita, una vez nombrados abogado 
y procurador, el tribunal que dictó 
la resolución ha de fijar el plazo en 
que debe interponerse el recurso.

b) procEdimiEnto

El recurso de casación debe prepa-
rarse dentro del plazo de 5 días desde la 
última notificación. Antes de que trans-
curra este plazo, la sentencia no puede 
ejecutarse. en el escrito de prepara-
ción debe solicitarse testimonio de 
la resolución e indicarse la clase 
de recurso que se pretende inter-
poner. Asimismo, deberá designarse 
los particulares del documento que 
muestre el error en la apreciación de la 
prueba –si fuese el caso– y, en el caso de 
que se pretenda recurrir por quebranta-
miento de forma, habrá de designarse la 
falta o faltas cometidas, la reclamación 
que se hizo para subsanarla y su fecha.

también debe contener el es-
crito la promesa solemne de cons-
tituir el depósito, y, en caso de que 
el recurrente tenga reconocido el 
derecho a la justicia gratuita, debe 
solicitar que se haga constar así 
en el testimonio que se expida.

El tribunal, en el plazo de tres días, 
debe tener por preparado el recurso o 
denegarlo por auto motivado, suscep-
tible de recurso de queja (arts. 862 y 
ss LECR). Si lo tuviera por preparado, 
con entrega del testimonio solicitado 
emplazará a las partes para compare-
cer ante el Tribunal Supremo.

Dentro del plazo concedido se 
debe presentar el escrito de inter-
posición, en el que se hará cons-
tar: (i) los fundamentos doctrinales y 
legales aducidos como motivos de ca-
sación, encabezados con un breve ex-
tracto de su contenido; (ii) el artículo 
de la LECR que autorice cada motivo 
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de casación; (iii) la reclamación o re-
clamaciones practicadas para subsa-
nar el quebrantamiento de forma y su 
fecha y (iv) la solicitud de celebración 
de vista, si lo estima necesario. 

al escrito debe acompañarse: 
(i) escritura de poder, sin que sea ad-
misible la promesa de presentarlo; (ii) 
el testimonio de la resolución recurri-
da (iii) copias de la misma para cada 
una de las partes emplazadas, so pena 
de desestimación –aunque la omisión 
debe hoy considerarse subsanable- y 
(iv) el documento que acredite haber 
constituido el depósito que prevé el 
art. 875 LECR, si el recurrente es una 
parte acusadora o actor civil. 

En el mismo plazo del emplaza-
miento, las demás partes pueden ad-
herirse al recurso.

Si no se interpusiere el recurso den-
tro del plazo del emplazamiento, se 
dictará decreto declarándolo desierto.

En el plazo de diez días, las demás 
partes podrán impugnar el recurso o 
las adhesiones al mismo. 

La Sala dictará providencia decla-
rando el recurso admitido y concluso 
para sentencia, o auto inadmitiéndo-
lo, con pérdida del depósito. No cabe 
recurso alguno contra esta resolución. 
Si resultare admitido, se señalará día 
para la vista o, en otro caso, día para 
el fallo. 

la sentencia resolverá primero 
sobre los motivos por quebran-
tamiento de forma y después los 
motivos por infracción de ley, pu-
diendo desestimar el recurso o 
estimarlo. La estimación del recurso 
por quebrantamiento de forma supo-
ne la devolución de la causa al tribu-
nal sentenciador para que la reponga 
al estado que tenía cuando se cometió 
el defecto y continúe con la tramita-
ción, repitiendo el juicio si fuera pre-
ciso y dictando nueva sentencia. Si se 

estima un recurso por infracción de 
ley, el Supremo dicta dos sentencias: 
la que resuelve el recurso y la que de-
cide la cuestión de fondo.

c) conclusionEs

Como extraordinario que es, el re-
curso de casación solamente puede 
interponerse por los motivos estric-
tamente tasados en la Ley y el filtro 
de admisión es duro. Por ello es muy 
recomendable un estudio muy dete-
nido de la técnica casacional, de los 
motivos que puedan ser alegados en 
cada caso y de la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo sobre cada uno de 
los aspectos que han de tenerse en 
cuenta. En cualquier caso, es cierto 
que la vía del recurso por infrac-
ción de precepto constitucional 
abre una puerta nada desechable 
para la alegación de diferentes 
defectos susceptibles de acceder 
a casación. 
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tRibUnal SUpRemo
Sala SegUnda
SecRetaRía ___
RecURSo nº ___

a la Sala SegUnda del tRibUnal SUpRemo

D/DÑA.___ Procurador/a de los Tribunales, en nombre de D/DÑA.___, cuya representación tengo 
acreditada mediante copia auténtica de escritura de poder que se adjuntó con el escrito de personación 
de fecha ___, obrante en el presente Recurso de Casación nº___, procedente de la Sección nº ___ de la 
Audiencia Provincial de___, Rollo de Sala nº___ ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo comparezco 
y, como mejor proceda en Derecho, DIGO:

Que por medio del presente escrito y, dentro del plazo otorgado por la providencia dictada por la Sección 
___ de la Audiencia Provincial de ___ en fecha___, notificada el día __ de ___ de ___ y, al amparo de lo 
dispuesto en el Capítulo Primero del Título Primero del Libro V de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
artículos 847 y siguientes, interpongo el RecURSo de caSación poR qUebRantamiento 
de foRma previamente preparado, alegando al efecto:

antecedenteS

I. El procedimiento se inició en fecha___ en virtud de atestado policial de la Comisaría de__ instruido 
por presunto delito de___, que dio lugar a la formación de las Diligencias Previas nº __ del Juzgado de Ins-
trucción __. Seguidas las actuaciones, se celebró juicio oral ante la Audiencia Provincial de___ (Sección 
___), dictándose sentencia de fecha___ en la que se condenaba a mi representado Don ___ a la pena de 
___ por un supuesto delito de ___, con la concurrencia de la circunstancia agravante de ___. 

II. La sentencia establece como hechos probados los siguientes: ___

III. Por escrito de fecha___ esta representación preparó en tiempo y forma recurso de casación por que-
brantamiento de forma contra la referida sentencia, expidiéndose el testimonio que previene el art. 859 de 
la LECrim., que acompaño como documento número 1 de este escrito.

pRocedencia del RecURSo y ReqUiSitoS foRmaleS

1. La sentencia es recurrible conforme a lo establecido en el art. 847 LECrim, por tratarse de una senten-
cia dictada en juicio oral y en única instancia por una Audiencia Provincial.

2. Se halla legitimada esta parte, con arreglo a lo dispuesto en el art. 854 LECrim, por haber sido parte en 
el juicio y haber resultado condenado.

3. Conforme a lo dispuesto en el art. 873 LECrim, el presente recurso se interpone ante la Sala Segunda 
del Tribunal Supremo, que es el órgano competente para su conocimiento y resolución, y dentro del 
plazo legalmente establecido. Asimismo, se cumplen los requisitos de forma establecidos en el art. 874.



38   Economist & Jurist   

4. Se acompañan a este escrito copias del mismo para dar traslado a las demás partes. Se acompaña, asimis-
mo, testimonio de la sentencia impugnada y copias del mismo. En cuanto a la escritura de poder, obra 
unida al escrito de personación presentado por esta parte el día ___.

5. En cuanto a la constitución del depósito exigido en el art. 875 de la Ley procesal penal, esta parte (está 
exceptuada / o / se presenta unida al presente escrito resguardo de haberlo constituido).

motivoS del RecURSo

pRimeRo. POR QUEBRANTAMIENTO DE FORMA, AL AMPARO DEL ART. 850.1º DE LA 
LECRim, POR LA INDEBIDA INADMISIÓN DE LA PRUEBA TESTIFICAL DE D. ___, QUE FUE 
PROPUESTA POR ESTA PARTE EN SU ESCRITO DE DEFENSA.  

extRacto. En el escrito de defensa presentado por esta representación en fecha ___, se propuso, 
entre otras diligencias de prueba, la testifical de Don ___, que se considera no solo relevante, sino funda-
mental, por ___. Por auto de ___ la Audiencia Provincial denegó la práctica de la prueba. Al comienzo de 
las sesiones del juicio oral, conforme al art. 785.1 LECrim esta parte reprodujo su solicitud, que de nuevo 
fue denegada, formulando entonces la oportuna protesta, que consta en el acta.

deSaRRollo del motivo

… … … … … … … … 

SegUndo. POR QUEBRANTAMIENTO DE FORMA, AL AMPARO DEL ART. 850.3º DE LA 
LECRim, POR LA INDEBIDA DENEGACIÓN DE PREGUNTAS FORMULADAS POR EL LETRA-
DO DE ESTA PARTE AL TESTIGO D. ___.  

extRacto. Durante la declaración del testigo Don___, que declaró en el juicio oral a propuesta del 
Ministerio Fiscal, el Presidente de la Sala denegó tres de las preguntas que fueron formuladas por el letrado 
de esta parte, pese a ser pertinentes y relevantes para el esclarecimiento de los hechos. Las tres preguntas 
constan en acta, así como también la protesta por la denegación de cada una de ellas.

deSaRRollo del motivo

... … … … … … … … 

Por lo anteriormente expuesto.

a la Sala SUplico que, teniendo por presentado este escrito con sus copias y documentos que 
se acompañan, y por hechas las manifestaciones que en el mismo se contienen, tenga por interpuesto 
RECURSO DE CASACIÓN por quebrantamiento de forma, contra la sentencia dictada por la Audiencia 
Provincial de __ (Sección ___) en fecha __ en el Rollo de Sala nº ___, admita a trámite el recurso y, tras 
la sustanciación legalmente establecida y con celebración de vista, estime los motivos alegados, declare 
haber lugar al recurso, y ordene la devolución de la causa a la Audiencia Provincial para que reponga las 

en portada



   Economist & Jurist   39

actuaciones al momento anterior al dictado del auto de ___ por el que se decidió sobre la prueba propuesta 
y continúe la tramitación con arreglo a derecho, celebrando nueva vista del juicio oral y dictando nueva 
sentencia. Todo ello con devolución del depósito constituido y declarando las costas de oficio.

Es justicia que pido en Madrid, a __ de __ de 20__.

otRoSí digo: Que, de conformidad con lo previsto en el artículo 882 bis LECrim interesa al dere-
cho de esta parte la celebración de vista para la resolución del recurso.

a la Sala SUplico: Que, accediendo a lo solicitado, señale día y hora para la celebración de la 
vista.

Es justicia que reitero en fecha y lugar ut supra.

  Ldo. _________     Proc.: _____
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EL RECURSO DE CASACIóN 
EN LA JURISDICCIóN LABORAL 

maría jesus herrera duque. Doctora en Derecho. socia de sagardoy Abogados.

De acuerdo con lo que ha venido considerando nuestra doctrina, la casación en el orden jurisdiccional 
social se ha llegado a configurar como una vía para garantizar la correcta y uniforme aplicación de la 
Ley1 más que como un medio para enmendar el perjuicio de los particulares en busca de una resolución 
favorable a sus intereses particulares, primando la tutela del denominado interés general por encima de 
la tutela del interés privado. De ahí su carácter de extraordinario. Para el profesor Salguero2 el recurso 
de casación, en sus dos vertientes, desempeña una importante misión en el cumplimiento de la Ley, a 
través de establecer uniformidad en la jurisprudencia o garantizar la aplicación de la ley de manera ho-
mogénea, como un medio de impugnación extraordinario o singular puesto que, según manifiesta, sólo 
el Tribunal Supremo puede ocuparse de algunos aspectos establecidos por la Ley. Para el profesor Mon-
tero Aroca3 las notas definitorias del recurso de casación laboral se pueden resumir en cinco: 1) Que 
se trata de un recurso extraordinario que solo puede interponerse contra determinadas resoluciones y 
por motivos también tasados; 2) Que no se configura como una nueva instancia; 3) Que tiene por fina-
lidad la de resolver sobre una determinada infracción alegada; 4) Que tiene carácter público, ya que 
interviene el Ministerio Fiscal y en una sus modalidades puede accionar el Ministerio Fiscal y 5) Que 
cumple con una función de dar seguridad jurídica. Y en un sentido parecido se pronuncia también el 
ilustre Magistrado Martínez Emperador4. De hecho, ya nuestro orden jurisdiccional social estableció, 
desde la derogada Ley de Procedimiento Laboral anterior5, y ahora en la nueva Ley Reguladora de la 
Jurisdicción Social6 (en los sucesivo LRJS) una doble modalidad casacional: 1) el recurso de casación 
y 2) el recurso de casación para la unificación de doctrina. Siendo probablemente este último, como 
recoge el querido e ilustre Magistrado Luis Gil Suarez7, el que se dé con mayor número y frecuencia en 
nuestra jurisdicción social, aunque el primero no esté exento de trascendencia en su labor o finalidad 
de garante de la correcta aplicación de la Ley. 

1 AA.VV. Molina Navarrete, C.: “Análisis de la Nueva Ley de la Jurisdicción Social”, La Ley 2012.

2 SILGUERO ESTAGNAN, J.: “El control de los hechos por el Tribunal Supremo”, Dykinson, Madrid, 1997. 

3 NOMTERO AROCA, J. y OTRO: “Tratado de recursos en el proceso civil”, Tirant lo Blanch, Valencia  2005.

4 MARTÍNEZ EMPERADOR, R.: “La nueva Ley de procedimiento laboral”, Revista de Derecho Privado, Madrid 1990.

5 Texto Refundido de la Ley de Procedimiento  Laboral,  aprobado por Real Decreto legislativo 2/1.995, de 7 de abril.

6 Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social.

7 GIL SUAREZ, L.: “La nueva Ley de Procedimiento Laboral” Estudios en homenaje a Luis Enrique de la Villa, Lex Nova, Madrid 2001.
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8 La Exposición de Motivos de la Ley recoge los aspectos más reseñables y novedosos en materia de casación en este orden jurisdiccional. Y los 
artículos 229  a 235 una serie de disposiciones comunes a los recursos de casación y el recurso de suplicación.

9 PRIETO CASTRO, L.: “Tratado de Derecho Procesal Civil”, Tomo II, Aranzadi 1.982.

En nuestra Ley Reguladora de la Jurisdicción Social los recursos de casación objeto del presente análi-
sis, aparecen regulados en el Libro Tercero, y más específicamente en el Título III, sobre el recurso de 
casación (Artículos 205 a 217) y demás procesos atribuidos al conocimiento del Tribunal Supremo, y 
en el Título IV el recurso de casación para la unificación de doctrina (artículos 218 a 228)8.

rEquisitos dEl rEcurso 
dE casación En El ordEn 
laboral. El rEcurso dE 
casación ordinario y El 
rEcurso dE casación para 
unificación dE doctrina

EL rECUrso DE CAsACIÓn 
orDInArIo

Sostiene Prieto-Castro9 que la ca-
sación es un trámite para que el Tri-
bunal encargado de su conocimiento 
verifique que el examen de la inter-
pretación y aplicación de las normas 
realizadas por el órgano de instancia, 
tanto en el fondo del asunto como en 
las normas que regulan el proceso, 
siendo misión del Tribunal Supremo, 
que es el órgano judicial competen-
te para conocer de este recurso, la 
de casar o anular las sentencias del 
órgano inferior si es que considera 
que las mismas no son correctas en 
la interpretación y aplicación de esas 
normas.

Competencia y resoluciones 
recurribles

la competencia viene regulada en 
los artículos 205 y 206 de la LRJS y 
la atribuye, en el conocimiento de los 
recursos de casación, al Tribunal Su-
premo. Respecto a las resoluciones 
recurribles, el artículo 206 LRJS es-
tablece cuales son, en definitiva, sen-
tencias y resoluciones dictadas en 
única instancia por las Salas de lo 
Social de la audiencia nacional 
y de los tribunales Superiores de 
justicia en procesos sobre: a) tute-
la de libertad sindical, huelga y demás 
derechos fundamentales y libertades 
públicas, discriminación, acoso, etc; 
b) conflictos colectivos; c) impugna-
ción de convenios colectivos y laudos 
arbitrales; d) constitución y reconoci-
miento de la personalidad jurídica de 
los sindicatos e impugnación de sus 
estatutos; e) régimen jurídico de los 
sindicatos; e) reconocimiento y per-
sonalidad jurídica de las asociaciones 

empresariales y sus estatutos; f) im-
pugnación de la resolución adminis-
trativa recaída en los procedimientos 
previstos en el apartado 7 del artículo 
51 ET (fuerza mayor). Asimismo, se 
establece recurribles mediante el 
recurso de casación ordinaria: a) 
los autos que resuelvan el recurso de 
reposición interpuesto contra la reso-
lución en que la Sala, antes del acto de 
juicio, declare la falta de jurisdicción o 
competencia, b) los autos dictados por 
dichas Salas que resuelvan el recurso 
de reposición, o de revisión, en su caso, 
interpuesto contra la resolución que 
disponga la terminación anticipada del 
proceso: b.1) por satisfacción extrapro-
cesal o pérdida sobrevenida de objeto 
y b.2) por falta de subsanación de los 
defectos advertidos en la demanda no 
imputable a la parte o a su represen-
tación procesal o por incomparecencia 
injustificada a los actos de conciliación 
y juicio, siempre que por caducidad de 
la acción o de la instancia u otra causa 
legal no fuera jurídicamente posible su 
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reproducción ulterior; c) los autos que 
decidan el recurso de reposición inter-
puesto contra los que dicten dichas Sa-
las y los autos que decidan el recurso 
de revisión interpuesto contra los de-
cretos del secretario judicial, dictados 
unos y otros en ejecución definitiva de 
sentencia, en los siguientes casos: c.1) 
cuando denieguen el despacho de eje-
cución; c.2) cuando resuelvan puntos 
sustanciales no controvertidos en el 
pleito, no decididos en la sentencia o 
que contradigan lo ejecutoriado y c.3) 
cuando pongan fin al procedimiento 
incidental en la ejecución decidiendo 
cuestiones sustanciales no resueltas o 
no contenidas en el título ejecutivo. En 
los mismos casos, procederá también 
recurso de casación en ejecución pro-
visional cuando excedan materialmen-
te de los límites de la misma o declaren 
la falta de jurisdicción o competencia 
del orden social.

Procedimiento, formalidades, 
requisitos y plazos de la 
preparación e interposición del 
recurso de casación.

Los artículos 208 y 209 LRJS re-
gulan los requisitos y formalida-
des de la preparación del Recurso de 

casación, estableciendo al efecto los 
siguientes requisitos que resumimos: 
a) el plazo para preparar el recuro de 
casación es de cinco días siguientes 
a la notificación de la sentencia; b) la 
forma puede ser escrita o de mera 
manifestación de la parte (abogado, 
graduado social o representante) de su 
intención de formular recurso de ca-
sación en el mismo plazo; c) el órgano 
ante el cual ha de hacerse es la propia 
Sala de lo Social que dictó la reso-
lución a recurrir; d) es obligatoria la 
consignación judicial en caso de que la 
resolución sea condenatoria a cantidad 
determinada y el depósito de un im-
porte de 600 Euros. El depósito para 
recurrir ha de hacerse en el momento 
de preparar el recurso de casación y 
acompañarse al mismo resguardo acre-
ditativo de haberlo efectuado al igual 
que la consignación de la cantidad ob-
jeto de condena.

Respecto a las causas de inadmi-
sión del recurso, la LRJS en su artí-
culo 209.2 establece que no será ad-
misible, y por tanto quedara firme la 
sentencia recurrida, en los siguientes 
supuestos: a) cuando la sentencia no 
fuera recurrible en casación; b) cuan-
do el recurso se hubiese preparado 
fuera de plazo; c) cuando se hubieran 

incumplido los requisitos necesarios 
para su preparación. Aquí hemos de 
señalar que la falta de consignación, 
cuando sea previa, es un requisito in-
subsanable y la falta de depósito judi-
cial es uno de los denominados requi-
sitos que puede llegar a considerase 
subsanable, otorgando el Secretario 
judicial que es a quien corresponde 
la resolución sobre su admisibilidad la 
posibilidad de otorgar un plazo de 5 
días para proceder a subsanar el de-
fecto o los defectos contemplados10; 
y d) cuando no se hubieran subsana-
do los defectos advertidos en el plazo 
concedido para ello, en cuyo caso de 
dictará auto teniendo por n o prepara-
do el recurso no recurrible en queja.

Una vez cumplidos todos los re-
quisitos que nuestra norma procesal 
establece, se tendrá por preparado el 
recurso de casación y el Secretario Ju-
dicial concederá un plazo de 15 días 
para proceder a formalizar el recurso, 
poniendo a disposición del letrado de-
signado los autos para su examen se-
ñalando que el plazo empieza a correr 
desde que se concede, con indepen-
dencia de cuando proceda el letrado a 
retirar los autos.

Respecto a la interposición del 
recurso, como ya he señalado en el 
apartado anterior, el plazo de inter-
posición del recurso es de 15 días 
desde la notificación de la admi-
sión y puesta a disposición de los 
autos.

el órgano ante el que ha de 
interponerse es la propia Sala de 
lo social que dictó la sentencia o 
resolución que se recurre, esto 
es Sala de lo social del tribunal 
Superior de justicia o de la au-
diencia nacional y el escrito ha de 
ir firmado por el letrado designado al 
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“la parte impugnante puede introducir 
motivos de fundamentación del fallo o 
eventuales rectificaciones de hechos que 
pudieran sustentar la estimación de la 
pretensiones de la parte impugnante, 
debiendo observarse para ello los mismos 
requisitos que los que son exigidos para la 
formalización del recurso”
 

10 El propio Tribunal Supremo en su sentencia de 19 de febrero de 2012 ha venido a establecer que la falta de depósito para recurrir suplicación o 
casación  es un defecto subsanable que habrá de ser mandando subsanar por el órgano que corresponda.
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efecto, que desde ese momento, y de 
no indicarse otra cosa, asume la repre-
sentación de la parte indicándose ne-
cesariamente un domicilio a efectos 
de notificaciones en la sede del Tribu-
nal Supremo, esto es, en Madrid.

En cuanto a la forma, el artículo 
210 LRJS establece que los motivos 
del recurso han de ser redactados de 
forma separada, con el necesario rigor 
y claridad en cada uno de los motivos 
de casación y por el orden establecido 
en el artículo 207, razonándose la per-
tinencia de los mismos y señalando las 
infracciones de manera concreta, tanto 
las sustantivas como las procesales, así 
como la posible infracción de la juris-
prudencia en caso de citarse la misma.

En concreto el artículo 207 LRJS 
establece que el recurso puede 
amparase en motivos de forma y 
en motivos de fondo. Así los moti-
vos que pueden justificar el recurso 
pueden ser: a) abuso, exceso o defec-
to de jurisdicción a través del cual se 
denuncia el conocimiento por parte 
del órgano jurisdiccional de cuestio-
nes que le son ajenas, no dar respues-
ta a las cuestiones suscitadas en el 
debate procesal, no resolverlas o abs-
tenerse del conocimiento y enviar la 
cuestión a otro orden jurisdiccional; 
b) incompetencia o inadecuación del 
procedimiento a través del cual se 
alegan situaciones de incompeten-
cia territorial, funcional u objetiva; 
c) quebrantamiento de las formas 
esenciales del procedimiento por in-
fracción de las normas reguladoras 
de la sentencia, denunciándose por 
esta vía los defectos en la formación 
de la sentencia y en el que especial-
mente han de ser tenidos en cuen-
ta los artículos 97 LRJS, 209 Lec y 
248.3 LOPJ pueden ser denunciado 
por esta vía la incongruencia; d) error 
en la apreciación de la prueba docu-
mental; e) infracción de normas del 
ordenamiento jurídico o de la juris-
prudencia.

No obstante, el recurso de ca-
sación una vez formalizado tam-
bién puede ser inadmitido por no 
haberse formalizado en tiempo, 
es decir, dentro el plazo de los quin-
ce días legalmente preceptivo, o por 
haberse omitido de manera manifiesta 
los requisitos exigidos, lo que deter-
minará que se dicte un auto. Ponien-
do en este caso la Sala fin al trámite 
de recurso y declarando la firmeza de 
la sentencia, resolución ésta contra la 

que cabe recurso de reposición previo 
al de queja ante la Sala de lo Social 
del Tribunal Supremo.

Admitido el recurso la Sala dará 
traslado del mismo a las otras partes 
por un término común de diez días 
para que procedan a su impugnación, 
debiéndose desarrollar en el mismo 
los diferentes motivos de impugna-
ción correlativos a los de la casación 
formulada de contrario e incluyendo, 

legislación

www.bdifusion.es

•	 Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social.
(normas básicas. Marginal: 286314).Arts.; 97, 205 a 228.

•	 Ley orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. (normas 
básicas. Marginal: 44). Art.248.3. 

•	 Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de Enero. (normas básicas. 
Marginal: 12615). Arts.; 209, 448.
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si es el caso, las posibles causas de in-
admisión que la parte considere que 
existen en el recurso. También en este 
trámite, y esta es una novedad im-
portante que la Ley procesal anterior 
no contemplaba, la parte impugnan-
te puede introducir motivos de fun-
damentación del fallo o eventuales 
rectificaciones de hechos que, con 
independencia de los fundamentos 
aplicados en la sentencia recurri-
da, pudieran sustentar la estima-
ción de la pretensiones de la parte 
impugnante, debiendo observarse 
para ello los mismos requisitos que 
los que son exigidos para la forma-
lización del recurso.

Durante este plazo de impugna-
ción los autos se encontraran en la 
Secretaría de la Sala a disposición de 
las partes impugnantes para su entre-

ga o examen y si se dispone de ellos en 
soporte electrónico se puede sustituir 
el traslado material de las actuaciones 
por este medio.

Del escrito o escritos de impugna-
ción se dará traslado a las partes y si el 
mismo contiene motivos de rectifica-
ción de ellos o subsidiarios de funda-
mentación de la sentencia recurrida 
las demás partes si lo estiman oportu-
no podrán a su vez efectuar las corres-
pondientes alegaciones respecto a los 
mismos dentro del plazo de los cinco 
días siguientes a recibir el escrito de 
impugnación fundamentación. Una 
vez trascurrido el plazo de impugna-
ción y en su caso alegaciones a la im-
pugnación, háyanse o no presentado 
escrito, se elevarían los autos a la Sala 
de lo Social del Tribunal Supremo.

Una vez que los autos han sido 
elevados al Tribunal Supremo puede 
el Secretario judicial de aquella Sala, 
apreciar defectos subsanables res-
pecto a los cuales otorgará a la 
parte un plazo de cinco días o 
motivos de inadmisión, entre los 
cuales se encuentran: a) el incum-
plimiento de los requisitos para recu-
rrir; b) carencia sobrevenid del obje-
to del recurso; c) falta de contenido 
casacional y d) haberse desestimado 
en el fondo otro recurso en supuestos 
sustancialmente iguales. 

También, si aquella Sala entien-
de que hay causas de inadmisión del 
recurso de casación ya interpuesto y 
elevado a su consideración, dictará 
Auto en el que se declare la firmeza 
de la sentencia o resolución recurrida 
con imposición de las costas a la parte 
recurrente y pérdida del depósito para 
recurrir, dando el destino que proceda 
a la consignación efectuada: contra 
dicho Auto no cabe recurso alguno. 
También podría producirse un trámi-
te de inadmisión parcial que la Sala 
pudiese apreciar respecto a alguno de 
los motivos del recurso interpuesto o 
alguno de los recursos formulados, si 
son varios, procediendo entonces la 
tramitación del recurso en los motivos 
restantes o en los recursos que que-
dan.
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jurisprudencia

www.bdifusion.es

•	 Auto del tribunal supremo de fecha 07 de febrero de 2012, nº rec. 
50/2011, (Marginal: 2380333).

•	 sentencia de la sala de lo social del t.s. de 13 de noviembre de 
1992.
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Por último, una vez admitido el 
recurso se dará por parte de la Sala 
del Tribunal Supremo traslado al Mi-
nisterio Fiscal para que informe en 
el plazo de diez días sobre la proce-
dencia improcedencia del recurso de 
casación formulado. Si el Ministerio 
fiscal ha sido parte en el proceso se 
le dará traslado igualmente a los efec-
tos de defensa de la legalidad según 
dispone el artículo 214.1 LRJS. Una 
vez devueltos los autos por el Miste-
rio Fiscal con el Informe, que no es 
vinculante para la Sala, ésta decidirá 
si procede o no el señalamiento para 
la celebración de vista que en caso de 
no considerarse necesaria dará lugar 
al señalamiento del día y hora para la 
votación y Fallo.

la sentencia se dictará en el 
plazo de diez días contados desde 
el siguiente a la terminación de la 
vista o a la celebración del acto 
de votación y fallo y los efectos 
y las consecuencias de la estimación 
o desestimación del recurso serán los 
siguientes: 

 – Si se estima el recurso, en to-
dos o en alguno de sus motivos, 
la sentencia casará y anulara la 
recurrida y resolverá conforme a 
derecho, teniendo en cuenta que: 
1) si aprecia la falta de juris-
dicción, competencia o in-
adecuación del procedimiento 
anulará la sentencia y la sentencia 
dejará a salvo el ejercicio de las 
pretensiones ante la jurisdicción 
competente o el procedimiento 
que corresponda (no debiendo 
olvidarse la posible aplicación del 
instituto de la prescripción y la 
caducidad de las acciones de que 
se trate, que no han de perderse 
de vista); 2) si estima el recurso 
por infracciones procesales de 

quebrantamiento de las for-
mas esenciales del procedimien-
to la sentencia ordenará reponer 
las actuaciones al momento en 
que se encontraban las mimas al 
incurrirse en la falta apreciada; 
3) si la infracción fuera sobre 
las normas reguladoras de la 
sentencia, la sentencia que se 
dicte repondrá lo actuado al mo-
mento de dictarla para rectificar 
las deficiencias apreciadas; 4) si 
se estimase cualquiera de los 
motivos del artículo 207, la 
Sala resolverá lo que corresponda 
dentro de los términos del debate; 
5) por último, en cuanto al efec-
to de la estimación del recurso 
de casación el fallo de la sen-
tencia de la devolución de la 
cantidades consignadas y de-
positadas y si el falo condense a 
una cantidad inferior al de la sen-
tencia recurrida se pondrá la devo-
lución parcial de la consignación y 
el deposito se devolverá aunque la 
estimación sea parcial.

 – el efecto de la desestimación 
del recurso confirmará la senten-
cia recurrida en todos sus términos 
y se ordenará la pérdida del depósi-
to y en su caso de la consignación 
judicial, pudiendo imponer las san-
ciones por multa o temeridad en 
esta fase de recurso de casación si 

la Sala apreciase que ha existido y 
debiendo pronunciarse sobre los 
honorarios de letrado.

EL rECUrso DE CAsACIÓn 
PArA UnIFICACIÓn DE 
DoCtrInA

El recurso de casación para la uni-
ficación de doctrina tiene, frente al 
recurso de casación ordinaria o clá-
sica anteriormente expuesto, una ca-
racterística fundamental que lo hace 
diferente y que, como apunta el Ma-
gistrado Luis Gil Suarez11, consiste 
en que en el mismo se exige, como 
presupuesto de recurribilidad, 
que la sentencia recurrida sea 
contradictoria con otra u otras, 
según se establece en el artículo 219 
LRJS, tal como diremos más ade-
lante, siendo lo cierto, como apunta 
Álvarez Sacristán12, que este recurso 
tiene, en su configuración dentro de 
nuestra ley procesal, una clara deli-
mitación conceptual y una precisa y 
concreta finalidad como instrumento 
procesal que trata de solventar la con-
tradicción que, en palabras de Hol-
mes citado por el anterior, suponen 
los pronunciamientos de los jueces 
en la configuración del derecho y la 
inseguridad jurídica y la negación de 
ese mismo derecho que implica tal 
contradicción. 

 
“las resoluciones recurribles son las 
sentencias y resoluciones dictadas 
en única instancia por las salas de lo 
social de la audiencia nacional y de los 
tribunales superiores de justicia”
 

11 GIL SUÁREZ, L.: “La Nueva Ley de Procedimiento Laboral” Estudios homenaje a Luis Enrique de la Villa, Lex Nova, Madrid 2001.

12 ÁLVAREZ SACRISTAN, I.: “Los recursos en la Jurisdicción Social”,  Cuadernos de práctica procesal, Gomylex  2103.



46   Economist & Jurist   

La experiencia y la práctica pro-
cesal (solo hay que examinar la juris-
prudencia y algún estudio que así lo 
apuntaba ya desde la ley anterior13), 
nos dice que es éste un recurso difícil 
en su configuración y desarrollo, das 
las exigencias formales y de conteni-
do que la ley establece y más difícil 
aun en su admisión dados los pronun-
ciamientos restrictivos que la Sala ha 
venido manteniendo al analizar los 
requisitos de admisión en todos los 
casos14.

Competencia y resoluciones 
recurribles

La tiene el Tribunal Supremo para 
conocer de este Recurso. El artículo 
218 LRJS establece qué tipo de re-
soluciones son recurribles a través de 
este recurso de casación especial y 
son las sentencias dictadas por las 
Salas de lo Social de los tribuna-
les Superiores de justicia. 

objeto, finalidad y legitimación

La LRJS establece en su artículo 
219 la finalidad de este recurso, que 
ya la propia jurisprudencia de la Sala 
de lo Social del Tribunal Supremo 
vino concretando al amparo de la nor-
ma la norma procesal anterior y que la 
nueva ley procesal consolida, conside-
rando que el recurso de casación ade-
más de un recurso extraordinario es 
un recurso excepcional, porque con él 
se introduce una excepción al doble 
grado jurisdiccional con los peligros 
que ello comporta de introducir, si no 
se opera con la prudencia debida, el 
tercer grado jurisdiccional como regla 
general15. Y es éste un recurso cuyo 
objeto es la unificación de la doctrina 
con ocasión de sentencias dictadas en 
suplicación por las Salas de lo Social 
de los Tribunales Superiores de Justi-
cia que fueran contradictorias entre sí 
o contradictorias con las de otras Sa-
las de los referidos Tribunales Supe-
riores de Justicia o del propio Tribu-

nal Supremo, respecto de los mismos 
litigantes u otros en idéntica situación 
y en merito a hechos, fundamentos y 
pretensiones sustancialmente iguales 
y se hubiesen alcanzado pronuncia-
mientos diferentes.

Por tanto procede y se puede pro-
ducir: a) entre sentencias dictadas 
en Suplicación por las Salas de lo 
social de los diferentes tribunales 
Superiores de justicia; b) siempre 
que sean contradictorias entre sí o con 
las de otras salas de los diferentes Tri-
bunales Superiores de Justicia o del 
Tribunal Supremo; c) en supuestos en 
que los litigantes sean los mismos 
u otros distintos pero en idéntica 
situación de hechos, fundamentos 
y pretensiones sustancialmente 
iguales; d) cuando los pronuncia-
mientos de las sentencias compa-
radas sean diferentes.

En este sentido el propio Tribunal 
Supremo ha venido estableciendo que 
la contradicción requiere que las reso-
luciones que se comparan contengan 
pronunciamientos distintos sobre el 
mismo objeto (diversidad de respues-
tas judiciales ante controversias sus-
tancialmente iguales), y aunque en 
un principio no se exige una identidad 
absoluta (ello haría prácticamente 
inviable el recurso en la realidad), si 
se exige que se haya llegado a esa di-
vergencia o diversidad en los pronun-
ciamientos de las sentencias compa-
radas, frente a hechos fundamentos y 
pretensiones sustancialmente iguales.

Es importante en este recurso la 
contradicción para que pueda ser uni-
ficada la doctrina entre las diferentes 
sentencias que se citan de los Tribu-

en portada

 
“como novedad frente a la regulación 
procesal anterior se permite al ministerio 
fiscal el planteamiento del recurso en 
defensa de la legalidad, de oficio o a 
instancia de los sindicatos, organizaciones 
empresariales, asociaciones 
representativas de trabajadores autónomos 
o entidades públicas que tengan atribuida 
esa competencia”
 

13 DE LA VILLA, L.E.: ”Puntos críticos del recurso de casación para la unificación de doctrina”.

14 Algunos letrados tenían como práctica  habitual en algunos recursos la de introducir un alegato de admisibilidad previo.

15 Sentencia de la Sala de lo Social del T.S. de 13 de noviembre de 1.992 dictada en el Recurso nº 3320/92.
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nales Superiores de Justicia o del Tri-
bunal Supremo, permitiéndose ahora 
con la nueva Ley procesal alegar como 
doctrina de contradicción la estable-
cida en las sentencias del Tribunal 
Constitucional y la de los Acuerdos 
o Tratados internacionales en mate-
ria de derechos humanos y libertades 
públicas ratificados por España y de 
las sentencias del Tribunal Superior 
de Justicia de las Comunidades Eu-
ropeas16.

En cuanto a la legitimación (artí-
culo 220 LRJS), el recurso lo puede 
preparar cualquiera de las partes 
o el ministerio fiscal, aunque hay 
que tener en cuenta que la legitima-
ción para recurrir no siempre se tiene 
(Artículo 448 LEC). como novedad 
frente a la regulación procesal 
anterior se permite al ministerio 
fiscal el planteamiento del recur-
so en defensa de la legalidad, de 
oficio o a instancia de los sindica-
tos, organizaciones empresaria-
les, asociaciones representativas 
de trabajadores autónomos o en-
tidades públicas que tengan atri-
buida esa competencia, pudiendo 
por tanto plantear el Ministerio Fiscal 
este recurso: a) si no hay doctrina uni-
ficada y sí pronunciamientos distintos 
en la materia de que se trate de inter-
pretación de una mismas normas sus-
tantivas o procesales; b) si se constata 
la dificultad de acceso a la unificación 
de doctrina según los requisitos ordi-
nariamente exigidos o, c) cuando las 
normas cuestionadas por parte de 
los tribunales del orden social sean 
de reciente vigencia o aplicación por 
llevar menos de cinco años en vigor 
en el momento de haberse iniciado 
el proceso de primera instancia y no 
existieran resoluciones suficientes e 

idóneas sobre las cuestiones discuti-
das que cumpliera con los requisitos 
de identidad exigidos.

Procedimiento, formalidades, 
requisitos y plazos. Preparación 
e interposición del recurso de 
casación para unificación de 
doctrina

los requisitos y formalidades 
de la preparación del recurso 
(arts. 220 y 223 LRJS son los siguien-
tes: 1) el plazo para preparar este 
recurso de casación unificador es de 
diez días siguientes a la notificación 
de la sentencia que se recurre; 2) la 
forma en este caso es necesariamen-
te escrita, y durante ese plazo de diez 
días están a disposición los autos en la 
Oficina judicial del Tribunal Superior 
para su examen. Del escrito se deben 
presentar tantas copias como partes 
y designar sede en Madrid, que es la 
sede de la Sala de lo Social del Tri-
bunal Supremo, además de llevar ne-
cesariamente la firma de letrado, que 

además habrá de acreditar la repre-
sentación, en caso de no haber sido 
designado con anterioridad, expresan-
do en todo caso el propósito de forma-
lizar el recurso; 3) el órgano ante el 
cual ha de hacerse es la propia Sala de 
lo Social que dictó la resolución a re-
currir; 4) se precisa la consignación 
judicial en caso de que la resolución 
sea condenatoria a cantidad determi-
nada y en depósito de un importe de 
600 Euros; 5) la norma exige además 
en este escrito que se haga una expo-
sición sucinta de la concurrencia 
de los requisitos legalmente exigi-
dos, que luego en el escrito de inter-
posición deben llevar necesariamente 
un desarrollo y fundamentación más 
amplia, pero que, en este concreto 
momento, ha de contener obligatoria-
mente: a) la determinación del núcleo 
de la contradicción y su alcance, así 
como la divergencia existente entre 
las resoluciones que se citan y com-
paran sobre: la igualdad en hechos, 
fundamentos y pretensiones y la di-
ferencia de pronunciamientos17; b) 
se deben identificar correctamente la 

16 Es igualmente esencial el razonamiento claro sobre la pertinencia del recurso y la fundamentación  del mismo respecto a  las infracciones norma-
tivas que se denuncian.

17 No se trata de desarrollar el recurso en esta fase,  sino de exponer sucintamente la concurrencia de los requisitos  exigidos en el mismo sin que 
quepa tan solo una manifestación de la intención de recurrir, como sucedía en el escrito de preparación del recurso de casación ordinario.
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sentencia o las sentencias que se ci-
tan, fijando los puntos exactos de la 
contradicción. No es sólo la cita de la 
sentencia identificando Sala, Órgano, 
fecha número de recuro y Ponente, 
sino la concreción del núcleo básico 
de la contradicción existente; c) las 
sentencias invocadas como contradic-
torias para la comparación deber ser 
firmes a la fecha de la finalización del 
plazo de interposición del recurso18.

entre los requisitos y forma-
lidades de la interposición del 
recurso (arts. artículos 223 a 226 
LRJS) se establece un plazo co-
mún de quince días para inter-
ponerlo, poniendo a disposición del 
letrado designado los autos durante 
ese tiempo para su examen y entrega. 
Seguidamente se emplazará a las par-
tes para su personación ante la Sala 
de lo Social del Tribunal Supremo en 

un plazo de los diez días siguientes 
(artículo 223.4 LRJS), con fijación 
necesaria de un domicilio en la sede 
del Tribunal Supremo. Esta es la pri-
mera actuación, la de la personación 
de las partes, ante el Tribunal Supre-
mo, efectuándose toda la tramitación 
del recurso hasta ese momento ante la 
propia Sala de lo social del órgano que 
dictó la resolución recurrida.

el escrito de interposición ha 
de contener: a) una relación precisa 
y circunstanciada de la contradicción 
alegada; b) el alcance de la divergen-
cia existente entre las sentencia com-
paradas; c) la posible identidad de la 
situación entre las sentencias que se 
comparan; d) la igualdad sustancial 
de los hechos en las sentencias que 
se comparan; e) La igualdad de las 
pretensiones de las sentencias que se 
comparan; f) la diferencia entre los 

pronunciamientos; g) la concurrencia 
sustancial de la contradicción alegada 
entre las sentencias que se comparan; 
h) el desarrollo jurídico de la concu-
rrencia de la contradicción. Como 
puede verse, no es este un recurso fá-
cil de abordar, se trata de un recurso 
complejo que hace que existan nume-
rosos pronunciamientos de inadmi-
sión en cuanto a la forma de llevarlo 
a efecto, bien por incumplimiento de 
alguna de estas exigencias precep-
tivas. Se exige una fundamentación 
precisa y adecuada de la infracción 
legal cometida en la sentencia que se 
recurre y cuál ha sido el quebranto 
en la jurisprudencia, la expresión por 
separado de los diferentes motivos de 
casación, si es que hay más de uno, 
la pertinencia y fundamentación de 
cada uno de ellos y la cita concreta 
de la infracción o vulneración de las 
normas sustantivas o procesales y la 

18 En definitiva en el escrito de preparación se tiene que  delimitar el planteamiento del recurso, identificando el núcleo básico de la contradic-
ción y el alcance de la divergencia planteada. Presentado así el escrito de preparación si cumple los requisitos exigidos se tendrá por preparado 
mediante resolución, que no tiene recurso, aunque en el trámite de impugnación se pueda oponer la inadmisión  ante la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo. 
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invocación de la jurisprudencia que 
se estime aplicable. De las sentencias 
que se hayan alegado como contra-
dictorias en la preparación sólo pue-
de invocarse una por cada punto de 
contradicción y que debe elegirse ne-
cesariamente de entre las designadas 
en el escrito de preparación, debiendo 
acreditarse además en esta fase la fir-
meza de la misma con la certificación 
de la sentencia conteniendo ese deta-
lle en el momento de la interposición. 

El Tribunal Supremo también pue-
de apreciar causas de inadmisión 
del recurso; la falta de requisitos 
procesales insubsanables; la falta de 
contenido casacional y el haberse 
desestimado en el fondo otros recur-
sos sustancialmente iguales. Decla-
rada la admisión se dará traslado a la 
parte o partes personadas para que 
formalicen la impugnación en un pla-
zo de diez días, plazo durante el cual 
quedaran los autos a disposición del 
letrado designado para su examen. 
Se dará traslado a continuación al 
Ministerio Fiscal para que informe, 
de manera no vinculante, sobre la 
procedencia o improcedencia del re-

curso. No procederá cuando sea el 
Ministerio Fiscal el que interponga el 
recurso. Tras la deliberación, votación 
y fallo, los pronunciamientos de la 
sentencia que se dicte pueden ser: 
de estimación del recurso inter-
puesto, en cuyo caso declarará que 
la sentencia recurrida ha quebrantado 
la unidad de doctrina, casando y anu-
lando aquella con los pronunciamien-
tos oportunos ajustados a derecho y 
resolviendo lo que proceda respecto 
las consignaciones y depósitos, costas 
honorarios y multas; y de desesti-
mación del recurso, por considerar 
que la sentencia recurrida contiene 
la doctrina correcta, en cuyo caso se 
confirmará la sentencia recurrida con 
pérdida del depósito para recurrir y de 
la consignación efectuada con imposi-
ción de la costas a la parte recurrente, 
incluidos los honorarios de letrado de 
la parte contraria, que no pueden su-
perar en importe los 1.800 euros. 

conclusionEs 

Con carácter general, resulta claro 
que la casación se ha venido confi-

gurando como una vía para garantizar 
una correcta y uniforme aplicación 
de la ley, con la finalidad primordial 
de obtener seguridad jurídica y, en 
gran medida también, para tratar de 
mantener la igualdad en la aplicación 
del derecho a los justiciables, por lo 
que parece que en esta sede se hace 
prevalecer ese interés general sobre 
el interés privado, por mucho que 
este último resulte pueda resultar y 
de hecho resulte afectado por el re-
sultado de la sentencia en uno u otro 
sentido. Lo que también se produce 
en nuestro orden jurisdiccional so-
cial en cuanto a las finalidades de 
este concreto recurso, que como he-
mos expuesto, ha experimentado no 
obstante una serie de novedades con 
la entrada en vigor de la nueva Ley 
procesal que de alguna forma intro-
ducen elementos tendentes a cali-
brar y equilibrar ambas finalidades, 
a agilizar su tramitación y a suavizar 
las enormes restricciones de acceso 
al recurso que fomentaban las deci-
siones de inadmisión por las resolu-
ciones jurisprudenciales, sobre todo 
en el recurso de casación para la uni-
ficación de doctrina. 
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modelo eScRito de pRepaRación de RecURSo de caSación 
paRa Unificación de doctRina 

Rec. Suplicación nº ___
Sentencia nº ____
tSj de la comunidad de ____
autos nº ___ j.S. nº ____

a la Sala de lo Social del
tRibUnal SUpeRioR de jUSticia de la comUnidad aUtónoma de::::::::::::::::::::

D._________________, Letrado,   actuando en representación de la empresa_________________________, 
según tiene acreditado en el procedimiento al margen referenciado sobre __________, seguido a instancia 
de D.___________________, contra mi representada,   ante  esta Sala comparece y, como mejor proceda 
en Derecho,

dice

1. Que en fecha  _________________ le  ha sido notificada sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de _________________ de fecha_________________, 
dictada en el procedimiento al margen referenciado, y desestimatoria del recurso de suplicación forma-
lizado por esta parte que confirma la sentencia de instancia.

2. Que no conforme con la misma, dicho sea con el debido respeto y en términos de defensa, vengo a pre-
parar contra la misma RecURSo de caSación paRa la Unificación de doctRina, 
debiendo servir el presente escrito de preparación del mismo, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 218 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social en relación con el artículo 221 de la misma 
Ley, y dentro del plazo señalado por el artículo 220, siempre de la indicada  Norma procesal.

3. A tal efecto, esta parte considera que la sentencia recurrida, dictada por la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de _________ de fecha _______________ es contradictoria con las sentencias de 
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de la Comunidad ____________, Sentencia número ----/--- de 
---- de -----, dictada en el recurso de suplicación núm. ____, Ponente la  Ilma. Sra. ______________ 
y sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de _______, Sentencia de fe-
cha _________, dictada en el recurso de suplicación número__________, Ponente  el Ilmo. Sr. D. 
___________________.

4. Respecto a la concurrencia de los requisitos exigidos se procede a exponer sucintamente su existencia,  
tal como establece el artículo 221 de la vigente LRJS:

 - identidad de situación de los litigantes, igualdad sustancial de los hechos, fundamentos 
y pretensiones. 

En el supuesto de la sentencia contra la que se recurre como en las sentencias de contraste, nos 
hallamos ante una situación de identidad tal que 

en portada
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En el supuesto de la sentencia contra la que se recurre _________________

Idénticos hechos, fundamentos y pretensiones concurren en las sentencias de contraste. También 
se trata de

 - núcleo de la contradicción.

Y el núcleo de la contradicción antes esta identidad sustancia reside en _____________ 

 - pronunciamientos distintos: 

La  sentencia  recurrida estima  que __________mientras las sentencias  de contraste de  fecha 
__________del Tribunal Superior de Justicia de ________ y  del Tribunal Superior de Justicia de  
______________ por el contrario, una vez analizado _____________determina _____________.

Por lo expuesto esta parte considera que la sentencia que se recurre infringe los artículos  ____________.

A este respecto y con los debidos respetos, la sentencia impugnada establece con error, que 
___________________ 

Por lo expuesto,

SUplico a la Sala de lo Social del tRibUnal SUpeRioR de la comUni-
dad aUtonoma de ::::::::::::::::::::: que, teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo, y 
en su virtud, tenga por preparado en tiempo y forma RecURSo de caSación paRa la Uni-
ficación de doctRina contra la sentencia de esta Sala, de fecha ______________,recaída en el 
Recurso de suplicación nº_____, y previos los trámites oportunos  se sigan las actuaciones establecidas en 
los artículo 222 y siguientes de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social

Es Justicia que pido en____________, a __________ de_________ de 

otRoSí digo, que al presente escrito se acompaña resguardo acreditativo de haberse ingresado el 
depósito legalmente exigible de 600 euros, así como la consignación objeto de condena de ____________
en concepto ___________.

En base a lo anterior

SUplico a la Sala, se  tenga por efectuadas las anteriores manifestaciones   a los efectos legales 
procedentes. 

Es Justicia que reitero en el lugar y fecha indicados

Fdo: El Letrado  
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derecho
civil

LOS MEDIOS DE IMPUGNACIóN 
DE UNA SENTENCIA EN UN 
PROCESO CANóNICO DE NULIDAD 
MATRIMONIAL: EL RECURSO 
DE APELACIóN 

 

oscar castañón bayón y josé mariano benavente gonzález.

Habitualmente, una sentencia se presume ajustada a Derecho. No obstante, resulta inevitable que, en 
alguna ocasión, adolezca de vicios que afecten a su validez o su injusticia, en igual medida que puede 
suceder en otros actos procesales. Con el fin de intentar poner remedio a tales situaciones, el Derecho 
de la Iglesia reconoce la posibilidad de impugnar la sentencia a través de diferentes formas.

Ya el Codex de 1917, denominaba esta cuestión como “Remedios Jurídicos contra la Sentencia”, reco-
nociendo, como es obvio, que la actividad de los jueces puede estar sometida a la posibilidad del error y 
que existe un derecho de toda persona consistente en obtener una sentencia válida y justa. En el vigen-
te Código, el término utilizado para concretar lo anterior se denomina “Impugnación de la sentencia”.

En el Ordenamiento Canónico vi-
gente, tanto en el Código de Derecho 
Canónico, como en la Instrucción 
Dignitas Connubii, se dispone una 
detallada normativa sobre los diversos 
modos de impugnación y sus proce-
dimientos correspondientes. Efectiva-
mente, el título viii del código de 
derecho canónico “De la impugna-
ción de la Sentencia”, regula las for-
mas de impugnación tendentes a 

remediar aquellas sentencias que 
adolezcan de algún vicio que ha-
gan distanciar dichas resolucio-
nes de la defensa de la verdad y 
del respeto a la realidad de las 
cosas.

 
dependiendo de la naturale-

za de los vicios que adolezca la 
sentencia, el legislador canónico ha 
establecido diferentes cauces de 

impugnación que, a continuación, 
citaremos brevemente:

 – querella de nulidad (can. 1619-
1627, arts. 269-278) para aquellas 
sentencias viciadas por nulidad sa-
nable o insanable. Dicha nulidad 
sanable o insanable dependerá de 
la entidad de los vicios intrínsecos 
o extrínsecos que afectan a la sen-
tencia.
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 – apelación, de la cual hablaremos 
detalladamente más adelante (arts. 
279-289).

 – El recurso extraordinario de 
revisión (arts. 290-294). para 
el ordenamiento canónico, 
en principio, las causas sobre 
el estado de la persona nunca 
pasan a cosa juzgada1. Sentado 
lo anterior, se admite excepcional-
mente que se puedan impugnar 
esas sentencias, en cualquier tiem-
po, siempre que se cumplan deter-
minados requisitos que no vamos 
a detallar por no dispersarnos del 
objeto del presente artículo.

 – La Restitución “in integrun”, 
establecida en el canon 1645 y si-
guientes, siendo un remedio jurídi-
co para impugnar la sentencia 
que haya pasado a cosa juzga-
da, si consta fehacientemente 
su injusticia. No es de aplicación 
a las causas matrimoniales porque, 
éstas, nunca pasan a cosa juzgada, 
de conformidad con el canon 1643.

De forma enunciativa, se han ex-
puesto brevemente los remedios jurí-
dicos que el Derecho de la Iglesia ha 
establecido para que todo fiel pueda 
ejercer su derecho a una sentencia. A 

continuación, y por ser el más utiliza-
do, pasaremos a describir, en la medi-
da de lo posible, el recurso de apela-
ción en el procedimiento canónico de 
nulidad matrimonial.

breves aspectos sustantivos del 
recurso de apelación contra una 
sentencia dictada en un procedi-
miento de nulidad canónica.

 
La apelación, de conformidad con 

el c. 16282, es un recurso ordinario 
con el que el perjudicado por una 
sentencia pretende conseguir de un 
juez superior la reforma de la decisión 
judicial que tomó contra él un juez in-
ferior. El recurso de apelación viene 
regulado en los cánones 1628 a 1640 
y en los arts. 279 a 289 de la Dignitas 
Connubii.

La apelación es un medio de im-
pugnación cuya naturaleza es la de ser 
un verdadero derecho de los fieles a 
acceder a los tribunales y obtener de 
ellos una resolución que sea conforme 
a la verdad y que restablezca la jus-
ticia, de tal modo que el tribunal su-
perior realizará un nuevo examen de 
todo lo actuado en la causa.

la apelación se dirige contra el 
contenido de la resolución, resolu-
ción que se cree injusta, y de la que 
se deriva un perjuicio, un gravamen.

 
¿Quién puede apelar? Según el ca-

non 1628, tienen legitimación para 
apelar: la parte que se considera 
perjudicada, el promotor de jus-
ticia y el defensor del vínculo en 
ciertas causas. 

legislación

www.bdifusion.es

•	 Instrucción Dignitas Connubii. Qué deben observar los tribunales 
diocesanos e interdiocesanos al tratar las causas de nulidad de ma-
trimonio.

•	 Código de Derecho Canónico (Iglesia Católica romana). (Legislación 
General. Marginal: 98147).

1 Cánon 1643: Nunca pasan a cosa juzgada las causas sobre el estado de las personas, incluso las de separación de los cónyuges.

2 Cánon 1628: La parte que se considera perjudicada por una sentencia, así como el promotor de justicia y el defensor del vínculo en las causas que 
requieren su presencia, tienen derecho a apelar al juez superior contra la sentencia, quedando a salvo lo que prescribe el c. 1629.
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En relación a las partes legitimadas 
para apelar, merece la pena hacer una 
necesaria desviación del tema para re-
ferir que, en el vigente Ordenamiento 
Canónico, el defensor del vínculo no 
viene obligado a apelar, esta “no obli-
gación” tiene su origen en la propia mi-
sión de esta figura, y que es la de pro-
poner y manifestar todo aquello que 
pueda aducirse razonablemente en de-
fensa del vínculo (can. 1432, arts. 53 § 
1, 56 § 3), asumiéndose en el derecho 
positivo de la Iglesia la rotunda ense-
ñanza de Pio XII de que todos los que 
intervienen en el proceso canónico, y por 
tanto, el defensor del vínculo, tienen que 
orientar su actividad en el único sentido 
de cooperar a la averiguación de la ver-
dad3. Y esto viene a colación porque, en 
la anterior regulación, el defensor del 
vínculo tenía la obligación de apelar 
siempre, dentro de plazo hábil, con-
tra la primera sentencia que hubiere 
declarado la nulidad del matrimonio. 
Sin embargo, en sustitución de la an-
tigua obligación que tenía el defensor 
del vínculo de apelar aquella primera 
sentencia declarativa de la nulidad del 
matrimonio, el actual Código estable-
ció la obligación del tribunal, que dictó 
esa primera sentencia afirmativa, de 
elevarla de oficio al tribunal superior4.

 
Se prevé un régimen de sustitu-

ción post mortem para el caso de 

que se produzca el fallecimiento 
de uno de los cónyuges durante la 
tramitación de la causa. Así pues el 
otro cónyuge, u otro interesado, en par-
ticular los herederos del finado o su su-
cesor, estarán también legitimados para 
interponer y proseguir la apelación. Este 
régimen de sustituciones viene definido 
en los cánones 1675§ 1 y 2 y 1518.

no todas las resoluciones son 
apelables, es decir, la apelación en 
el proceso canónico no se confi-
gura como un derecho absoluto 
e ilimitado. En el cánon 1629 y el 
art. 280 de la Instrucción Dignitas 
Connubii, se establece una relación 
cerrada de resoluciones no suscep-
tibles de apelación, y que pasamos a 
enumerar:

 – La sentencia del mismo Sumo Pon-
tífice o de la Signatura Apostólica.

 – La sentencia que adolece de vicio 
de nulidad, a no ser que la apela-
ción se acumule con la querella de 
nulidad de acuerdo con el canon 
1625.

 – La sentencia que ha pasado a cosa 
juzgada.

 – El decreto del juez o sentencia in-
terlocutoria que no tengan fuerza 

de sentencia definitiva, a no ser 
que se acumule con la apelación 
contra la sentencia definitiva.

 – La sentencia o decreto en una cau-
sa que, según el derecho, debe diri-
mirse con la mayor rapidez posible.

Por supuesto, existe una explica-
ción a cada una de las excepciones 
anteriormente relacionadas, aunque 
consideramos que por su extensión y 
su naturaleza, no tienen adecuado en-
caje en el presente artículo.

aspEctos procEsalEs dE la 
apElación

El canon 1630 dispone que la ape-
lación ha de interponerse ante el 
juez que dictó la sentencia5, en el 
plazo de quince días útiles, siendo 
éste perentorio y por tanto improrroga-
ble. Este plazo comienza el primer día 
hábil siguiente al día en el que se tuvo 
conocimiento de la publicación de la 
sentencia, de conformidad con el ca-
non 203 § 1, y si el plazo finalizara en 
día feriado, el plazo se prorroga hasta 
el primer día siguiente no feriado (ca-
non 1467). Se trata de un plazo con-
tinuo en su transcurso, de modo que 
una vez comenzado, no se interrumpe; 
y en él se computan los días feriados 
que ocurrieran durante su transcurso. 
No obstante lo anterior, existe la po-
sibilidad excepcional de interpo-
ner la apelación una vez transcu-
rrido el plazo, según lo dispuesto en 
el canon 1637, cuando la apelación 
del actor aprovecha también al de-
mandado y viceversa, y cuando una 
parte apele sobre algún capítulo de la 

 
“tienen legitimación para apelar: la parte 
que se considera perjudicada, el promotor 
de justicia y el defensor del vínculo en 
ciertas causas”
 

3 Piux XII, “Alocutio ad Praelatos Auditores ceterosque Officiales et Administros Tribunalis Sacrae Romanae Rotae necnon eiusdem Tribunalis Ad-
vocatos et Procuratores, 2 octobris 1944” AAS 36 (1944) 284-85.

4 Canon 1682 § 1: La sentencia que declara por vez primera la nulidad de un matrimonio, junto con las apelaciones, si las hay, y demás actas del 
proceso, debe transmitirse de oficio al tribunal de apelación dentro del plazo de veinte días a partir de la publicación de la sentencia.

5 Resulta pacífica la admisibilidad de la apelación, con carácter excepcional,  directamente ante el Tribunal superior, siempre que exista una causa 
de peso que lo justifique, tal como que el juez a quo se niegue a recibir la apelación sin fundamento.
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sentencia, la parte contraria, aunque 
hubiera transcurrido el plazo fatal para 
apelar, puede hacerlo incidentalmente 
sobre otros capítulos de la sentencia, 
dentro del plazo perentorio de quince 
días desde que se le notificó la apela-
ción principal.

puede ocurrir que las partes 
apelen a un tribunal diferente, 
para lo cual, el código prevé en el 
canon 1632 § 2, que en este caso, y 
siempre que ambos sean efectivamen-
te competentes, conocerá de la cau-
sa el tribunal de mayor jerarquía o 
dignidad, a no ser que uno de ellos ya 
hubiese hecho suya la causa mediante 
la citación a la parte apelada6. 

La apelación puede interponerse 
por escrito, de forma sucinta y sin ne-
cesidad de expresar ni el fundamento 
factico ni el mérito de la misma (art. 
281 § 1 de la Dignitas Connubii); no 
obstante, también se permite la inter-
posición oral de la apelación, siempre 
que se deje constancia de ello por 
escrito por parte del notario en pre-
sencia del apelante (art.281 § 3, can. 
1630 § 2).

 
El deseo de apelar debe de ser ra-

tificado mediante la prosecución de 
la apelación ante el juez ad quem. El 
plazo que se tiene para la prosecución 
de la apelación es de un mes desde 
que el tribunal, mediante decreto, 
declaró interpuesta la apelación. Aun-
que también nos encontramos con un 
plazo perentorio, el art. 284 § 1 y el 
canon 1633, autoriza a que el juez a 
quo pueda fijar un plazo más amplio, 
con el fin de facilitar el derecho de 
apelación. Esta potestad discrecional 
del juez no resulta infrecuente. El 

plazo otorgado, en este supuesto, es 
también útil y continuo desde que el 
apelante tuviera noticia de que el juez 
a quo recibió la apelación.

El art. 285 § 1 de la Dignitas (ca-
non 1634 § 1) determina que para 
la prosecución de la apelación, basta 
con que la parte invoque la interven-
ción del juez superior para corregir la 
sentencia impugnada. Se hace nece-
sario, por tanto, acompañar una copia 
de ésta, con indicación genérica de 
las razones por las que se apela. Lo 
lógico es que, la parte apelante, tra-
te de argumentar de la mejor forma 
porqué ha sufrido un gravamen, por lo 
que parece lógico que no se aquiete 
a mostrar una sucinta relación de las 
causas que generan la injusticia, que 
es el requisito mínimo que dispone el 
Ordenamiento Canónico, y trate de 
mostrar profusamente los argumentos 
que motivan la apelación, todo ello 
dirigido a la mejor defensa de sus in-
tereses.

la apelación, salvo que se diga 
otra cosa en la interposición del recur-
so, o en su prosecución, se entiende 
dirigida contra todos los capítu-
los de conformidad con el canon 
1637 § 4. Resulta interesante poner 
de manifiesto que, de conformidad 
con el canon 1683, en el momento 
de la prosecución de la apelación se 

pueden introducir nuevos capí-
tulos de nulidad, aunque, eso sí, al 
tratarse de nuevas acciones, quien los 
proponga deberá cumplir los requisi-
tos para la admisión de una deman-
da dispuestos en los cánones 1502 y 
1504.

cuando no se introducen nue-
vos capítulos de nulidad, tras la 
prosecución de la apelación, se tra-
mitará, con las oportunas adapta-
ciones, de forma semejante a la 
primera instancia, con la necesaria 
notificación a todas las partes de di-
cha prosecución, señalándose en este 
acto el plazo para la litiscontestación, 
fijándose la fórmula de dudas de con-
formidad con el canon 1639, en el 
sentido de si la sentencia anterior se 
confirma o bien se reforma en todo o 
en parte.

Tras la contestación, se inicia el 
período de prueba, donde las partes 
podrán proponer las pruebas que a su 
derecho convengan, aunque con las 
prescripciones del canon 1600 sobre 
admisión de pruebas cuando se ha de-
cretado la conclusión de la causa.

Respecto a los efectos de la ape-
lación, además del efecto devoluti-
vo, consistente en que el conocimien-
to de la causa se traslada del juez a 
quo al juez ad quem, para que éste la 

 
“no todas las resoluciones son apelables, 
la apelación en el proceso canónico no 
se configura como un derecho absoluto e 
ilimitado”
 

6 En el caso español, al contar con la particularidad de tener el privilegio del Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica en España, cuando 
una parte apele a la Rota Romana y la otra a la Rota Española, corresponde a la primera tratar la causa, a menos que la Rota Española hubiere ya 
comenzado legítimamente a tratar la apelación, circunstancia que no podrá producirse cuando los plazos para interponer la apelación no hayan 
aún transcurrido o cuando, transcurridos dichos plazos, tenga noticia de la apelación interpuesta ante la Rota Romana. Art. 38, 2 de las Normas 
orgánicas y procesales del Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica de España.
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“la sentencia dictada en apelación que 
confirma la sentencia de la primera 
instancia, sea ésta a favor o en contra de 
la nulidad, no es recurrible”
 

juzgue en un grado diferente al grado 
en el que fue juzgada, la apelación 
tiene efecto suspensivo, expresado 

en la imposibilidad del juez pueda 
proceder a la ejecución definitiva de 
la sentencia de conformidad con el 

canon 1638, este efecto suspensivo 
impide que la resolución adquiera la 
firmeza propia de la cosa juzgada o en 
las causas de estado de las personas, 
la equivalente de la cosa casi juzgada 
(canones 1650 § 1; 1641-1644).

El canon 1635 declara abandona-
da la apelación una vez transcurridos 
inútilmente los plazos fatales para 
la ésta, y el canon 1636 reconoce el 
derecho del apelante a renunciar a la 
misma. Para ejercer la renuncia, ésta 
debe de regirse por lo establecido en 
el canon 1524, siendo los efectos de 
este paso procesal, los mismos que 
produciría la caducidad, eso sí, con 
la obligación del renunciante a pagar 
aquellos actos a los que ha renuncia-
do (canon 1525).

la sentencia dictada en ape-
lación que confirma la sentencia 
de la primera instancia, sea ésta 
a favor o en contra de la nulidad, 
no es recurrible. Lo anterior, claro 
está, se refiere a siempre que la sen-
tencia sea válida, ya que de lo contra-
rio, si la resolución tuviera algún 
vicio de nulidad, cabría interpo-
ner querella de nulidad contra la 
misma. 
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modelo de eScRito de pRoSecUción de la apelación contRa la 
Sentencia negativa dictada en pRimeRa inStancia

nUlidad…/…

al veneRable tRibUnal (al competente paRa conoceR la apelación)

Don… Procurador de los Tribunales en nombre y representación de Dña.…según acredito con el man-
dato procuratorio que se aporta como Documento n° 1, prosigue ante este Tribunal (el competente) el 
RECURSO DE APELACIÓN que fue interpuesto y admitido ante el Tribunal eclesiástico del Obispado 
de……. de fecha...contra la sentencia de fecha…

Los motivos en que se fundamenta esta apelación son los siguientes:

1. La FORMULA DE DUDAS se concretó de la siguiente forma:…

2. En el análisis detallado de los autos, una vez examinadas las pruebas aportadas por las partes, encontra-
mos un hecho básico (o varios) por el que no existió en esta pareja una real y deseada comunidad total 
de vida y amor, que es el matrimonio, y es ………(se pasan a relatar aquellos hechos y circunstancias 
relevantes en los que se fundamenta la apelación).

En su virtud,

SUplico al veneRable tRibUnal  (al competente), se sirva admitir este escrito de prose-
cución de la apelación.

otRoSí digo: Que esta parte, en cumplimiento de lo preceptuado en el canon 1634 del Código 
de Derecho Canónico, aporta copia auténtica de la sentencia recurrida así como el Decreto  por el que el 
Tribunal “a quo” da por presentada/recibida la interposición de la apelación.

En…, a… de…. de...

 

   Firma de Abogado   Firma de Procurador
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El caso

supuesto de hecho

A Coruña, 13/12/2006.

Don Pedro y Doña Maria, pareja de 
hecho con un hijo en común, acorda-
ron judicialmente de mutuo acuerdo 
las medidas paternofiliales que fueron 

aprobadas a través de sentencia de fe-
cha 13 de diciembre de 2006, consis-
tentes en atribuir la guarda y custodia a 
la madre y el pago mensual en concep-
to de alimentos por parte del padre de 
doscientos euros. 

Sin embargo, Don Pedro o no abona 
las cantidades a las que está obligado 
o lo hace parcialmente, adeudando 

en el momento de presentación de la 
demanda de ejecución la cantidad de 
quinientos cuarenta euros.

1.2. objetivo. Cuestión planteada

El cliente es Doña María, y su obje-
tivo es que el padre de su hijo le ingre-
se la pensión de alimentos.

1.3. La estrategia. solución 
propuesta

La estrategia del abogado es apro-
vechar que Don Pedro está trabajando 
para que el Juez apruebe un embargo 
de su nómina.

El procEdimiEnto judicial

orden jurisdiccional: Civil.

juzgado de inicio del procedi-
miento: Juzgado de Primera Instancia 
de A Coruña.

tipo de procedimiento: Deman-
da Ejecutiva.

DEMANDA DE EJECUCIóN POR IMPAGO 
DE PENSIóN DE ALIMENTOS 

www.ksolucion.es 
info@ksolucion.es

suMario
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resolución 
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fecha de inicio del procedi-
miento: 11/03/2008.

 

2.1. Partes

demandante: Doña María.

demandado: Don Pedro.

2.2. Peticiones realizadas

la parte demandante en su de-
manda solicita:

 – Que se despache ejecución en 
cuantía suficiente para atender el 
pago de quinientos cuarenta euros 
con veinte céntimos de principal 
más los intereses, gastos y costas 
que se devenguen.

 – Ampliar automáticamente la eje-
cución a los plazos vencidos y no 
pagados de conformidad con el ar-
tículo 578 de la Ley de Enjuicia-
miento civil.

 – Se acuerde retener mensualmen-
te de la nómina, que percibe Don 
Pedro, la suma de doscientos ocho 
euros con cuarenta céntimos a la 
que asciende la pensión de ali-
mentos.

 – Expresa imposición de costas de la 
ejecución al ejecutado.

la parte demandada:

 – No se persona en el procedimiento.

2.3. Argumentos

la parte actora en su demanda 
fundamenta sus peticiones en los 
siguientes argumentos:

 – Al existir una sentencia judicial 
que aprueba la pensión de alimen-
tos del menor y según lo dispuesto 
en la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
la demanda ejecutiva podrá limitar-
se a la solicitud de que se despache 
la ejecución, identificando la sen-
tencia o resolución cuya ejecución 
se pretenda.

 – Además, la ejecución se tiene que 
ampliar a todas las mensualidades 
que se devenguen durante el pro-
cedimiento.

2.4. normativa

parte demandante:

procedimiento:

 – Ley 1/2000, de 7 de enero, de En-
juiciamiento Civil (art. 23.1, 539.1, 
545.1, 571 a 583, 776).

fondo:

 – Ley 1/2000, de 7 de enero, de En-
juiciamiento Civil (art. 394, 549.2, 
578.1). 

2.5. Documentación

La parte demandante en su deman-
da aportó los siguientes documentos:

 – Copia testimoniada de Convenio 
Regulador.

 – Copia testimoniada de sentencia 
de Juzgado.

2.6. Prueba

En la demanda se solicitó se acor-
dase admitir la documental y que se 
librase atento oficio al centro de traba-
jo del ejecutado para que se informase 
del salario que mensualmente percibe, 
número de pagas extras, que percibe, 
importe al que asciende cada una de 
ellas, certificándose asimismo si per-
cibe alguna otra cantidad en concepto 
de comisiones, dietas... y se acuerde 
retener de dicha nómina las cuotas y 
plazos que Su Señoría estime conve-
nientes hasta la completa satisfacción 
de las sumas adeudadas.

Las pruebas fueron aceptadas en el 
Auto que admitió la demanda a trámite.

2.7. resolución Judicial

fecha de la resolución judicial: 
11/04/2008.

fallo o parte dispositiva de la 
resolución judicial: El Juzgado de 
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Primera Instancia dictó auto por él 
se despacha ejecución frente a Don 
Pedro, por la cantidad de 540, 20 
euros de principal, más la cantidad 
de 162,06 euros calculados para in-
tereses, costas y gastos de ejecución. 
Se declara embargado el sueldo que 
percibe Don Pedro para haber frente 
a las pensiones alimenticias futuras y 
atrasadas. Se acuerda librar oficio a la 
empresa de Don Pedro a fin de retener 
mensualmente la cantidad actualizada 
de 208,40 euros, más una cantidad 
adicional y mensual según límites del 
artículo 607 Ley Enjuiciamiento Civil. 
Ingrésese dicha cantidad los cinco pri-
meros días de cada mes en la cuenta 
designada por Doña María.

fundamentos jurídicos de la 
resolución judicial: El auto se fun-
damenta en el artículo 776 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil que deter-

mina al progenitor que incumpla de 
manera reiterada las obligaciones de 
pago de cantidad que le correspondan 
se le podrá imponer multas coercitivas 
sin perjuicio de hacer efectivas sobre 
su patrimonio las cantidades debidas 
y no satisfechas.

jurisprudEncia rElacionada 
con El caso

 – Sentencia de la Audiencia Pro-
vincial de Cádiz, nº res.387/2013 
de 17/07/2013. bdi econo-
mist & jurist. civil. marginal 
2437042.

 – Sentencia de la Audiencia Pro-
vincial de Zaragoza - 102/2012 
- 28/02/2012. bdi econo-
mist & jurist. civil. marginal 
2382770.

documEntos jurídicos

documentos disponibles en:
www.ksolucion.es 
nº de caso: 4308 
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al jUzgado de pRimeRa inStancia nUmeRo __ de coRUña.

Doña ______, Procuradora de los Tribunales, en nombre y representación de Doña _________, según 
se acredita en designación efectuada en los Autos sobre Guarda y Custodia Nº___, bajo la dirección letrada 
de Doña ______, colegiada número ______ del Ilustre Colegio Provincial de A Coruña, ante este Juzgado 
comparezco y, como mejor proceda en derecho DIGO

Que por medio de este escrito y en la representación que ostento formulo DEMANDA DE EJECU-
CION derivada de los Autos de Guardia y Custodia nº ____ al amparo del art. 517 y siguiente de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil 1/2000, contra Don _____, con NIE ______, cuyo domicilio a efectos de notificacio-
nes se fija en la empresa _______, sita en A Coruña, _____ en base a los siguientes

hechoS

pRimeRo. En fecha ___ se interpuso por mi representada demandada demanda de adopción de 
medidas paterno filiales contra Don ____, tramitada ante este Juzgado al que me dirijo, bajo el número de 
Autos ________.

En la citada demanda se solicitaba entre otros extremos, el establecimiento de la obligación a cargo del 
Sr. ______ de abonar mensualmente la cantidad de cuatrocientos euros dentro de los cinco primeros días 
de cada mes en concepto de pensión alimenticia a favor de su hijo _______.

Igualmente se recogía que tal cantidad sería actualizable anualmente con efectos de primero de cada año 
conforme a las variaciones que experimente el IPC emitido por el Instituto Nacional de Estadísticas, así 
como los gastos extraordinarios del hijo serían abonados al cincuenta por ciento entre ambos progenitores.

SegUndo. El _______ fue dictada sentencia por el Juzgado de Primera Instancia número ____ de A 
Coruña en cuya virtud se acordaba entre otras medidas la obligación del ejecutado de abonar en concepto 
de pensión alimenticia la suma de 200 € mensuales, pagaderas por mensualidades en la cuenta abierta en 
_______, nº ____, cantidad que se actualizará actualmente conforme al índice de precios al consumo fijado 
por el Instituto Nacional de Estadística u Organismo competente que lo sustituya.

Se aporta como documento número uno copia testimoniada de convenio regulador de fecha _______ y 
sentencia de ese Juzgado de 13 de diciembre.

teRceRo. Que Don ______, desde la fecha de la sentencia anteriormente referida, o no abona la suma 
fijada en concepto de pensión alimenticia a favor de su hijo ____, o lo hace parcialmente, efectuando fuera del 
plazo convenido pagos en efectivo de pequeñas cantidades que no llegan a cubrir los doscientos € mensuales.

Así mismo, el demandado no ha procedido a actualizar la pensión alimenticia en enero de 2008 confor-
me a la variación anual del IPC emitida por el Instituto Nacional de Estadísticas, debiendo abonar men-
sualmente la cantidad actualizada de 208,40 €, resultante de aplicar a la pensión alimenticia inicial fijada 
en 200 € el incremento experimentado por el IPC de _________ y que es de un 4,2%.

cUaRto. Es por ello que interesa al Derecho de esta parte poner en conocimiento del Juzgados que se 
adeuden cantidades derivadas de las mensualidades de septiembre de 2007 y enero, febrero y marzo de 2008, 
contraviniendo lo preceptuado lo acordado por este Juzgado en Sentencia de 13 de Diciembre de 2007.
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Así, en el mes de septiembre __ debería haber satisfecho, la cantidad de doscientos euros (200,40 €), no 
habiendo abonado cantidad alguna, debe DOSCIENTOS EUROS (200 €).

En el mes de enero de 2008 debería haber satisfecho, la cantidad de doscientos ocho euros con cuarenta 
céntimos (208,40 €), abonando, sin embargo, el importe de ochenta euros (80 €) abonando sin embargo, 
el importe de cien euros (100 €), por lo que debe CIENTO OCHO EUROS CON CUATRENTA CEN-
TIMOS (108,40 €).

En el mes de febrero de 2008 debería haber satisfecho la cantidad de doscientos ocho euros con cuaren-
ta céntimos (208,40 €) abonando, sin embargo, el importe de cien euros (100 €), por lo que debe CIENTO 
OCHO EUROS CON CUATRENTA CENTIMO (108,40 €).

En el mes de marzo de 2008 debería haber satisfecho la cantidad de doscientos ocho euros con cuarenta 
céntimos (208,40 €) abonando, sin embargo, el importe de cien euros (100 €), por lo que debe CIENTO 
OCHO EUROS CON CUATRENTA CENTIMO (108,40 €).

A tenor de lo expuesto, el demandado adeuda en concepto de pensión de alimentos la cantidad de 
QUINIENTOS CUARENTA EUROS CON VEINTE CENTIMOS (540,20 €) más los intereses que se 
devenguen hasta la sentencia.

qUinto. Se señala como bien a embargar propiedad del demandado:

 - Parte proporcional de la cantidad de salario que percibe hasta la completa satisfacción de la suma 
adeudada a mi representante.

A tales hechos resulta de aplicación los siguientes.

fUndamentoS de deRecho

i. competencia. Es competente el Juzgado al que me dirijo en virtud de lo dispuesto en el art. 
545.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil a tenor del cual cuando el titulo objeto de ejecución es una reso-
lución judicial, será competencia del Juzgado que conoció del asunto en Primera Instancia.

ii. pRocedimiento. Se tramitará conforme a lo dispuesto en el art. 571, siguiente y concordante 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, con las especialidades del artículo 776 del mismo cuerpo legal.

iii. RepReSentación y poStUlación pRoceSal. Es preceptiva la intervención en este 
tipo de procesos asistidos de abogados y representados por procuradores, tal como lo dispone el art. 539.1 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, en relación con el artículo 23.1 del mismo cuerpo legal.

iv. capacidad. La capacidad de las partes para entablar la presente relación jurídico procesal se 
fundamenta en lo dispuesto en el art. 6 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000.

Están legitimadas ambas partes pasiva y activamente en cuanto deudor y acreedor de la cantidad que se reclama.

v. fUndamentoS SUStantivoS. Resulta de aplicación lo preceptuado en el art. 549.2 de 
la Ley Procesal a tenor de la cual  “Cuando el título ejecutivo sea una sentencia o resolución dictada por el 

caSoS 
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tribunal competente para conocer de la ejecución, la demanda ejecutiva podrá limitarse a la solicitud de que se 
despache la ejecución, identificando la sentencia o resolución cuya ejecución se pretenda”.

Así mismo, el art. 578.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 dispone que “Si, despachada ejecución 
por deuda de una cantidad líquida, venciera algún plazo de la misma obligación en cuya virtud se procede, o la 
de obligación en su totalidad, se entenderá ampliada la ejecución por el importe correspondiente a los nuevos 
vencimientos de principal e intereses, si lo pidiera así el actor y sin necesidad de retrotraer el procedimiento”.

vi. coStaS. Procede imponerle las costas al demandado en virtud de lo dispuesto en el artículo 394 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000.

vii. inteReSeS comUneS moRatoRioS. Según el artículo 1.101 del Código Civil, el deudor 
se encuentra en situación de “mora solvendi” desde que se le requiere judicialmente el pago de la deuda.

Dado que no existe pacto expreso entre las partes y de conformidad con el artículo 1.108 del Código 
Civil, corresponderá aplicar desde la fecha de la presentación de este escrito el interés legal del dinero.

viii. Resulta preceptiva la intervención del Ministerio Fiscal al existir hijos menores de edad en el ma-
trimonio, según lo establecido por el Art. 749.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Por todo lo expuesto,

SUplico al jUzgado, que teniendo por presentado este escrito con sus copias y documentos 
acompañados, se tenga por instada ejecución contra Don _____, en virtud de sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia número ____ de A Coruña, y se dicte resolución en cuya virtud se acuerde:

1. Despachar ejecución en cuantía suficiente para atender el pago de QUINIENTOS CUARENTA EU-
ROS CON VEINTE CENTIMOS (540,20 €) que el demandado adeuda a mi representada en concepto 
de principal más 162,06 € que, prudencialmente, sin perjuicio de ulterior liquidación, se calculan para 
costas, gastos e intereses moratorios comunes y procesales, decretando sin previo requerimiento de pago 
el embargo de los bienes propiedad del ejecutado, Don_______, hasta la completa satisfacción del prin-
cipal así como los intereses, gastos y costas que se devenguen, procediendo a ingresar dicha suma en la 
cuenta de ______ nº ___ designada por Doña ____ a tal efecto.

2. Ampliar automáticamente la ejecución a los plazos vencidos y no pagados, de conformidad con lo esta-
blecido en el art. 578 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. Así mismo y ante los reiterados incumplimientos  y retrasos en el pago del ejecutado y a fin de asegurar 
el puntual cumplimiento de la obligación alimenticia fijada judicialmente a favor de su hijo ___, intere-
samos se acuerde retener mensualmente de la nómina que percibe Don ____, con NIE _____, la suma 
de DOSCIENTOS OCHO EUROS CON CUARENTA CÉMNTIMOS (208,40 €) A ala que asciende 
la pensión de alimentación fijada en sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia Número 
_____ en fecha ___________, librándose los oficios oportunos a fin de que se proceda a trabar el referido 
embargo y al ingreso de dicha suma en la cuenta abierta en ______.

4. Todo ello con la expresa imposición de las costas de la ejecución al ejecutado.

En A Coruña, a ______________
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RECOMENDACIONES PARA EVITAR 
RIESGOS LABORALES DERIVADOS 
DEL OUTSOURCING: ESPECIAL 
ATENCIóN A LA CESIóN ILEGAL 

 

antonio pedrajas quiles. socio Director organización Abdón Pedrajas & Molero. 
Abogado.

La globalización de la economía, la introducción de las nuevas tecnologías en los procesos productivos 
y las nuevas exigencias derivadas de la mayor competitividad entre las empresas, ha determinado, entre 
otras consecuencias, la necesidad de evitar rigideces en el mercado de trabajo. La flexibilidad laboral se 
convierte en clave para el buen funcionamiento de las empresas. Por ello son cada vez más frecuentes, 
dentro de las actuaciones de los grandes grupos empresariales, las prácticas de externalización de sus 
tareas o trabajos, de modo que buena parte de la realización de las obras o servicios cuya ejecución for-
ma parte, en principio, del contenido de su actividad normal, es encomendada a empresas externas o a 
personas físicas no vinculadas laboralmente.

La subcontratación de obras o servicios, no es sino un modelo lícito de organizar la producción (art. 42 
del Estatuto de los Trabajadores, en adelante ET). Se caracteriza por la transferencia de actividades des-
de una empresa (principal) a otras empresas (contratistas o auxiliares), a través de un tipo de contrato 
entre empresas, normalmente de naturaleza mercantil, conocido como “contrata” (por todas, SSTS UD 
de 17 diciembre 2001 ó 4 de marzo de 2008).

considEracionEs gEnEralEs

A través de la técnica de la “con-
trata” o subcontrata (cuando hay 
“encadenamiento” de contratas), se 
produce una exteriorización del em-

pleo, que permite el aprovechamiento 
del trabajo de quienes no están en la 
plantilla de la empresa principal. Por 
este motivo, la legislación laboral 
ha establecido ciertas precaucio-
nes y garantías en materia sala-

rial, de Seguridad Social, de se-
guridad y salud laboral, para los 
trabajadores de las empresas con-
tratistas que afectan a la empresa 
principal. Las garantías despliegan 
efectos de manera especialmente in-
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tensos, cuando lo que es objeto de la 
contrata corresponde a la “propia ac-
tividad” de la empresa principal (res-
pecto al tratamiento jurisprudencial 
del concepto “propia actividad”, entre 
otras, SSTS UD 10 julio 2000 ó 22 
noviembre 2002). 

Tales prácticas de externalización 
(o, por utilizar la expresión anglosajo-
na de moda, de outsourcing) son con-
templadas, en general, con extremada 
reticencia por parte de los sindicatos, 
en cuanto que señalan que las mis-
mas, muy frecuentemente, se utilizan 
de modo abusivo por las empresas y 
son, en el fondo, instrumentos de de-
fraudación de los derechos laborales 
de los trabajadores implicados en esos 
procesos. Fundamentalmente porque, 
sostienen que mediante tales meca-
nismos, la empresa principal preten-
dería eludir las consecuencias de la 
aplicación de su Convenio Colectivo 
–que resultaría más gravoso–, además 
de obtener otros beneficios indirectos 
(disminución del número de repre-
sentantes de los trabajadores, debili-
tamiento de la capacidad reivindica-
tiva colectiva de los sindicatos, etc.) 
que perjudican la posición y derechos 
de los propios trabajadores afectados 
y de su fuerza sindical misma.

Desde la perspectiva individual de 
los trabajadores afectados por los pro-
cesos de externalización, resulta per-
fectamente comprensible que éstos se 
marquen como objetivo, aunque sea en 
el plano puramente ideal, el de su in-
corporación a la empresa principal. Evi-

dentemente, desde su óptica, es mucho 
más interesante pertenecer a una gran 
empresa que figurar en la nómina de 
una pequeña empresa contratista. Esa 
aspiración, además, se refuerza en 
aquellas situaciones en las que los tra-
bajadores “externos” –en muchos casos, 
de modo irregular– efectúan su trabajo 
dentro de la organización de la empre-
sa principal y con notable coincidencia 
con el de los trabajadores pertenecien-
tes a la plantilla de esta última, aunque 
sin gozar de los beneficios que les su-
pondría su integración en ella.

A pesar de todo lo anterior y por 
encima de la posición crítica sindical 
y de las posibles actitudes individua-
les de los trabajadores afectados, se 
trata de fenómenos, los de externali-
zación, perfectamente legales, siem-
pre y cuando, claro está, su utilización 

se produzca con respeto total a las 
normas que los regulan. Ocurre, no 
obstante, que el interés empresa-
rial en la utilización de los dispo-
sitivos previstos puede, en oca-
siones, excederse, actuando fuera 
de los límites legales. tal sucede 
tanto cuando se aplican meca-
nismos externalizadores para su-
puestos que la ley no autoriza (por 
ej., utilizando una ETT para situacio-
nes no previstas en la Ley que las re-
gula), como en los casos en que, 
aun acogiéndose a un mecanismo 
legalmente correcto, no obstante, 
en la práctica, su utilización coti-
diana es incorrecta (SSTS UD 10 
de junio de 2003, 26 de septiembre 
de 2006 ó 3 de noviembre de 2008). 

En estos casos, y aunque la cues-
tión pueda ser mucho más compleja, 

legislación

www.bdifusion.es

•	 real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los trabajadores 
(normas básicas. Marginal: 68). Arts.; 42 y 43.

 
“Existe tráfico o cesión ilegal de 
trabajadores siempre que la empresa 
contratista es una empresa aparente”
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es importante conocer que la res-
puesta de la normativa laboral ante 
esas prácticas abusivas empresariales, 
puede ser la de integrar al trabajador 

“externo”, como fijo, en la plantilla de 
la empresa principal, además de otras 
consecuencias adicionales; retribu-
ciones o Seguridad Social. en situa-

ciones extremas, estos fenóme-
nos de “tráfico” de trabajadores, 
pueden incluso ser considerados 
como un delito, tipificado en el 
código penal. Lo que se acaba de 
señalar, unido a la realidad, ya indica-
da, de que en esta materia existe una 
confrontación clara de intereses entre 
los sindicatos y los trabajadores afec-
tados por las externalizaciones, de una 
parte, y las empresas, de otra, deter-
mina que deba extremarse al máximo 
el rigor legal en la utilización de estos 
dispositivos.

Pero no es la finalidad de este co-
mentario adentrarse en toda la densa 
y complicadísima problemática que, 
desde el punto de vista laboral, suscita 
la utilización de la técnica de la con-
trata o subcontrata. Por ello, centraré 
los desarrollos siguientes en ofrecer 
recomendaciones para intentar evitar 
que pueda producirse una acusación 
de cesión ilegal de mano de obra (art. 
43 ET). 

Ello implicaría que los trabajadores 
de la empresa contratista no serían 
destinados por su empresa para la eje-
cución de la “obra o servicio” objeto de 
la contrata, sino que serían utilizados 
por la principal, a la que habrían sido 
cedidos, para la realización de activida-
des propias y bajo su directa dirección. 
De ser real tal situación de cesión ile-
gal, los trabajadores de la contra-
tista objeto de ese “tráfico ilícito” 
tendrían derecho a incorporarse 
a su elección, como trabajadores 
fijos en la plantilla de la empresa 
contratista o la principal (art.43.4 
ET). Ello, con independencia de que 
la contrata fuese o no de la propia acti-
vidad (SSTS UD 25 de junio de 2009 
ó 4 de marzo de 2008). 

Consecuentemente, a partir de la 
idea central de que cualquier contrata 
puede estar ocultando un fenómeno 
de cesión ilegal, lo que importa es 
conocer cuáles son las claves para de-
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•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 17 de diciembre de 2001, 
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nº rec. 2142/2000, (Marginal: 2441221).

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 30 de mayo de 2002, nº 
rec. 1945/2001, (Marginal: 2441220).

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 19 de junio de 2002, nº 
rec. 3846/2001, (Marginal: 2441224).
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tectar esa situación y para evitar que 
se produzca.

la nEcEsaria rEalidad dE la 
EmprEsa contratista

 Tradicionalmente los Tribunales 
laborales vienen considerando que 
existe tráfico o cesión ilegal de 
trabajadores siempre que la em-
presa contratista es una “empresa 
aparente”. La expresión entrecomi-
llada es técnica, pero fácil de enten-
der: se refiere a lo que es una mera 
apariencia de empresa, pura fachada, 
pero sin infraestructura y consistencia 
real. Referida a personas físicas, em-
presarios aparentes son, por ejemplo, 
los que, en el argot de la construcción 
son conocidos como “piratas” -puros 
intermediarios, que contratan a otros 
trabajadores como si fuesen empresa-
rios; referido a personas jurídicas (so-
ciedades), se trata de esas situaciones 
en que lo único que hay es la consti-
tución formal de una sociedad (escri-
tura pública, inscrita en el Registro) 
pero sin auténtica sede social, me-
dios, contabilidad organizada, etc...

es evidente que si estamos 
ante una empresa ficticia (pura 
apariencia) la misma no estará 
en condiciones de ejecutar real-
mente la obra o servicio objeto 
de la contrata. Por ello, cuando 
la contrata se concluye con una 
empresa aparente, siempre hay 
cesión ilegal (por todas, SSTS UD 
17 de enero de 1991, 20 de octubre 
de 2003, 4 de diciembre de 2007 ó 11 
de diciembre de 2008). 

Ahora bien, si siempre que estamos 
ante una empresa aparente existe trá-
fico de mano de obra en las contratas, 
sin embargo no es ésta la única situa-
ción contemplable. La Jurisprudencia 
viene señalando que también una 
empresa real y adecuada puede 
incurrir en fenómenos de cesión 

ilegal, en las hipótesis en que, a 
pesar de tener infraestructura y 
medios, falta una auténtica activi-
dad gestora de la contratista y/o se 
produce una desconexión fáctica 
entre el objeto de la contrata y la 
actividad real de los trabajadores 
(STS UD 4 de marzo de 2008). 

En general, es poco aconsejable 
celebrar una contrata con una empre-
sa cuyo titular sea persona física. En 
todo caso, si se decidiese su cele-
bración deberían comprobarse el 
cumplimiento de los requisitos 
legales (alta en IAE, inscripción en 
Seguridad Social como empresario, 
etc...) y, además, todo lo que a conti-
nuación se señala respecto de las per-
sonas jurídicas. 

tratándose de personas jurí-
dicas (sociedades), es necesario 
atender a:

 – Su constitución regular (escritura 
pública inscrita en el Registro).

 – Que quienes intervengan en su 
nombre sean apoderados con fa-
cultades suficientes.

 – Que el objeto social se adecue al 
objeto de la contrata.

 – Que el capital social sea significa-
tivo (y no ínfimo, si se trata de una 
SRL).

 – Que venga cumpliendo regular-
mente sus obligaciones fiscales, 
mercantiles, etc. (pagos de im-
puestos, depósito de cuentas, con-
tabilidad, etc..).

 – Que venga cumpliendo con sus 
obligaciones con la Seguridad So-
cial (recabar certificación negativa 
de descubiertos de la Seguridad 
Social, art. 42.1 ET).

 – Que cuente con todos los requisi-
tos exigibles para el desarrollo de 
sus actividades (licencias de aper-
tura y establecimiento, autorizacio-
nes administrativas para efectuar 
cierto tipo de trabajos, etc.).

 – Que además de tener un capital so-
cial significativo tenga un patrimo-
nio suficiente (locales, vehículos, 
herramientas u otros dispositivos 
necesarios, etc). 

 – Que cuente con una plantilla de 
trabajadores suficiente en número, 
formada, contratada regularmente, 
con una estructura organizada y 
con cierta antigüedad.

 
“una empresa real y adecuada puede 
incurrir en fenómenos de cesión ilegal, 
en las hipótesis en que, a pesar de 
tener infraestructura y medios, falta 
una auténtica actividad gestora de 
la contratista y/o se produce una 
desconexión fáctica entre el objeto de 
la contrata y la actividad real de los 
trabajadores”
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 – Que viene realizando actividades 
en el mercado con anterioridad. En 
general, es muy perturbador que la 
Sociedad contratista se constituya 
expresamente con ocasión de la 
contrata y para ejecutar la misma.

la sustantividad dE la obra 
o sErvicio objEto dE la 
contrata 

Según se ha indicado, es indiferen-
te que la contrata tenga como objeto 
la ejecución de obras o servicios que 
correspondan a la “propia actividad” 
o que no correspondan a su actividad 
propia (SSTS UD 5 de diciembre de 
2006 ó 17 de abril de 2007). 

Son rechazables las contratas en que 
esté planteándose que lo que se preci-
sa es una persona. el único plantea-
miento que justifica la celebración 
de una contrata es, que se precisa 
que nos ejecuten una “obra” o nos 
realicen un “servicio”. 

De aquí que sean criticables las 
contratas en las que nos referimos a 
la cobertura de un número determina-
do de puestos, medimos la ejecución 
o relación en función del número de 
personas y/o fijamos el precio aten-
diendo a criterios como el de persona/
día o persona/hora (STS 14 de sep-
tiembre de 2001). 

El lugar dE EjEcución dE la 
obra o sErvicio objEto dE la 
contrata

Parece claro que, en principio, 
existen tres tipos de situaciones:

 – Obras o servicios que, por su na-
turaleza, han de ser realizados en 
centros de la empresa principal 
(por ej., la limpieza o vigilancia). 

 – Obras o servicios que, también por 
naturaleza, deben ser realizados 
en un lugar determinado y que no 
puede ser variado (por ej., el trasla-
do de fondos).

 – Obras o servicios que pueden ser 
realizados en cualquier lugar, sin 
que, por ello, el lugar de realización 
de los trabajos sea determinante 
para la consecución del objeto per-
seguido.

Pues bien, partiendo de lo que se 
acaba de afirmar, resulta conveniente 
señalar los siguientes criterios (SSTS 
30 de mayo ó 19 de junio de 2002):

a. Sólo se deberían ejecutar den-
tro de los centros de la empre-
sa principal aquellas obras o 
servicios que, por su naturale-
za, resulte absolutamente im-
prescindible que se efectúen 
en ese lugar.

b. la presencia constante (o inclu-
so frecuente) de trabajadores de 
las empresas contratistas den-
tro de los centros de la empre-
sa principal, cuando no viene 
exigida por la naturaleza de la 
contrata, es indicio importante 
(valorado como tal por los Tribuna-
les Laborales) de un funciona-
miento irregular de la contrata y 
de un posible tráfico ilegal de mano 
de obra.

c. Cuando sea imprescindible que la 
obra o servicio contratado se eje-
cute dentro de los centros de 
la empresa principal, han de 
extremarse al máximo las cau-
telas, atendiendo, en cuanto sea 
posible, a lo siguiente:

 - Ubicación física en una de-
pendencia específica donde no 
haya, simultáneamente, otro 
personal de la principal.

 - Presencia de un responsable, 
supervisor, etc... de la contra-
tista que dé instrucciones a los 
trabajadores de la misma.

 - Encargo de los trabajos y recep-
ción de los resultados a través 
del responsable.

 - Nunca, existencia de instruccio-
nes directas desde la empresa 
principal (mucho menos me-
diante notas escritas) a los traba-
jadores de base de la contratista.

 - Mucho menos, reproches o 
apercibimientos directos a esos 
mismos trabajadores. En gene-
ral, fuera de las exigencias de 
cortesía, no debe haber rela-
ción con los trabajadores de la 
contratista.

 - El trabajo concreto a realizar se 
organiza y dirige por la contra-
tista.

derecho
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”la presencia constante  de trabajadores 
de las empresas contratistas dentro de los 
centros de la empresa principal, cuando 
no viene exigida por la naturaleza de la 
contrata, es indicio importante de un 
funcionamiento irregular de la contrata”
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 - Siempre que sea posible, la con-
tratista aporta todos los medios 
(aparatos, herramientas, mate-
riales) para la ejecución de la 
obra contratada.

 - Jamás se deben encomendar 
por la empresa principal tareas 
distintas de las que constituyen 
el objeto de la contrata.

 - A ser posible, los trabajadores 
de la contratista aparecen ex-
ternamente diferenciados (por 
ej., uniformes o insignias de su 
empresa). También en los mate-
riales (por ej., escritos con ana-
grama de la contratista).

 - Es muy buena medida (a ella 
se refieren algunas sentencias) 
que la contratista cuente con 
medios propios de relación ex-
terna (por ej. líneas propias –o 
de uso exclusivo y pagadas por 
ella– de teléfono).

 - Los trabajadores de la contra-
tista no aparecen en listines te-
lefónicos internos (etc...). 

 - Cualquier control (por ej., de 
cumplimiento del horario) so-
bre el personal de la contra-
tista, lo realizará ésta, con sus 
responsables y medios.

 - Es bueno, cuando resulte po-
sible, la diferenciación de regí-
menes de trabajo (por ej., en el 
horario).

 - Si el personal de la contratis-
ta tiene carnet para acceder al 
centro, debe ser diferente del 
habitual y figurar que se trata 
de “personal de la contratista 
X”.

 - Cualquier incidencia imprevis-
ta en relación con este perso-
nal, debe ser resuelto a través 
de los responsables de la con-
tratista. 
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LOS FUEROS TERRITORIALES: 
EN QUÉ CASOS SE ROMPE 
LA AUTONOMíA DE LA VOLUNTAD 
DE LAS PARTES 

 

carlos pavón neira. Abogado. Director Área Jurídica en Iure Abogados.

La premisa en virtud de la cual las partes de un procedimiento judicial pueden disponer acerca del fuero 
territorial que determinará qué Juzgados y Tribunales resultarán competentes para conocer del asunto 
que se dirime entre ambas, se incardina en la consagración del principio de autonomía de la voluntad de 
las partes como instituto rector de la configuración entre las propias partes de las vicisitudes que han de 
regir su relación jurídico-privada.

Así, el art. 1.255 del Código Civil dispone: “Los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y 
condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios a las leyes, a la moral, ni al 
orden público.”

Es habitual, en la práctica, encontrar un clausulado específico en algunos contratos relativo al fuero, 
esto es, el sometimiento voluntario de las partes contratantes al conocimiento de cualquier controversia 
nacida del referido contrato a un concreto Juzgado o Tribunal. Más aún, en ocasiones el pacto puede ir 
más allá, en el sentido de restringir del ámbito jurisdiccional su resolución, optando por procedimientos 
alternativos a la esfera judicial como el arbitraje y la mediación.

Centrándonos en el estudio de la 
incidencia del principio de la autono-
mía de la voluntad de las partes en el 
ámbito de la competencia territorial 
de los Juzgados y Tribunales, conviene 
distinguir los órdenes jurisdiccionales 

en los que tal disposición resulta pro-
cedente frente a aquellos en los que 
no es posible.

Así, el art. 9 de la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Ju-

dicial dispone: “(…) Los Tribunales y 
Juzgados del orden civil conocerán, 
además de las materias que les son pro-
pias, de todas aquellas que no estén atri-
buidas a otro orden jurisdiccional. (…) 
Los del orden jurisdiccional penal 
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tendrán atribuido el conocimiento de 
las causas y juicios criminales, con ex-
cepción de los que correspondan a la 
jurisdicción militar. (…) Los del or-
den contencioso-administrativo 
conocerán de las pretensiones que se de-
duzcan en relación con la actuación de 
las Administraciones públicas sujeta al 
derecho administrativo, con las disposi-
ciones generales de rango inferior a la 
ley y con los reales decretos legislativos 
en los términos previstos en el artículo 
82.6 de la Constitución, de conformi-
dad con lo que establezca la Ley de esa 
jurisdicción. (…) Los del orden ju-
risdiccional social conocerán de las 
pretensiones que se promuevan dentro 
de la rama social del Derecho, tanto en 
conflictos individuales como colectivos, 
así como las reclamaciones en materia 
de Seguridad Social o contra el Estado 
cuando le atribuya responsabilidad la 
legislación laboral”.

Por tanto, podemos deducir de lo 
anterior la existencia en nuestro or-
denamiento jurídico de los siguientes 
órdenes jurisdiccionales: civil, penal, 
contencioso-administrativo y social.

Ahora bien, en el ámbito de la au-
tonomía de la voluntad de las partes, 
éstas únicamente pueden estable-
cer pactos relativos al fuero terri-
torial que determinará el concre-
to juzgado o tribunal que habrá 
de conocer de su asunto en los ór-
denes conocedores de relaciones 
jurídico-privadas, esto es, el civil 
y el social. Cabe indicar, además, que 
en el ámbito del orden civil se incardi-

nan tanto los asuntos que competen a 
los Juzgados de 1ª Instancia y Sección 
Civil de las Audiencias Provinciales, 
como las materias competencia de los 
Juzgados de lo Mercantil y las Salas 
especializadas en asuntos mercantiles 
de las respectivas Audiencias Provin-
ciales, tal como refiere el art. 86.ter de 
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
del Poder Judicial.

Sentado lo anterior, comenzaremos 
por el estudio en el ámbito de la ju-
risdicción civil, comprensiva tanto del 
ámbito civil como mercantil. Al res-
pecto, debemos partir de las previsio-

nes contenidas en los arts. 50 y ss. de 
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de En-
juiciamiento Civil (en adelante LEC), 
en virtud de los cuales la norma pro-
cesal establece una competencia 
territorial subsidiaria, esto es, en 
defecto de pacto en contra de las 
partes, bien por sumisión expre-
sa o tácita a un concreto juzgado 
o tribunal, y siempre que ello no se 
encuentre vetado por la propia norma.

Así, conviene precisar que la LEC 
fija, como regla general, la compe-
tencia territorial de los juzgados 
y tribunales del orden civil por 
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vinculación al domicilio del de-
mandado, ya sea éste persona física 
(art. 50) o jurídica (art. 51), dejando 
a salvo casos especiales en los que la 
competencia territorial se asocia a lu-
gares que guardan cierta vinculación 
con el objeto del procedimiento, se-
gún la enumeración contenida en el 
art. 52 de la LEC.

Dicho lo anterior, el precepto que 
habilita la disponibilidad por las 
partes de las normas sobre com-
petencia territorial es el art. 54 
de la LEC, el cual establece: “1. Las 
reglas legales atributivas de la compe-
tencia territorial sólo se aplicarán en 
defecto de sumisión expresa o tácita de 
las partes a los tribunales de una deter-
minada circunscripción. Se exceptúan 
las reglas establecidas en los números 
1.º y 4.º a 15.º del apartado 1 y en el 
apartado 2 del artículo 52 y las demás 
a las que esta u otra Ley atribuya expre-
samente carácter imperativo. Tampoco 
será válida la sumisión expresa o tácita 
en los asuntos que deban decidirse por 
el juicio verbal. 2. No será válida la su-

misión expresa contenida en contratos 
de adhesión, o que contengan condi-
ciones generales impuestas por una de 
las partes, o que se hayan celebrado 
con consumidores o usuarios. 3. La su-
misión de las partes sólo será válida y 
eficaz cuando se haga a tribunales con 
competencia objetiva para conocer del 
asunto de que se trate”.

Por tanto, las limitaciones a la 
autonomía de la voluntad de las 
partes en cuanto a la disposición 
relativa al fuero territorial que 
determine la competencia de los 
juzgados y tribunales del orden 
civil que han de conocer de su 
concreta relación jurídico-priva-
da son las siguientes:

 – En los juicios en que se ejerciten 
acciones reales sobre bienes 
inmuebles será tribunal compe-
tente el del lugar en que esté sita 
la cosa litigiosa. Cuando la acción 
real se ejercite sobre varias cosas 
inmuebles o sobre una sola que 
esté situada en diferentes circuns-

cripciones, será tribunal compe-
tente el de cualquiera de éstas, a 
elección del demandante. 

 – En los juicios sobre cuestiones 
hereditarias, será competente el 
tribunal del lugar en que el finado 
tuvo su último domicilio y si lo hu-
biere tenido en país extranjero, el 
del lugar de su último domicilio en 
España, o donde estuviere la mayor 
parte de sus bienes, a elección del 
demandante.

 – En los juicios en que se ejerciten 
acciones relativas a la asisten-
cia o representación de inca-
paces, incapacitados o decla-
rados pródigos, será competente 
el tribunal del lugar en que éstos 
residan.

 – En materia de derecho al honor, 
a la intimidad personal y fa-
miliar y a la propia imagen y, 
en general, en materia de pro-
tección civil de derechos fun-
damentales, será competente el 
tribunal del domicilio del deman-
dante, y cuando no lo tuviere en 
territorio español, el tribunal del 
lugar donde se hubiera producido 
el hecho que vulnere el derecho 
fundamental de que se trate.

 – En los juicios sobre arrenda-
mientos de inmuebles y en los 
de desahucio, será competente el 
tribunal del lugar en que esté sita 
la finca.

 – En los juicios en materia de pro-
piedad horizontal, será compe-
tente el tribunal del lugar en que 
radique la finca.

 – En los juicios en que se pida in-
demnización de los daños y 
perjuicios derivados de la cir-
culación de vehículos de motor 
será competente el tribunal del lu-
gar en que se causaron los daños.
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“las partes, únicamente pueden 
establecer pactos relativos al fuero 
territorial que determinará el concreto 
juzgado o tribunal que habrá de conocer 
de su asunto en los órdenes civil y social”
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 – En materia de impugnación de 
acuerdos sociales será tribunal 
competente el del lugar del domi-
cilio social.

 – En los procesos en que se ejerciten 
demandas sobre infracciones de 
la propiedad intelectual, será 
competente el tribunal del lugar en 
que la infracción se haya cometido 
o existan indicios de su comisión o 
en que se encuentren ejemplares 
ilícitos, a elección del demandante.

 – En los juicios en materia de com-
petencia desleal, será competente 
el tribunal del lugar en que el de-
mandado tenga su establecimiento 
y, a falta de éste, su domicilio o lugar 
de residencia, y cuando no lo tuvie-
re en territorio español, el tribunal 
del lugar donde se haya realizado el 
acto de competencia desleal o don-
de se produzcan sus efectos, a elec-
ción del demandante.

 – En materia de patentes y marcas, 
será competente el tribunal que se-
ñale la legislación especial sobre 
dicha materia.

 – En los procesos en que se ejerciten 
acciones para que se declare 
la no incorporación al contra-
to o la nulidad de las cláusulas 
de condiciones generales de la 
contratación, será competente el 
tribunal del domicilio del deman-
dante. Y, sobre esa misma materia, 
cuando se ejerciten las acciones 
declarativa, de cesación o de 
retractación, será competente el 
tribunal del lugar donde el deman-
dado tenga su establecimiento y, a 
falta de éste, el de su domicilio; y 
si el demandado careciere de domi-
cilio en el territorio español, el del 
lugar en que se hubiera realizado la 
adhesión.

 – En las tercerías de dominio o de 
mejor derecho que se interpon-

gan en relación con un procedi-
miento administrativo de apre-
mio, será competente el tribunal 
del domicilio del órgano que acordó 
el embargo, sin perjuicio de las es-
pecialidades previstas para las ad-
ministraciones públicas en materia 
de competencia territorial.

 – Los litigios en materia de segu-
ros, ventas a plazos de bienes 
muebles corporales y contratos 

destinados a su financiación, 
así como en materia de contra-
tos de prestación de servicios 
o relativos a bienes muebles 
cuya celebración hubiera sido 
precedida de oferta pública, 
será competente el tribunal del do-
micilio del asegurado, comprador 
o prestatario o el del domicilio de 
quien hubiere aceptado la oferta, 
respectivamente, cuando no fue-
ren de aplicación a estos litigios las 

 
“los juicios en que se ejerciten acciones 
reales sobre bienes inmuebles será 
tribunal competente el del lugar en que 
esté sita la cosa litigiosa”
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normas sobre competencia territo-
rial establecidas en el art. 52.1 de 
la LEC.

 – Los asuntos que deban decidirse 
por el juicio verbal no podrán ser 
objeto de sumisión expresa o tácita 
por las partes de un concreto Juz-
gado o Tribunal, rigiendo las nor-
mas generales previstas en los arts. 
50 y siguientes de la LEC.

 – No será válida la sumisión expresa 
contenida en contratos de ad-
hesión, o que contengan con-
diciones generales impuestas 
por una de las partes, o que se 
hayan celebrado con consumi-
dores o usuarios.

Conviene precisar que la sumisión 
expresa de las partes a un fuero terri-
torial concreto podrá ser examinada 
de oficio por el Juzgado o Tribunal 
que llegue a conocer del asunto, al 
prever el art. 58 de la LEC: “Cuando 
la competencia territorial viniere fijada 
por reglas imperativas, el Secretario ju-
dicial examinará la competencia terri-
torial inmediatamente después de pre-
sentada la demanda y, previa audiencia 
del Ministerio Fiscal y de las partes 
personadas, si entiende que el Tribunal 
carece de competencia territorial para 
conocer del asunto, dará cuenta al Juez 
para que resuelva lo que proceda me-
diante auto, remitiendo, en su caso, las 

actuaciones al Tribunal que considere 
territorialmente competente (…).”

Así, a modo de ejemplo, el Auto 
núm. 31 del Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía, Granada (Sala 
de lo Civil y Penal, Sección 1ª), de 
fecha 02/10/2012, en el ejercicio de 
una acción personal por la que se re-
clama una indemnización por daños 
debidos a defectos constructivos, 
lo que conduciría al fuero general 
del art. 51 de la LEC, cuyo carácter 
dispositivo permitiría dar eficacia al 
pacto de sumisión expresa contenido 
en el contrato que ligaba a las partes, 
resolvió la competencia territo-
rial en virtud de la previsión que 
dispone el fuero establecido con 
carácter imperativo en el art. 
54.1 de la lec, al considerar que 
se trataba de un supuesto de incum-
plimiento de un contrato de arrenda-
miento.

Más aún, conviene precisar que 
también la legislación especial pue-
de establecer supuestos concretos de 
fuero territorial imperativo, que debe-
rán ser tenidos en cuenta en relación 
con la capacidad de las partes para 
disponer acerca de la determinación 
del Juzgado o Tribunal que resultará 
competente para el definitivo conoci-
miento del asunto. Así, en el ámbito 
del contrato de agencia, cabe citar 
el Auto del Tribunal Supremo (Sala de 

lo Civil, Sección 1ª), de 08/06/2010, 
en virtud del cual se plantea la posible 
aplicación al caso concreto enjuicia-
do del fuero imperativo previsto en 
la Disposición Adicional de la Ley 
12/1992, de 27 de mayo, que regula el 
Contrato de Agencia, en cuyo mérito 
la competencia corresponde al domi-
cilio del agente, siendo nulo cualquier 
pacto en contrario.

Sin embargo, en el concreto caso ci-
tado, el Alto Tribunal resuelve que no 
procede, en términos generales, 
la aplicación analógica del art. 28 
de la ley del contrato de agencia 
a ningún otro supuesto ni puede 
resultar automática su aplicación 
a contratos tales como concesión, 
distribución y similares. ello su-
pone, consecuentemente, que las 
normas que deben aplicarse para 
determinar la competencia terri-
torial en materia de contratos de 
distribución serán las generales 
previstas en la lec, arts. 50 y 51, 
y no la específica que para el con-
trato de agencia prevé la disposi-
ción adicional de la ley de con-
trato de agencia, de suerte que viene 
a resaltarse el carácter restrictivo de la 
interpretación acerca de la posible li-
mitación del principio de la autonomía 
de la voluntad de las partes.

Por ello, debe tenerse presente la 
incidencia de la legislación especial 
reguladora de una concreta relación 
jurídica (p.ej.: contrato de agencia), 
en orden a verificar la posible limita-
ción impuesta por aquélla a la libre 
disposición de las partes a la hora de 
determinar el fuero territorial al que 
desean someter cualquier controver-
sia que nazca fruto de la misma.

Dentro de la jurisdicción civil, 
cabe reseñar el caso particular de 
los juzgados de lo mercantil y, en 
concreto, la capacidad de disposi-
ción de las partes en cuanto a la 
competencia territorial dimanan-

 
“En los procesos en que se ejerciten 
demandas sobre infracciones de la 
propiedad intelectual, será competente 
el tribunal del lugar en que la infracción 
se haya cometido o existan indicios de 
su comisión o en que se encuentren 
ejemplares ilícitos”
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te de la ley 22/2003, de 9 de ju-
lio, concursal.

En este sentido, a diferencia de 
los procesos singulares, en los que se 
enfrentan habitualmente dos partes 
(actor y demandado), los procesos con-
cursales constituyen procedimientos 
universales, en cuanto la multiplicidad 
de partes deriva de la concurrencia a 
los mismos del deudor y la totalidad de 
sus acreedores, ya se hayan personado 
en forma o carezcan de representación 
procesal, pues sus créditos quedarán 
de una u otra forma vinculados por el 
resultado del procedimiento.

Dicho lo anterior, cabe preguntarse 
si las partes en un caso de insolven-
cia, esto es, el deudor y el conjunto 
de sus acreedores, pueden someter 
voluntariamente su controversia jurí-
dica (la recuperación de sus créditos) 
a la competencia territorial que, por 
diversas razones, pueda resultar con-
veniente.

Pues bien, la normativa concursal, 
en cuanto legislación mercantil 
especial, determina el fuero terri-
torial imperativo a favor del juez 

de lo mercantil en cuyo territorio 
tenga el deudor el centro de sus 
intereses principales, disponiendo 
al efecto el art. 10 de la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal: “(…) Por 
centro de los intereses principales se 
entenderá el lugar donde el deudor 
ejerce de modo habitual y reconocible 
por terceros la administración de tales 
intereses. En caso de deudor persona ju-
rídica, se presume que el centro de sus 
intereses principales se halla en el lugar 
del domicilio social”.

Más aún, la propia norma dispone 
que será ineficaz a estos efectos el 
cambio de domicilio efectuado en 
los seis meses anteriores a la so-
licitud del concurso, por lo que no 
cabría someter a la consideración del 
conjunto de los acreedores la decisión 
acerca del fuero territorial preferen-
te para la tramitación del pertinen-
te proceso concursal (piénsese, por 
ejemplo, en la importancia que podría 
tener para el grueso de los acreedores 
situados en una concreta demarca-
ción territorial la posibilidad de acce-
der de un modo cercano a la figura del 
administrador concursal o, incluso, al 
propio juez del concurso).

Para finalizar, resta por estudiar las 
previsiones de la jurisdicción so-
cial en materia de disponibilidad de 
las partes acerca de la determinación 
del fuero territorial competente para 
resolver las cuestiones de índole 
laboral.

En este punto, conviene acudir al 
art. 10 de la Ley 36/2011, de 10 de 
octubre, reguladora de la jurisdicción 
social, el cual no deja lugar a dudas en 
cuanto al carácter imperativo de la com-
petencia territorial de los Juzgados del 
orden social, al fijar la misma, con ca-
rácter general, a favor de los juzgados 
ubicados en el lugar de prestación 
de los servicios o el del domicilio 
del demandado, a elección del de-
mandante. Sólo para los procesos que 
versen sobre materias específicas, se 
establecen distintas normas definidoras 
de la competencia territorial correspon-
diente, si bien todas ellas coincidente 
en su carácter imperativo, no permi-
tiendo en dicho orden el ejercicio de la 
libre voluntad de las partes en cuanto 
a la determinación del fuero territorial, 
atendida la ausencia de equilibrio entre 
las partes (empleado y empleador) en 
una eventual negociación. 
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DIEZ CLAVES PARA 
CONVERTIRSE EN UN BUEN 
ESTRATEGA DE LA VIDA

julio garcía ramírez. Abogado. Director de Abogacía en Positivo. 
Fundador de Lawyer training - Escuela de Abogados.

Mientras que la sociedad nos prepara para evitar el conflicto, hay algunas personas que están subiendo 
por los muros de nuestra fortaleza para quitarnos lo que más queremos: nuestros sueños, nuestra salud, 
nuestras propiedades, es decir, nuestra tan deseada paz mental.

Pero la sociedad no te prepara para defenderte. No te entrena para ser un estratega de la vida. Y no lo 
hará nunca. Por tal motivo, sólo aquellas personas que a lo largo de la historia han visto el contexto 
que les rodeaba a vista de águila, han sabido ir, volver, quedarse, huir, persuadir, callarse, actuar o 
reflexionar mejor que el resto de las personas de su entorno. 

Admitámoslo, el destino de muchas personas ha dependido del estratega, del que en momentos difí-
ciles mantiene la cabeza fría y actúa a la inversa del caos emocional que se crea ante una situación 
complicada.
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Las siguientes claves te ayudarán a adquirir y potenciar 
la habilidad de ser un estratega de la vida. Quizás pierdas 
la partida, la batalla o la guerra, pero por lo menos habrás 
sabido luchar de tú a tú con los problemas; desde el cono-
cimiento; desde la altitud de quien hace primar sus obje-
tivos sobre una emoción concreta; desde la tranquilidad 
de saber aguardar el momento oportuno para la actuación 
pertinente y efectiva.

Estas diez claves te ayudarán a comprender mejor que 
la paz existe y el conflicto es su sombra. Que la paz es 
necesaria y el conflicto también, para solucionar el 
lastre que todos tenemos en nuestras vidas por re-
lacionarnos con personas equivocadas o actuar en 
contra de nuestros propios intereses. 

El viaje al mundo de la estrategia te espera. 

Un buen estratega:

 – Sabe que sus emociones pueden sobrevalorar o 
minusvalorar los hechos que ocurren en la vida. 
Si tienes miedo, tenderás a sobrevalorar a tus enemigos 
y a exagerar lo que puede ocurrir, actuando demasia-
do a la defensiva. La ira, además de ser un veneno que 
uno toma para intentar “matar” al otro, te cegará y te 
hará actuar con precipitación. el éxito tenderá a que 
te relajes mientras lentamente se te va acortan-
do tu ventaja sobre tus logros.  Tus competidores lo 
aprovecharán y te copiarán mucho más rápido de lo que 
crees, y mientras disfrutas del champán embriagador 
y cegador de la victoria momentánea… ¿no sabes que 
todo cambia por momentos y que la autocomplacencia 
es la muerte segura de cualquier proyecto personal o 
profesional? 

 – domina los detalles por adelantado y tiene una 
visión general por encima de los problemas pun-
tuales. Mientras que los demás no saben a dónde ir 
ante una situación complicada, el estratega “ha visto” la 
posible solución con anterioridad, su visualización de lo 

que podía ocurrir fue tan real, tan acertada, que su cal-
ma imanta a los que le rodean; todos le buscarán, verán 
su poder como algo natural, el estratega transmite dicho 
aura, pero él sabe que sólo la anticipación del detalle 
hace fácil lo complicado. Por ello, se prepara en tiempos 
de tranquilidad, para no descontrolarse emocionalmen-
te en situaciones complicadas donde pensar, a veces, 
no es posible. Por ello, se entrena para dar respuestas 
inmediatas que sean eficaces.

 – juzga los hechos, sólo los hechos. Las palabras son 
fáciles de decir… y muchas veces, las acciones que es-
tán detrás de ellas reflejan lo contrario: ante cualquier 
problema serio, los hechos hablan por sí solos so-
bre las verdaderas intenciones de quien las pro-
nuncia. El estratega sabe que ante cualquier conflicto 
la verdadera personalidad de una persona no se forja… 
¡se revela! y a menudo, la sorpresa que nos llevamos es 
mayúscula. Pero el estratega lo intuye, sigue la pista de 
las actuaciones de quien habla mucho, bien, con per-
suasión… pero sus actos no “bailan” con su discurso. El 
buen estratega está preparado para cuando de verdad los 
actos reflejen sus verdaderas intenciones. 

 – entrena su fortaleza mental. Cuando todo falla, la 
persona estratega huye del ruido y acude a su propio 
templo del conocimiento. Sus libros sobre habilidades, 
sus cursos, sus vídeos sobre los mejores gurús del mun-
do, todo está dentro de sí, esperando a ser utilizado, re-
cordado para darle alternativas a una situación difícil.

 
“tendemos a actuar de manera 
similar casi siempre pero la 
persona estratega actúa con 
la pluma o el mazo según sus 
objetivos a largo plazo”
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Sabe que siempre detrás del plan b, está todo el abece-
dario para crear alternativas diferentes a una situación 
que provoque soluciones eficaces.

 – actúa de manera sibilina… o con determinación 
implacable según el contexto: nuestra personalidad 
nos ata en nuestras respuestas emocionales y racionales 
habituales. Es decir, tendemos a actuar de manera 
similar casi siempre, pero la persona estratega ac-
túa con la pluma o el mazo según sus objetivos a 
largo plazo establecidos. Ante cualquier ataque sabe 
cómo devolver, contra los que lo realizan, su violencia y 
agresión, provocando que la brutalidad de sus acciones 
sea el reflejo de lo que son para descrédito suyo y caigan 
por sus propias actuaciones ante la sociedad.

 – Sabe que un mar en calma nunca hizo a un buen 
marinero: la persona estratega busca retos. No huye de 
las situaciones conflictivas. Estas le permiten crecer, le 
permiten probar su valía, le permiten aplicar todas las 
habilidades para las que se ha estado preparando. Sabe 
que, ante el reto, crece como profesional y ante la huida 
o pasividad, a la que puede tender emocionalmente en 
un momento dado, le hace ser una persona “pequeña”. 
Contrapone su comodidad a la virtud del sacrificio para 

mejorar día a día en la búsqueda de forjarse como una 
persona de valor.

 – conoce el arte de saber concluir las cosas, que 
consiste en saber cuándo detenerse: cuánto tiempo 
perdido en actuaciones inútiles, en relaciones tóxicas, en 
proyectos viciados de inicio. la persona estratega pone 
fin a lo que no le permite crecer, a lo que le lastra, 
a lo que le condiciona negativamente. Sabe detenerse 
y valorar constantemente su entorno para depurar y con-
cluir lo que le impide culminar sus objetivos. Y busca la 
realidad de las cosas, no desea actuar conforme a lo que 
le gustaría que pasara. Actúa conforme a lo que sabe que 
pasa, y entonces decide la estrategia adecuada de manera 
implacable… o sutil, pero siempre terminando con lo que 
le interpone en su estrategia para cumplir sus objetivos.

 – Se entrena para saber interpretar a las personas. 
En muchas ocasiones la estrategia está subordinada a 
la persuasión y la persuasión está subordinada al co-
nocimiento; lo más exhaustivo posible de la naturaleza 
de las relaciones personales. En general, a todos nos 
gusta sentirnos importantes, reconocidos y apreciados 
permanentemente, por tal motivo, un buen estratega te 
hará sentir una persona de valor… para conseguir su 
objetivo. Este es el secreto. Al estratega sólo le importa 
su objetivo, por eso si vuelves al punto tercero podrás 
descubrir qué se esconde tras sus amables palabras, o 
aprender su técnica y hacer lo mismo. la llave secreta 
de las relaciones es ser detallista con las perso-
nas y objetiva con los elogios, entonces la mayoría te 
abrirán sus mentes y corazones y podrás influir teniendo 
más opciones de culminar tu estrategia.

 
“la persona que se preocupa 
de los susurros no tendrá que 
ocuparse de los gritos”
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“la persona estratega pone fin 
a lo que no le permite crecer, 
a lo que le lastra, a lo que le 
condiciona negativamente”
 

 – no va en contra de su cuerpo, templo y susten-
to de conocimiento: ganar, éxito, acierto, objetivos… 
Todo esfuerzo parece que olvida algo importante, aun-
que las ideas sean ilimitadas, aunque el entusiasmo te 
haga trabajar sin descanso, aunque tus objetivos sean 
importantísimos y estes a punto de alcanzarlos. Tu cuer-
po no es ilimitado, te emite señales de alarma, si mal-
tratas a tu cuerpo, si desprecias el descanso que te pide, 
se “vengará” de ti en cualquier momento. Un buen es-
tratega sigue el principio de los indios Siux: “la persona 
que se preocupa de los susurros no tendrá que ocuparse 
de los gritos”. Tu cuerpo te susurra cuando no puede 
más. Trátalo con cuidado, mímalo tanto como cuidas tus 
objetivos. Y regálale descanso y atenciones para poder 
continuar con tu estrategia.

 – No deja de crecer, sabe que tiene que potenciar sus 
habilidades para conseguir las mejores estrategias po-
sibles: un estratega sabe que el mundo cambia cons-
tantemente y el conocimiento también. Cada día hay 
excelentes autores, profesores que son generosos en dar 
lo que saben, en impartir lo que tienen dentro para que 
su experiencia de vida ayude a quienes no han podido o 
querido adquirir sus conocimientos. El buen estratega 

lee mucho y acertadamente, va a cursos prácticos y tie-
ne la humildad de tener su mente abierta a los que más 
saben y los sigue con profunda gratitud porque le hacen 
mejorar día a día. 

en definitiva, un buen estratega no se limita a es-
tas diez claves, sabe que hay muchas más esperando 
a ser encontradas y asimiladas como herramientas 
para conseguir sus objetivos propuestos.

¡Qué tengas la suerte de acertar con la estrategia ade-
cuada en tu vida personal y profesional! y si no la encuen-
tras sigue estudiando, todas las respuestas están en los 
buenos libros y en los buenos maestros. 
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MENTIRAS PROCESALES (II) 

dr. ricardo yáñez velasco. Profesor de Derecho Procesal. Magistrado.

“Una mentira no tendría sentido si 
la verdad no fuera percibida como pe-
ligrosa”.

Alfred Adler

El ministErio fiscal sE 
constituyE dE principio 
En las actuacionEs y, 
EspEcialmEntE En El 
procEdimiEnto abrEviado, 
impulsa y simplifica 
la tramitación. las 
diligEncias dE invEstigación 
complEmEntarias instadas 
por El ministErio fiscal son 
vinculantEs y EstE último 
no sE somEtE a plazos 
procEsalEs propios

Nada de lo anterior, vaya por de-
lante, puede suscribirse. El examen 
de la instrucción penal en España 
denota una praxis extraordinariamen-
te frecuente respecto de las diligen-
cias de investigación solicitadas por 

la acusación pública: su concesión 
judicial, normalmente sin específica 
motivación, puede incluso venir esta-
blecida como actuar protocolario en 
el personal no jurisdiccional, incluso 
convertirse en cuestión de mera fir-
ma. De cualquier modo, dicho sea, 
reconoce implícitamente el mal hacer 
de quien ha clausurado la instrucción 
sin llevar a cabo las luego admitidas 
diligencias complementarias. Y el Fis-
cal, por cierto, suele solicitarlas sin ra-
zonamiento alguno, salvo con mucho 
incluir la redacción del art. 780 LECr, 
según la cual entiende que son indis-
pensables para la calificación provi-
sional de los hechos imputados, aun-
que no diga por qué. Es más, cuando 
existe algún tipo de discrepancia, rara 
avis en el foro, no dudan en significar 
que la petición es vinculante para el 
juez. Nada más lejos de la realidad, 
porque el redactado preceptivo pasa 
por considerar que, sin la diligencia 
de investigación complementaria, no 
podrían calificarse penalmente los he-
chos por faltar elementos esenciales. 

Ocurre sin embargo que, pese a la ju-
risprudencia constitucional elaborada 
sobre la materia y la misma dicción 
legal –que configura esta instrucción 
adicional como excepcional–, no po-
cos tribunales otorgan carta de natu-
raleza a esa idea de la vinculación1, 
aun envuelta con razonamientos de 
idoneidad, para diligencias en absolu-
to indispensables para calificar, a ve-
ces ni tan solo relacionadas con el ob-
jeto penal2. Y se alcanza el paroxismo 
cuando el juez de apelación establece 
que el de instrucción puede valorar la 
procedencia o no de las diligencias de 
investigación complementarias, como 
decisión jurisdiccional independiente 
que es por definición, pero que, en 
realidad, a sabiendas que su decisión 
será revocada, no tiene mucho senti-
do proseguir con el propio criterio (el 
ajeno a la vinculación)3. Pero claro, si 
ya no se debe decidir contra la peti-
ción de diligencias de investigación 
complementarias del Ministerio fis-
cal, porque se sabe que tal cosa se re-
vocará por la superioridad, ¿cómo se 

Ámbito 
JUrídico

1 “Son petición vinculante” es frase que puede leerse a menudo, cfr. por ej. AaAP Barcelona de la Secc. 10ª: 20-I-2011, rec. 615/2010, ponente J. 
M. Planchat; 1-II-2011, rec. 21/2011, ponente J. M. Planchat; 1-IV-2011, rec. 111/2011, ponente E. Ríos; 24-III-2011, rec. 75/2011, ponente E. 
Ríos. 

2 Sobre el civil acumulado v., por ej., SAP Barcelona, Secc. 10ª, 5-III-2010, rec. 67/2010, ponente S. Vidal.

3 Cfr., entre otros, AaAP Barcelona, Secc 10ª, 20-I-2011, rec. 615/2010, ponente J. M. Planchat; 1-II-2011, rec. 21/2011, ponente J. M. Planchat; 
10-VI-2011, rec 217/2011, ponente J. M. Planchat: “la terquedad no cambiará el hecho de que se va a resolver igual y es una perversa dilatación 
de la pendencia”. La terquedad venía referida al juez a quo, a quien también se le denomina sedicente, contumaz y otros variados apelativos por 
mantener una motivación denegatoria articulada sobre la idea de que no existe vinculación.
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puede valorar y motivar la bondad de 
esa petición para concederla o no?

Quizá la raíz del problema se en-
cuentre en la falta de presencia del 
fiscal durante el trámite instructor. 
Pues, contra lo que prescribe el art. 
773.1 lecr, el ministerio público 
toma conocimiento real de la ma-
yoría de las causas una vez las re-
cibe completas para su calificación 
provisional; a pesar de que en ocasio-
nes ya haya tomado contacto por inter-
vención concreta o algún recurso, in-
cluso recibiendo indebidamente todas 
las actuaciones. De ahí que muchas 
diligencias de investigación con-
trarias a la excepcionalidad pre-
conizada por el legislador, que en 
su caso podrían haberse llevado a 
cabo durante el normal curso de la 
instrucción –incluidas las característi-
cas del objeto civil acumulado– se afir-
man útiles indispensables por el 
acusador público cuando el traba-
jo ya está clausurado, pervirtiéndose 
el sentido lógico de la excepcionalidad. 
Y es en el trámite de calificación, o el 
idéntico que se establece para instar ese 
tipo de diligencias, donde el Ministerio 
fiscal considera que disfruta de un plazo 
procesal impropio, el característico del 
órgano judicial.

el art. 781.3 lecr es uno de 
los preceptos menos aplicados 
por el juez instructor pese a su 
imperativo redactado, quizá por-
que su uso ha demostrado ser inútil 
en la práctica. Acaso una norma como 
la prevista en el art. 800.5 in fine 
LECr, que la defensa no dudaría en 
esgrimir, permitiría el cumplimiento 
de los plazos procesales, propios para 
todas las partes, incluida la Fiscalía. 
En otras materias, como por ejemplo 
el traslado de recursos de reforma, el 
preceptivo plazo de dos días resulta 
ampliamente dilatado, control que no 
se olvide depende del órgano judicial, 
enfrentado sin embargo a toda suerte 
de argumentaciones serviles a la su-
presión del dies a quo en el cómputo.

El sello de entrada en una adscrip-
ción de Fiscalía, estampado en la misma 
causa original que se recibe para califi-
car provisionalmente los hechos, viene 
siendo despreciado con frecuencia como 
mecanismo determinante del dies a quo 
en el plazo del art. 780.1 LECr. Se afirma 
que no hay indicación del procedimiento 
–aunque se selle sobre la misma causa– 
ni consta firma del funcionario de fisca-
lía4. Es paradójico que de la propia parte, 
en este caso el Ministerio fiscal, dependa 
el comienzo de ese plazo, que aunque no 
es de notificación, sino de traslado físico 
de las actuaciones o su copia, la propia 
Fiscalía General del Estado lo ha enten-
dido como útil para computar plazos de 
recursos –es decir, como dies a quo tras 
“notificación”5–. Es más, a falta inclu-

legislación

www.bdifusion.es

•	 Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.(normas básicas. 
Marginal: 12615). Art.4.

•	 real Decreto de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal.(normas básicas. Marginal: 116173). Arts.; 
472, 474, 714, 723, 773.1, 780, 781.3, 788.3 I y II, 788.4 y 800.5.

4 Innumerables los ejemplos; v. AaAP Barcelona, Secc. 10ª, 16-V-2011, rec. 135/2011, ponente M. Comas d’Argemir, o 14-VI-2011, rec. 625/2010, 
ponente J. M. Planchat.

5 Cfr. Consulta FGE 3/1994, 29-XI, si bien refiere a la firma de un miembro del personal auxiliar de la Fiscalía, encargado de sellar como acuse de 
recibo. En su Circular 1/2001, sobre la incidencia de la nueva LEC, la FGE estableció que la recepción se produce cuando la diligencia de comu-
nicación es sellada de entrada en la Fiscalía por funcionario autorizado; aunque ello se vincula a la recepción de resoluciones y testimonios por vía 
postal, no a las actuaciones originales, encabezadas o no por un oficio de remisión, sirviendo de ese modo un argumento a fortiori para estas últimas.



84   Economist & Jurist   

so del sello de entrada de los autos 
en fiscalía –lo que es achacable a ésta 
y no al juzgado–, habrá que buscar 
cualquier mecanismo que acredite 
la recepción, aun cuando a veces lo 
sea de modo aproximado6. Téngase 
en cuenta que la diligencia del secreta-
rio judicial puede determinar la salida de 
la causa del juzgado en un día concreto, 
que cuando no opera por correo –donde 
habría fecha– sino por valija o equivalen-
te –a través de funcionario o contratado 
laboral si no se está en la misma sede– 
es indiscutible que llegará a destino el 
mismo día de salida. Lo que no puede 
permitirse es que, si el receptor omite 
su deber, disponga de todo el plazo del 
mundo. Y no cabe otorgar valor alguno a 
la recepción efectiva del fiscal destinata-
rio final, a efectos de notificación o tras-
lado e inicio de cómputo7.

El abogado dE la acusación 
puEdE rEprEsEntar 
procEsalmEntE a su cliEntE 
En la instrucción pEnal

el único abogado que puede 
hacerlo es el defensor, y sólo has-
ta el dictado del auto de apertura 
de juicio en el proceder abrevia-
do (art. 788.3 I y II LECr). Nadie 

más, dejando a un lado las habilitacio-
nes legales de los letrados públicos y, 
claro está, el Ministerio fiscal. El resto 
sigue la pauta general de postulación: 
abogado y procurador necesarios sal-
vo en los juicios de faltas, incluyendo 
al acusador particular o popular. Pero 
muchas veces se pasa por alto que 
el letrado de la acusación actúe 
como procurador o, dicho de otro 
modo, que no exista representan-
te procesal de aquélla sino hasta 
la clausura de la instrucción o 
incluso el dictado de la apertura 
del juicio oral; como si se tratase de 
un imputado/acusado y de su letrado 
defensor.

Esta desviación no nace con la 
confusión que genera la exigencia 
general de causídico en un trámite 
de diligencias urgentes y juicio rápi-
do que apenas ofrece tiempo para la 
designa, sobre todo con la asistencia 
jurídica de oficio de las presuntas 
víctimas de violencia sobre la mujer. 
Ya era característico del siglo pasado, 
soslayando la norma, tanto profesio-
nales como juzgados, o simplemente 
ignorándola. Se trata, en definitiva, de 
un incumplimiento procesal nada ais-
lado, una intervención intempestiva 
que por supuesto no suele discutirse 

en el momento en que, ya tras la pre-
clusión, se nombra un procurador de 
la acusación particular que como tal 
ha sido tratada por el órgano judicial 
aun cuando en ningún caso se perso-
nó en forma, al disponer de letrado, 
pero no de procurador. 

De todas maneras, la preclusión 
en la intervención de las partes pre-
tende ser ninguneada con visiones 
excesivamente flexibles de las nor-
mas de procedimiento, derecho ne-
cesario donde los haya que parece 
moldearse a la carta. En particular, 
se ha considerado que el perjudi-
cado puede acudir con abogado 
a un juicio oral y personarse en 
ese momento, por la vía del apud 
acta –para lo que tendría que estar 
presente procurador y secretario ju-
dicial– y podría presentar conclusio-
nes, o adherirse a las de la acusación, 
pudiendo luego practicar las conclu-
siones definitivas que no fueran sor-
presivas o ajenas al objeto del proceso 
(STS 271/2010, 30-III, rec. 887/09, 
FD 1). La defensa podría instar plazo 
del art. 788.4 LECr –continúa la cit. 
STS–, que se aplicaría por analogía 
si la “nueva” parte procesal introdu-
ce sus propias conclusiones al ini-
cio de las sesiones del juicio, donde 
se supone podría también plantear 
alegaciones procesales, al igual que 
medios de prueba –documentos, 
testigos y otros que aportase en ese 
momento–, pues de lo contrario 
sólo los disfrutaría por adquisición 
procesal. Dejando aparte la siempre 
prohibitiva analogía procesal, llama 
la atención cómo el propio tS 
puntualiza de qué modo no es 
posible retroceder ni paralizar 
o interrumpir el proceder por la 
dejadez de una parte (¡!). 

Ámbito 
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“El atestado policial en general no es 
prueba documental, aunque se empeñen 
fiscales y resto de partes, como tampoco 
‘todo lo actuado’ o similares menciones 
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6 AAP Barcelona, Secc. 5ª, 30-V-2008, rec. queja 4/2008, ponente B. Grande Pesquero. 

7 AAP Secc. 5ª, 15-II-2008, rec. 608/2007, ponente B. Grande Pesquero.
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no hacE falta corrElación 
EntrE afirmación fáctica y 
pEtición probatoria para El 
acto dEl juicio oral

La prueba sirve para acreditar lo 
que se alega. De hecho, no defender 
una concreta atenuante o agravante 
hace jurídicamente ilógico instar un 
medio de prueba directamente vin-
culado con su acreditación. Resulta-
rá impertinente en el ámbito del 
objeto procesal: improcedente 
admitir un medio de prueba que 
persigue acreditar algo que nadie 
afirma. Con mucho, bajo un sentido 
amplio del derecho constitucional a la 
prueba valorar la pertinencia respecto 
de lo fáctico, entendiendo que mere-
cen prueba los hechos afirmados aun 
sin correlato alegatorio jurídico.

no resulta infrecuente, como 
ejemplo paradigmático de lo expuesto, 
que en la proposición de prueba 
de la defensa se solicite un dic-
tamen médico forense, sin rastro 
de alegación atenuatoria o por 
eximente en el cuerpo del escrito, 
siquiera en el marco de un rela-
to afirmado, muchas veces meras 
negativas formularias de lo postu-
lado en contrario. La admisión de la 
propuesta pericial no debiera justificar 
una paternalista labor de oficio subsa-
nadora del error letrado, que evidente-
mente perjudica la auténtica paridad 
entre partes por directa actuación del 
juzgador, teóricamente por encima de 
todos. Las matizaciones se advierten 
cuando existiendo una concreta afir-
mación fáctica está desconectada de 
la petición probatoria, por ejemplo 
aludiendo a problemas psiquiátricos y 
solicitando un informe sobre adicción 
a drogas. Incluso cuando la petición se 
enclava en una patología determinada, 
puede observarse que los peritajes se 
plantean abiertos a modo de rastreos 
sobre lo que el experto pueda encon-
trar de utilidad, hallazgos que equivo-
can el camino ex ante de la alegación 

para la prueba. Con lo que se obtenga 
se argumentará y alegará, por consi-

guiente, invirtiendo el sentido común 
de las reglas del procedimiento.
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La propia parte debe analizar qué 
puede afirmar y probar, no servirse 
de la prueba pericial anticipada –en 
el ejemplo– para entonces adecuar 
su discurso, ya en un momento de 
calificación definitiva. Claro está que 
puede modificarse lo provisionalmen-
te establecido, pero las propuestas 
probatorias genéricas, a la pesca de 
algo útil, no pueden ser válidas en el 
terreno de la auténtica pertinencia. 
Genéricas y vagas impiden el juicio de 
admisibilidad, activando una ilegítima 
mecánica alegatoria a posteriori. 

El atEstado policial y la 
instrucción son pruEba 
documEntal

el atestado policial en general 
no es prueba documental, aun-
que se empeñen fiscales y resto 
de partes, como tampoco “todo lo 
actuado” o similares menciones 
generalistas. tampoco lo dicho 
por inculpados y testigos a lo lar-
go de la instrucción, o preproce-
salmente; lo uno serán diligencias de 
investigación documentadas, lo otro 
parte, probablemente, del antes refe-
rido atestado policial. Ni mucho me-
nos puede todo ello utilizarse de oficio 
por el juzgador o tribunal ad quem sin 
amparo del art. 714 LECr, p. ej. con 
la excusa de valorar la “persistencia”.

si Es ExpErto, Es pErito En 
El juicio pEnal

El art. 4 LEC establece la supleto-
riedad de esta ley procesal para todo 

tipo de procedimientos. Ahora bien, 
ello no es así cuando un procedi-
miento penal disponga de regula-
ción para la designación e inter-
vención del perito. Y no existe en el 
proceso penal una designa particular, 
a modo de contratación extrajudicial, 
incluso previa al inicio del proceder 
para luego utilizarla en el pleito. en 
el enjuiciamiento criminal el va-
lor del peritaje se alcanza con la 
presencia en juicio del experto, 
a diferencia del perito civil de-
signado por la parte. Y también a 
diferencia de éste siempre antecede, 
tanto en la instrucción como en el 
juicio oral, una propuesta, que desig-
na nominativamente o por materia al 
profesional, y un subsiguiente nom-
bramiento judicial del mismo, quien 
habrá de aceptar el cargo y jurarlo o 
prometerlo, sometiéndose al régimen 
propio de los peritos, no al de los tes-
tigos, y elaborando su dictamen con 
posterioridad a todo ello, bajo las obli-
gaciones pertinentes.

En la práctica puede ocurrir que el 
trabajo experto haya sido realizado de 
antemano por contratación privada, 
con lo que el juramento como peri-
to de su autor adolece de la exigen-
cia básica expuesta. A diferencia en 
el enjuiciamiento civil, se insiste, la 
tarea pericial penal debiera rea-
lizarse una vez jurado el cargo y 
atento el sujeto a exigencias lega-
les asumidas, no de forma previa 
a las mismas. pero a menudo se 
proponen periciales como cues-
tiones previas, acudiendo el experto 
que ha sido contratado por la parte 
interesada y ya ha elaborado un dic-

tamen según la indicación de aquélla. 
el juez no podría siquiera valorar 
la pertinencia y utilidad del obje-
to pericial –parte intrínseca de este 
medio de prueba– en la admisión 
de la propuesta, mientras que el 
resto de partes tampoco podrían 
participar de una ampliación 
del objeto pericial de ese modo 
sorpresivo; sin que tampoco sea 
lógico que el experto lleve a cabo al 
inicio del mismo juicio oral el trámi-
te legalmente previsto para su nom-
bramiento como tal (arts. 472 y ss. 
LECr). Recuérdese que en los arts. 
723 y ss. LECr se regula la práctica 
del peritaje en el juicio oral, no todo 
su régimen procedimental, que parte 
del sumario. El equívoco terminoló-
gico es obvio cuando se alude a que 
las partes “nombran” peritos (art. 474 
LECr): las partes no nombran –esto 
sólo puede hacerlo el juez–, sino que 
designan.

Es cotidiano que la acusación par-
ticular o la defensa se acompañen de 
un experto previamente contratado en 
privado y que ya tiene elaborado un 
dictamen conocido por el proponen-
te, consiguiendo en ese momento su 
introducción en el acto de juicio oral 
ya iniciado. Y tampoco es infrecuente 
que el carácter experto de un testigo 
soslaye la correcta propuesta de éste 
como tal, aunque cualificado, obte-
niendo su admisión judicial como 
perito. Se trataría de profesionales de 
la medicina, psicología, seguridad, da-
ños u otros que, antes del proceso pe-
nal, realizaron algún tipo de informe 
técnico o científico, médico o social, 
luego rebautizado como dictamen pe-
ricial, y a su autor como perito en el 
proceso, cuando no lo es. Siquiera 
los actuarios en el ámbito del de-
lito fiscal son en realidad peritos 
en sede judicial, y la admisión de 
quien tras ellos elabora un infor-
me experto en la administración 
tributaria podría afrontar una re-
cusación por obvias razones de 
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parcialidad (en este sentido, por to-
dos, Córdoba Roda). En fin, no impor-
ta que la designa sea judicial –típica 
del trámite instructor– o a instancia 
de parte –nominativa o genérica–; el 
nombramiento del experto como peri-
to en el proceso penal, en cualquiera 
de sus etapas (instrucción o plenaria, 
apelación o ejecución), siempre es 
judicial, tras aceptación y juramento 
ante el juzgado. En fin, todavía no 
existe, como en el proceso civil, un 
juramento o promesa extrajudicial, 
nacido de una contratación privada, 
que convierta a un experto en perito 
sin nombramiento judicial previo. 

El inculpado puEdE sEr 
tEstigo, dEclarando como 
tal y como imputado

es posible que una misma per-
sona asuma la doble condición de 
acusador y acusado en el enjui-
ciamiento de acciones crimino-
sas distintas, contextualizadas en un 
mismo suceso. ello ocurre cuan-
do, la relación fáctica intrínseca 
descarta el proceso separado de 
varios acusados y perjudicados, 
a riesgo de romper la denominada 
continencia de la causa, que abriría 
la posibilidad de sentencias contra-
dictorias, lo que se anuda a exigencias 
del derecho de defensa y tutela judi-
cial efectiva (STS penal 10-XII-1998; 
ponente C. Granados Pérez). Ahora 
bien, eso no significa que alguien pue-
da ocupar las cualidades de imputado 
y de testigo al mismo tiempo. A nadie 
se le ocurriría, en la celebración de un 
juicio oral, indicarle al acusado que, 
en lo que le afecta como acusador, de-
clare como testigo, con la obligación 
de decir verdad y demás aplicaciones 
del régimen del testimonio –que por 
cierto lo excluirían de la Sala mientras 
declaran otros acusados–.

la cualidad procesal de acusa-
do solapa cualquier otra. Sus ma-

nifestaciones respecto de hechos que 
realmente están concatenados obser-
va una imposibilidad obvia de separar 
aquéllas en lo que supone el propio 
descargo o el cargo del contrario. en 
la instrucción penal, sin embar-
go, no es nada raro que, el mismo 
día en que un imputado es citado 
para declarar, lo haga igualmente 
como testigo de cargo, y en cuan-
to víctima y perjudicado reciba el 
ofrecimiento de acciones oportu-
no en la misma diligencia de in-
vestigación testifical. Esto último 
es procedente, pero como diligencia 
del secretario judicial perfectamente 
separable de la declaración. En cuan-
to a ésta, opera el mismo principio de 
inevitable absorción antes expuesto: 
el imputado declarará una sola vez, 
como tal, bajo las prerrogativas del de-
recho de defensa que le son propias, 
sin adicionar nunca, antes o después, 
una declaración testifical en la que 
tendría obligación de decir verdad y 
por la que se expondría a cometer un 
delito de falso testimonio. Cuestión 
diversa, aunque igualmente critica-
ble y por demás proscrita en la juris-
prudencia constitucional desde hace 
mucho, que el juez instructor cite a 
un posible imputado como testigo, 
declare éste con obligación de decir 
verdad y, a continuación, sea imputa-
do y vuelva a ser llamado a declarar, 
esta vez con el derecho a no hacerlo.

tEstis unus tEstis nullus

Este arcaico aforismo fue superado 
hace tiempo por la doctrina científi-
ca, pero la jurisprudencia penal ha 

venido elaborando con inventiva 
toda suerte de categorizaciones 
del testimonio que permite con-
siderar a la víctima un testigo de 
segunda clase. Un testigo que sin 
elementos de corroboración objetiva 
no es útil para articular una condena, 
por mucho que el juez juzgador obten-
ga a su través una íntima convicción 
de que dice la verdad. Es lo cierto que 
determinados elementos de valora-
ción son exigibles porque participan 
de lo que supone el propio examen de 
ese medio de prueba en presencia del 
juez, como por ejemplo la denomina-
da verosimilitud. Otros, en cambio, 
pueden conducir al testigo de segun-
da, cuando se pone en duda su valor 
porque pueda existir un ánimo “es-
púreo”. En primer lugar, esto último 
debiera ser acreditado con las mismas 
exigencias, es decir, no por la mera 
afirmación del inculpado. En segundo 
lugar, la animosidad referida debe se-
pararse de los hechos criminosos, no 
forma parte de los mismos como sin 
embargo se utiliza no pocas veces. Pa-
rece ilógico que la víctima de un mal-
trato, o de lesiones, o de un robo, no 
conserve animadversión contra quien 
está afirmando que le ha maltratado, 
lesionado o robado. Un tercero ajeno 
a esa vinculación criminal, en cambio, 
eleva el valor intrínseco del testimo-
nio, precisamente por tal separación 
anímica. De ahí que, ante delitos 
sin testigos adicionales, nos apro-
ximemos muy peligrosamente a 
una banal tesis de descargo pro-
pia de las “versiones contradicto-
rias”. La llamada “ausencia de incre-
dibilidad subjetiva” acaba por exigir 
más pruebas, directas o indirectas, 

 
“los recursos contra providencias y autos 
pueden ser devolutivos o no, pero carecen 
del efecto suspensivo que muchas veces 
se pretende”
 



88   Economist & Jurist   

que el propio testimonio presencial, 
directo, mientras que la verosimili-
tud se ha enlazado con la idea de un 
“testimonio que no es propiamente 
tal, en cuanto que la víctima puede 
mostrarse parte en la causa” y preci-
sa, a diferencia de otro tipo de testigo, 
“corroboraciones periféricas de carác-
ter objetivo que le doten de aptitud 
probatoria” (por ej. SsTS 1210/1997, 
10-X, ó 190/1998, 16-II).

las subcategorizaciones son 
abundantes, incluso, en los mo-
delos formularios de citaciones 
policiales o judiciales, sin ningún 
apoyo normativo. De ese modo, y 
especialmente para el juicio de faltas, 
vemos cómo se cita, a quien no puede 
ser más que un testigo, como “denun-
ciante”, “perjudicado”, “víctima”, “res-
ponsable civil directo/solidario/subsi-
diario”, “actor civil”, u otros términos 

que, si bien definirían con mayor cla-
ridad la cualidad material de una per-
sona en el proceso, nada tienen que 
ver con la citación correcta para un 
acto de la vista oral donde, aparte del 
presunto autor del ilícito, procesal-
mente sólo hay testigos y peritos. Con 
mucho, podría añadirse el testigo-
perito –referido en la norma procesal 
civil, no en la penal–, como testigo 
cualificado por su expertise pro-
fesional, con efectos valorativos 
evidentes; en cualquier caso bajo 
el régimen jurídico-procesal de 
testigo, en el terreno de la cita-
ción y asistencia a juicio, dere-
chos y deberes.

prEguntas a través dEl juEz

Se trata, simplemente, de repre-
guntar, una réplica que puede condu-
cir a una dúplica, en absoluto previsto 
y que cercenan el derecho procesal 
penal de defensa, especialmente para 
con el interrogatorio de los imputados 
y acusados8.

Es lo cierto que en ocasiones los 
propios letrados de la defensa preten-
den interrogar a su cliente antes de 
que lo haga el abogado de un co-acu-
sado, cuando cada defensor ha de in-
tervenir el último en el interrogatorio 
de su defendido. Con las pruebas tes-
tificales o periciales, por su parte, in-
terviene en primer lugar el proponen-
te, activándose después la esencial 
contradicción con el interrogatorio del 
resto. Si esto se altera se invierte la ló-
gica de esa defensa, típica del rebati-
miento, o de esa contradicción, para-
digma de los interrogatorios cruzados. 
Naturalmente, el fiscal o acusador 
particular –o cualquier otra parte– 
que ha olvidado preguntar algo, 

Ámbito 
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“El mf puede solicitar copia escrita 
de lo que considere oportuno, siempre 
que especifique qué acto, documento, 
diligencia o resolución interesa”
 

8 Y nada que ver con ello las preguntas de los miembros legos del Tribunal del Jurado (art. 46.1 LOTJ), no en vano forman parte del órgano judicial 
mismo, aun sometidos al criterio jurídico del Presidente en materia de pertinencia.
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o que a resultas de las preguntas 
del contrario –lógicamente orienta-
das a desvirtuar las respuestas antes 
dichas por el inculpado, testigo o peri-
to– considera fundamental volver 
a preguntar, lo que persigue –aun 
sin saberlo– es romper, al cabo, 
con la estrategia de la otra par-
te, trabajada siempre a la contra, 
bajo la pretensión de desvirtuar 
el éxito de la prueba adversa. De 
ahí que las preguntas de aclaración 
o credibilidad que pueda plantear el 
juez, o bien se realizan en el curso de 
los interrogatorios de las partes, para 
que éstas puedan retomar ex post la 
cuestión que les interese, o fomentan 
una nueva intervención de todos, ob-
viamente que limitada a la cuestión 
introducida de oficio y nunca otra.

todo rEcurso tiEnE 
EfEcto suspEnsivo y, para 
El ministErio fiscal, un 
traslado EfEctivo dE las 
actuacionEs

las sentencias condenatorias 
no pueden cumplirse si no alcan-
zan firmeza, lo que impone un 
efecto suspensivo evidente. De ahí 
que los recursos de casación y ape-
lación contra fallos condenatorios lo 
sean en el denominado doble efecto. 
contra la absolución, en cambio, 
el alzamiento de medida caute-
lares personales como la prisión 
provisional resulta característica 
inevitable, sin perjuicio que se pu-
diera argumentar, específica y sufi-
cientemente, la lógica de una medida 
cautelar de ese calibre cuando en un 
primer grado de jurisdicción se haya 
destruido cualquier fumus boni iuri, 
por supresión de los indicios raciona-
les de criminalidad que justificaron 

una clausura de la instrucción y acaso 
una prisión provisional desde los pri-
meros pasos del procedimiento. Lla-
ma la atención que otra gran cantidad 
de medidas cautelares distintas de la 
prisión provisional se mantengan pese 
a un fallo absolutorio, aquél en el que, 
como se ha dicho, quebró cualquier 
base indiciaria contra reo que es la 
que justifica la cautela –se precisaría 
una motivación adicional para el man-
tenimiento, contra absolución, de la 
cautela personal o real–. Es más, en 
los procesos de violencia domés-
tica se ordenan habitualmente 
cautelas personales hasta la fir-
meza del procedimiento, lo que 
pasa por su mantenimiento a pesar 
de una absolución en el primer grado, 
algo harto criticable porque la pre-
sunción inicial ha sido sustituida, aun 
sin firmeza, por una decisión judicial 
distinta que descarta la incriminación 
tras juicio contradictorio plenario.

los recursos contra providen-
cias y autos, sin embargo, parti-
cipan de una articulación muy 
diferente. pueden ser devoluti-
vos o no, pero carecen del efecto 
suspensivo que muchas veces se 
pretende. Si se examinan las causas 
instruidas en el procedimiento abre-
viado, que son las más abundantes, 
pueden remitirse para enjuiciamiento 
mediando impugnaciones en las pie-
zas separadas, pero no en la principal, 
que suele paralizarse hasta resolución 
del tribunal de apelación, y común-
mente sin ninguna motivación sobre 
la suspensión del trámite que, dicho 
sea, carecería de refrendo normativo 
alguno. Es más, si aplicando la Ley 
contra la petición de suspensión, por 
ejemplo, del Ministerio fiscal –imagí-
nese la denegación de una diligencia 
de investigación complementaria– no 

faltaría la estrategia de no calificar en 
espera del resultado de la apelación; o 
de presentar un escrito sosteniendo el 
sobreseimiento provisional con igual 
anhelo, en el entendido que tal peti-
ción será papel mojado si la apelación 
triunfa. Parece pretenderse una espe-
cie de nulidad implícita de lo habido 
ex post recurso, algo muy discutible 
en el terreno de los actos propios o 
de la retroacción de actuaciones im-
plícita.

Finalmente, es costumbre que la 
Fiscalía reciba las actuaciones origi-
nales para informar sobre recursos 
de reforma o preparar apelaciones en 
instrucción, cuando ninguna norma 
procesal lo ampara. Los autos se en-
cuentran a disposición de cualquier 
parte, pero en sede judicial, limitán-
dose sobremanera el envío físico fuera 
del órgano judicial –sí para calificar, 
p. ej.–. claro está que el minis-
terio fiscal, según le reconoce su 
estatuto orgánico, puede solicitar 
copia escrita de lo que considere 
oportuno, siempre que especifi-
que qué acto, documento, dili-
gencia o resolución interesa, no 
bajo fórmulas genéricas que re-
clamen copia de la causa toda. No 
es muy diferente su actuar cuando de-
signa particulares para apelar, viendo 
refrendada por la superioridad peti-
ciones de “toda la causa”, lo que difí-
cilmente puede entenderse como una 
designación “particular” de nada. Sin 
embargo, se suele pedir la entrega fí-
sica de las actuaciones originales con 
la mención de imposibilidad de ejerci-
tar sus propios derechos, obviamente 
alegales en este punto9. el despla-
zamiento hasta el juzgado para 
examinar los legajos se extiende 
inevitablemente al fiscal, pero el 
trato de favor que al mismo suele 

9 No suele ser tan común en apelación contra sentencias del procedimiento abreviado, pero sí para afrontar los recursos de reforma o apelación en 
instrucción, o la apelación de las faltas, o incluso para valorar la impugnación contra sobreseimientos o autos de acomodación procedimental.
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Ámbito 
JUrídico

dispensarse permite afirmar que 
la práctica del foro altera la ley 
de ritos y, con ello, por supuesto, 
los plazos legalmente previstos.

El juzgado dE lo pEnal Es 
compEtEntE para concluir 
las piEzas sEparadas 
sobrE rEsponsabilidad 
civil abiErtas En 
juzgados dE instrucción 
y para rEsolvEr sobrE la 
situación pErsonal dE los 
condEnados, aun cuando 
la causa sE haya ElEvado al 
tribunal dE apElación

existen juzgados de instruc-
ción que introducen en el acta 
que documenta el interrogatorio 
del imputado, una declaración 
formularia de éste según la cual 
acepta que su futuro procurador, 
si fuera el caso de necesitarlo por 
ser acusado, recibirá en su nom-
bre requerimientos personales 
cualesquiera, incluido el de las 
fianzas –que se suelen exigir en el 
auto de apertura del juicio oral–. De-
jamos a un lado que los procuradores 
quizá desconozcan la tan curiosa obli-
gación cuando asumen el cargo me-
ses o años después de esa declaración 
de “voluntad”, en muchos casos por 
turno de oficio. Y marginamos tam-
bién el hecho que los requerimientos 
personales son, por definición, indele-
gables. Pero este tipo de prácticas, a 
menudo vinculadas a obvias técnicas 
de evitación procesal que persiguen 
no haber de contactar más con un 
inculpado eventualmente huidizo y 
excluir la necesidad de requisitoriarlo 

desde la sede instructora, han veni-
do siendo amparadas, aun implícita-
mente, por la superioridad10. En fin, 
que si la fianza establecida por 
el juzgado de instrucción no ha 
sido satisfecha, incluso sin que 
medie apertura de pieza separada 
correspondiente, habrá de ser el 
juzgado de lo penal quien gestio-
ne el particular, comenzando por 
requerir personalmente al acusado 
en 24 horas y operar la averiguación 
patrimonial para embargo si no abona 
en plazo.

Si en el auto de apertura del 
juicio oral no se establece fian-
za alguna, desoyendo por ejem-
plo peticiones de otro lado for-
mularias del ministerio público, 
debiera entenderse que se des-
vanece esa tarea adicional del 
juzgado de lo penal en absoluto 
amparada en la letra de la ley. 
Ahora bien, no cabe pasar por alto 
la disfunción competencial evidente 
cuando, precisamente, el juzgado de 
instrucción retiene, por inconclusa, 
la pieza separada de responsabilidad 
civil, porque de ese modo abre un tra-
tamiento paralelo de cuestiones cau-
telares contra la lógica de su teoría 
general, cual es que competen al juez 
competente sobre la causa principal. 
En tal sentido, es factible que una 
renuncia a la acción civil del per-
judicado, en sede plenaria, haga 
inútil la fianza en su día reque-
rida, pero ignorado el particular 
por el juzgado instructor, en éste 
se lleve a efecto un embargo. Sólo 
la rápida comunicación entre juzga-
dos y, sobre todo, la alerta del letra-
do de la parte interesada, permitirá 

evitar indeseables consecuencias de 
signo material. De cualquier modo, 
nótese que los plazos para cumplir 
con los requerimientos y embargar 
son extraordinariamente reducidos, 
por lo que el cierre de las piezas se-
paradas, recursos aparte, no tendría 
que afectar la entrega completa de la 
causa al órgano enjuiciador.

De otro lado, pese a que la atribu-
ción de competencia funcional al tri-
bunal de apelación suprime cualquier 
competencia del juez a quo durante la 
pendencia del recurso –incluso la de 
aclarar la resolución apelada, tras de-
terminado tiempo y circunstancias–, 
los tribunales superiores pueden deci-
dir atribuírsela, por la vía gubernativa 
de un acuerdo de unificación de crite-
rios11. De este modo, aunque el preso 
provisional se encuentre teóricamente 
en el ámbito de la apelación y bajo la 
disposición de la Audiencia Provincial 
como único competente funcional 
de la causa, será el Juez de lo Penal 
a quien competa, por ejemplo, la tra-
mitación de peticiones de libertad. En 
este sentido, la pieza separada de 
situación personal no se remitirá 
al superior, sino que se manten-
drá en el juzgado para resolver lo 
que fuera, ejecutar lo resuelto por el 
superior o incluso adoptar de inme-
diato la libertad del absuelto. Imagí-
nese que la decisión absolutoria por 
apelación estimada se recibe un vier-
nes a última hora, cuando ya no está 
el juez de lo penal para decidir nada 
ni es hora de un eventual sustituto de 
“guardia”, ¿será responsable ese juez 
o el tribunal de apelación si el sujeto 
no es puesto en libertad hasta el lunes 
siguiente?

10 Por ej. la providencia de 29-II-2012 emitida por la AP Barcelona, Secc. 2ª (P. Martín García/J. C. Iglesias Martín/M. J. Magaldi Paternostro), a raíz 
de suplicatorio de aclaración presentado frente a su auto de 18-I-12. Acogiéndose al art. 12 LOPJ esquivó la dicha controversia, pese a estar incluida 
en la cuestión de competencia en disputa (núm. 111/2011).

11 Véase, por ej., el tomado en forma unánime (nº 3.a y b) por las Secciones penales de la AP de Barcelona el 20-I-2012. Las Seccs. 21ª y 22ª no 
asumieron el nº 3.c, relativo a que si la apelación afecta la situación personal, el tribunal lo comunicaría al juzgado de lo penal inmediatamente para 
que “éste adopte las medidas que correspondan y las lleve a efecto”.
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12 La Junta sectorial de Jueces de lo Penal de Barcelona celebrada el 27-IV-2012 se opuso al criterio de la Audiencia, que no consideró vinculante y sí 
contrario al art. 790.6 LECr. Ahora bien, en una situación de conflicto concreto, parece obvio que el juez de lo penal no podrá discutir lo establecido 
por la Sección penal que decide otra cosa y le devuelve la pieza de situación personal que inicialmente recibió.

Asimismo, mientras que la sen-
tencia de apelación puede confir-
mar la resolución del juez de lo 
penal y convertir en materia de 
ejecución lo que había sido una 
medida cautelar –para lo que no 
prevé el citado acuerdo unificador 
ninguna comunicación “inmediata”–, 
se haría viable que el juez de lo 

penal, en paralelo y a tenor de 
una petición de la parte intere-
sada, considerarse oportuno al-
zar la cautela personal. En prin-
cipio procedería rehusar la petición 
de la parte por la manifiesta falta de 
competencia funcional, dado que la 
propia del Derecho cautelar es inse-
parable de quien ostenta competencia 

en la causa principal. Sin embargo, el 
solicitante no vería satisfecha su tute-
la judicial si el juez ad quem esquiva 
tomar medida alguna, aun cuando la 
misma se incrustase en el propio re-
curso de apelación. Se derivaría por 
la superioridad al juez a quo, incluso 
aludiendo a no disponer de la pieza 
separada de situación personal12. 
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NOTICIAS DEL mundo jurídico

D. José Luis Gorgojo

D. Antonio Fernández de Buján

josé luis gorgojo nuEvo dEcano dEl colEgio dE 
abogados dE lEón
  

Tras las elecciones celebradas 
en la sede del Colegio de Abogados 
de León, José Luis Gorgojo obtuvo 
la mayoría de votos de los abogados 
leoneses, un total de 767, quedan-
do por encima de su único contrin-
cante Juan López-Contreras, con 
561 votos, convirtiéndose en el De-
cano de los abogados de León.

antonio fErnándEz dE buján invEstido doctor 
honoris causa por la univErsidad dE plovdiv
  

La Universidad de Plovdiv 
“Paissi Hilendarski” ha concedido 
el título de doctor Honoris Causa 
al profesor Antonio Fernández de 
Buján, catedrático de Derecho Ro-
mano de la Universidad Autónoma 
de Madrid y Consejero de Econo-
mist & Jurist, por sus méritos para 
el desarrollo de las investigaciones 
científicas y la cooperación y por su 
apoyo a la enseñanza del Derecho 
en esta universidad búlgara.

financial timEs coloca a 4 law schools Españolas En 
El “top 100 mundial”
  

Entre las prestigiosas escuelas 
de derecho a nivel mundial, se en-
cuentran cuatro escuelas españo-
las ISDE, IE, Esade e Icade.

El Instituto Superior de De-
recho y Economía (Isde) con 17 
programas máster reconocidos, el 
Instituto de Empresa con 8 pro-
gramas, la Universidad Pontificia 
de Comillas con 6 y  Esade con 

4, colocan a España como la se-
gunda potencia europea en for-
mación jurídica, solo detrás de 
Reino Unido.

Estas 4 escuelas de formación 
jurídica de postgrado españolas, 
sitúan a nuestro país segundo en 
la clasificación por nacionalidades 
seguido de Suiza, Bélgica, Francia, 
Alemania y Grecia.

prEsEntación dEl libro 
“thE trEaty on stability 
coordination and 
gobErnancE in thE Emu”

La editorial Difusión Jurídica 
presentó, en un acto celebrado en 
Madrid, un interesante estudio so-
bre el Tratado de Estabilidad, Coor-
dinación y Gobernanza en la Unión 
Económica y Monetaria (UEM).

 
Al acto acudieron multitud de 

abogados y juristas, así como el 
Consejero Delegado de Difusión 
Jurídica, D. Jorge Pintó, el Mi-
nistro Consejero de la Embajada 
de Francia en España Sr. Cyrille 
Regeau, el Diplomático español, 
Don Gonzalo Álvarez Garrido, el 
autor de la obra Prof. Dr. Carlos 
J.Moreiro González, Catedrático 
de Derecho Internacional de la 
Universidad Carlos III de Madrid 
y la profesora de la Universidad de 
Cambridge, Dra. C. Barnard.

angEl garcía bErnués 
nuEvo dEcano dEl 
colEgio dE abogados dE 
huEsca
  

Angel García Bernués se ha pro-
clamado nuevo decano del Colegio 
de Abogados de Huesca al no pre-
sentarse ninguna otra candidatura 
al puesto, por lo que releva en el 
cargo al hasta ahora decano Alberto 
Allepuz Fandos.

D.Carlos J. Moreiro, D.Cyrille Regeau, 
D.Jorge Pintó y D.Gonzalo Álvarez
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Ey abogados cElEbra un EncuEntro sobrE “los 
protocolos y políticas dE indEpEndEncia dEl asEsor 
jurídico dE EmprEsa”
  

En el encuentro se dio respuesta 
a diversas cuestiones, como; ¿Debe 
el asesor jurídico involucrarse en 
el negocio y en la toma de deci-
siones? ¿Existen limitaciones en el 
asesoramiento? ¿Debe formar par-
te del Comité de Dirección o del 
Comité de Auditoría?  Participaron 
los directores del área de asesoría 
jurídica de FCC, Acciona y Pro-
segur, junto con Alberto Echarri y 

Francisco Silván, Socios del Área 
Legal de EY Abogados, entre otros.

ACTUALIDAD DE los dEspachos

D. Pedro Moraleda

ollEros abogados incorpora a pEdro moralEda
  

Pedro Moraleda es un profe-
sional con más de 25 años de ex-
periencia en el sector de la ener-
gía, especialmente en regulación, 
geopolítica y economía del gas.

cms abrE nuEva oficina En Estambul
  

CMS, organización que integra a las principales Firmas legales euro-
peas, entre las que se encuentra CMS Albiñana & Suárez de Lezo, ha 
anunciado la apertura de su nueva oficina en Turquía, país con un creci-
miento estimado para 2014 de más del 5 por ciento.

garriguEs obtiEnE unos ingrEsos por sErvicios 
profEsionalEs dE 331,9 millonEs dE Euros En 2013
  

Garrigues ha obtenido unos ingresos por servicios profesionales de 
331,9 millones de euros al cierre del ejercicio 2013 (del 1 de septiembre 
de 2012 al 31 de agosto de 2013), según los datos presentados en su Junta 
de Socios. Esta cifra supone prácticamente un mantenimiento de los in-
gresos (-1,68%) respecto de los resultados obtenidos en el ejercicio fiscal 
de 2012.

brosEta abrE oficina En 
suiza

  
El despacho Broseta abre oficina 

en la ciudad suiza de Zúrich, dando 
con ello un paso más en su estrate-
gia de internacionalización. La aper-
tura en el país helvético, que tuvo 
lugar el pasado mes de noviembre, 
supone “un gran hito para la firma 
y la culminación de un detenido 
proceso de valoración de oportuni-
dades de negocio”, según su presi-
dente, Manuel Broseta.

chávarri & muñoz 
impulsa su crEcimiEnto 
con la crEación dE su 
consEjo asEsor

  
D. Antonio E. Chávarri, D. San-

tiago Muñoz y D. Juan Vila-Coro, 
socios de Chávarri & Muñoz Abo-
gados, presidieron la constitución 
del nuevo Consejo Asesor de la 
firma formado por reputadas per-
sonalidades nacionales e interna-
cionales del ámbito jurídico, eco-
nómico, político y social, entre los 
que destacan; D. José Manuel Ro-
mero Moreno (Conde de Fontao), 
D. Eduardo Serra, D. Tomás Duplá 
y D. Álvaro Muñoz López. 

D. Manuel Broseta
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NOVEDADES EditorialEs

thE trEaty on stability, coordination and govErnancE in thE Emu

Carlos J.Moreiro González
Ed. Difusión Jurídica
Páginas 103

Esta obra analiza con independencia y rigor las claves jurídicas de la celebración y entrada 
en vigor del Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza en la Unión Económica y 
Monetaria (UEM).

Los autores son Juristas de reconocido prestigio internacional que explican con claridad 
las implicaciones económicas y sociales del nuevo marco de disciplina presupuestaria 
establecido en la mayoría de los Estados miembros de la Unión Europea.

tEoría y práxis 
dE los dErEchos 
humanos guía para su 
Exigibilidad

Antonio Sánchez-Bayón / 
Marta Pazos Seoane
Ed. Difusión Jurídica
Páginas 175

Dado el uso y abuso que 
de los derechos humanos 
se viene acometiendo, 
resulta cada vez más 
urgente y necesaria una 
revisión clarificadora de 
los mismos, de modo que 
se facilite su correcto uso 
y funcionamiento. Tal es 
el motivo principal que 
ha movido a los autores a 
realizar esta guía. 

mEdiación y 
rEsolución dE 
conflictos: técnicas 
y ámbitos

Helena Soleto (dir.); Emiliano 
Carretero Morales; Cristina 
Ruiz López (coords.)
Ed. Tecnos
Páginas 672

Este libro es el resultado 
del trabajo de reconocidos 
profesionales de diversos 
ámbitos vinculados al 
mundo de la mediación, 
pretendiéndose aportar 
una visión lo más completa 
posible de la misma. Se 
abordan desde las técnicas 
a utilizar, estrategias de 
negociación, preparación 
o proceso de mediación, 
hasta las consecuencias 
jurídicas de ésta en varios 
de sus diferentes ámbitos de 
aplicación.

infancia y protEcción 
intErnacional En 
Europa 

Irene Claro Quintáns; Isabel 
Lázaro González (coords.)
Ed. Tecnos
Páginas 216

El grupo humano al que 
se refiere esta obra, dice 
Pablo Pérez, reúne dos 
circunstancias que demandan 
la respuesta más generosa, 
más coordinada y más 
coherente posible con el 
reconocimiento o devolución 
de unos derechos violentados 
en el corto camino de la vida 
aún recorrido.
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la dación En pago. 
Estado dE la cuEstión 
y visión comparada

David Pérez López
Ed. Difusión Jurídica
Páginas 96

La situación de grave crisis 
por la que atraviesan la 
mayoría de economías a nivel 
internacional, ha afectado 
en el Estado español, con 
especial virulencia, al sector 
inmobiliario y al acceso a la 
vivienda de los ciudadanos.
Numerosas han sido las 
propuestas de asociaciones 
y partidos políticos para 
intentar aliviar la realidad 
que sufren miles de familias, 
teniendo cada una de ellas 
como núcleo central la 
aprobación de la dación 
en pago del inmueble 
hipotecado.
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perito judicial

luis saavEdra dEl río
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